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Gialfndo el Gobierno, aconsejado por la ex 
} ¡silencia y por el ejemplo de célebres estable 


ci míenlos literarios, ordenó en el Real Decreto 
de i.° de octubre de 1 842 que se diera prin- 
cipio á, la carrera de Jurisprudencia por los 
Prolegómenos del Derecho , nos convencimos de 
Ja necesidad de formar un libro, que acomo- 
dándose á las condiciones de la nueva asigna- 
tura. pudiera servir de texto elemental en que 
los principios estuvieran reducidos á su mas 
sencilla expresión y colocados en el lugar cor- 
respondiente. Tres años después tuvimos oca- 
sión de poder dedicar algún tiempo á la obra 
que habíamos reputado indispensable, y Ja di- 


mos á luz sin pretensiones de satisfacer cum- 
plidamente su objeto, y con el único deseo de 
Henar la necesidad del momento, estimulando 
á otros á que ensayaran sus fuerzas en el mis- 
mo terreno. El público se 
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eon nuestro trabajo, el Gobierno, oido el Real 
Consejo de Instrucción pública, lo calificó de 
útil p a r a 1 a e n s e u a n za . y 1 a i n a y o r p a r le d cías 
Universidades lo adoptaron por texto de sus 
lecciones. Agolada la primera edición, publi- 
camos la segunda con algunas adiciones y va- 
riaciones que fueron reproducidas en la tercera. 

En la cuarta hicimos bastantes adiciones, 
y las correcciones que nos parecieron conve- 
nientes, pero sin variar la índole de la obra, 
ni aun su método en la parle sustancial, y su- 
jetándonos á ;los limites que le señalarnos des- 
de el principio. 

Ahora la adicionamos de nuevo para que 
llene mas cumplidamente el fm que nos pro- 
pusimos, y conservando! el Carácter elemental 
que siempre hemos dado á esta obra . en la 
persuasión de oue si hiciéramos mas, dejaría 
de llenar el objeto que nos propusimos al es- 
cribirla. 



CAPITULO PRELIMINAR. 


El título de Prolegómenos del Derecho que damos 
á este libro, es el que en la nomenclatura oficial 
tiene el estudio con que han de inaugurarse las 
asignaturas de la Facultad de Derecho. El objeto 
de su enseñanza es, según eí espíritu de los re- 
glamentos universitarios (1), dar á los jóvenes 
legislas una idea general de la ciencia á que se 
dedican, hacerles conocer las partes en que se 
divide, é inspirarles el sentimiento de ia digni- 
dad del abogado. 

El lugar señalado á esta asignatura en ei or- 
den de los estudios académicos, los pocos dias 


(1) Real Decreto de !.° de octubre de 1S-I2, por el que 
se creó esta asignatura, adoptado en lo con cero i en le a ella 
por los varios planes que después lian alterado el úrden de 
estudios en ia Facultad de Derecho. 
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que pueden consagrarse á su enseñanza, la mis- 
ma denominación que el Gobierno eligió para de- 
signarla, y las materias que le adjudicó , marcan 
los reducidos limites á que debe sujetarse el que 
tome á su cargo escribir un libro elemental, que 
pueda servir de texto en las escuelas. 

Dase generalmente el nombre de Prolegómenos 
á los tratados que, como preliminares, se ponen 
a! frente de algunas obras científicas con objeto 
de establecer algunos principios generales que 
han de desenvolverse después, para que así pre- 
parados los lectores tengan una guia que facilite 
su estudio. Los Prolegómenos del Derecho deben 
por lo tanto limitarse á ser una introducción á 
los estudios jurídicos, ó, si se quiere, una espe- 
cie de tablas sinópticas de los tratados que abra- 
za la ciencia del Derecho. 

Dentro de círculo tan estrecho ni caben altas 
pretensiones científicas, ni profundas, filosóficas 
y abstractas teorías. La obra que tuviera seme- 
jantes tendencias, no serviría ciertamente para 
ibro de texto de Prolegómenos del Derecho , y en 
lugar de ser el hilo que encaminase á los jóvenes 
en el vasto é intrincado laberinto de la ciencia, 
yendria á convertirse en un guia infiel que los 
estraviaría. 

Por. estas razones hemos creído que no debía- 
mos seguir el ejemplo de los jurisconsultos ex- 
tranjeros, que al escribir sus introducciones 
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ó sus enciclopedias del derecho , han tratado de 
los mismos principios jurídicos, presentándolos, 
aunque concisamente, bajo un aspecto, si bien 
general, profundamente filosófico é histórico, y 
enriqueciendo sus obras con indicaciones y notas 
bibliográficas. Tributamos do buen grado el re- 
conocimiento á que son acreedores los que to- 
mando sobre sí misión tan ardua, han acertado á 
llenarla cumplidamente, y á explicar para gloria 
de sus nombres, y con extensión bastante, el 
principio de unidad y cohesión que enlaza las di- 
ferentes parles de la ciencia. Pero nuestro pro- 
pósito es mas humilde, puesto que se limita á 
hacer un bosquejo sobre el mismo asunto que ha 
servido á otros para obras grandiosas y acabadas. 
Pretendemos solamente enseñar á los jóvenes ju- 
ristas la geografía, digámoslo asi, de la Facultad 


que van á comenzar. 

Circunscribiéndonos de este modo casi exclu- 
sivamente al aspecto exterior de la ciencia, ex- 
pondremos con brevedad las ideas fundamentales 
sobre que descansa, la unidad intima de las di- 
ferentes partes que la constituyen, el objeto es-? 
pecial de cada una de ellas, su encadenamiento 
y recíproca dependencia, la necesidad de cono- 
cerlas todas, si no en, sus poimenoies, al menos 
en conjunto, los estudios anxiliaresgu^^ye- 
ren, y una nocion sucinta d e Iq^^P^^sós ^ qw 
la ciencia ha hecho en la sérico! los 
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rea, sm duda, fácil para muchos, pero de cuyo 
mediano desempeño nos hace desconfiar la debi- 
lidad de nuestras fuerzas. 

No es nueva la idea de hacer preceder al es- 
tudio del Derecho una introduce ion general, que 
al paso que manifieste el carácter de unidad im- 
preso en toda la ciencia, contribuya al desarro- 
llo intelectual de los que dan los primeros pasos 
para llegar á conocerla. Los progresos de la ju- 
risprudencia , que han venido á erigir en ciencias, 
hasta cierto punto independientes, sus diversas 
partes, la multiplicidad de fuentes de que se de- 
riva, y el ensanche que las necesidades nuevas, 
las leyes y las costumbres lian ido dando sucesi- 
vamente á las reglas jurídicas, demostraron ya 
en el siglo XVI la conveniencia de poner bajo un 
solo punto de vista como estudios preparatorios 
los conocimientos que, por pertenecer al conjun- 
to de la ciencia, no tenían un lugar especial y 
propio en ninguno de sus ramos diferentes. 

Así es que en el mismo siglo y en el siguiente 
vieron la luz pública muchos escritos metodoló- 
gicos precursores de las numerosas obras que 
bajo el nombre de Enciclopedias se han publicado 

p 

durante los últimos tiempos, especialmente en 
Alemania. 

Ni la índole particular de nuestros antiguos 
métodos de enseñanza favorecía esta tendencia, 

•» 

ni nuestros escritores juristas en general se ma- 


lí 

infestaron afectos á escribir tratados elementales, 
de tal modo que hasta el último tercio del siglo 
anterior carecimos de unas verdaderas institucio- 
nes de nuestro derecho, á pesar de que este por 
su extensión, por su importancia y por su uso 



de nuestros jurisconsultos. 


Pero no puede decirse que por esto descono- 
cieron la utilidad del estadio preliminar de que 
tratamos. El particular esmero con que los cate- 
dráticos explicaban los dos primeros títulos de las 
Instituciones dei Emperador Jusliniano (1) com- 
prensivo de lo que en el lenguaje escolástico se 
llamaba Derecho constituyen le, las continuas re- 
ferencias que ii acían á sus doctrinas en la serie 
de ¡os años académicos, procurando enlazarlas 
con todas las asignaturas y con todos los líala- 
dos de cada asignatura, la frecuencia con que sus 

O 

texlos servían para las conclusiones que eran ob- 
jeto de defensa y de impugnación en las lizas de 
la escuela, son pruebas evidentes de que dispen- 
saban á la idea que mas tarde ha prevalecido, la 
atención posible en aquellos mal combinados sis- 
temas de enseñanza. 

Mas el estudio de las doctrinas preliminares 

m 

que en otros tiempos se reputaba suficiente, seria 
hoy en extremo defectuoso, porque ni los dos lí- 

(!) De jmlitid el jure, y de jure naturali , geni ruin el 
c ivi ti. 
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tulos primeros de las Instituciones de Justiniano 
están á la altura de los conocimientos jurídicos y 
de i as necesidades actuales, ni es conveniente 
considerar en el estrecho círculo del derecho de 
un Estado principios generales que pertenecen á 
la ciencia, mas bien qne á las instituciones de los 
pueblos. 

Grande utilidad han de reportar los jóvenes, á 
nuestro modo de ver, en el corto tiempo que de- 
dican á la asignatura de los Prolegómenos del De- 
recho. Bastaría para demostrarlo la excelencia del 
nuevo método, en que se presentar, de úna vez 
y formando cuerpo de doctrina estudios qne, ó 
se seguían antes bajo un aspecto exclusivo, ó se 
ofrecían solamente por incidencia, ó no tenían 
en fin lugar determinado en la carrera. Pero hay 
además otras consideraciones no menos atendi- 
bles , que recomiendan la reforma introducida 
en los planes modernos de la Faculta# de De- 
recho. 

Teniendo los jóvenes juristas por el método 
nuevo ocasión de conocer desde los primeros pa- 
sos de su carrera la importancia de cada una do 
las parles de la ciencia, y el enlace y relación que 
las une, se sobrepondrán á esas miras estrechas 
y exclusivas que son tan perjudiciales: el atrac- 
tivo que ofrece el conjunto de todos los ramos 
del saber que afectan al Derecho, ennoblecerá á 
sus ojos la Facultad á que se dedican, y contri - 
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huirá á inspirarles amor al estudio y al trabajo: 
percibiendo desde luego los vínculos íntimos que 
existen entre las luces de la ciencia y los intere- 
ses de la vida real, sabrán evitar el peligro de 
entregarse á teorías impracticables, así como de 
ser empíricos y de querer convertir, poco menos 
ue en un oficio mecánico, la sublime ciencia que 
ha sido objeto de los desvelos de tantos varones 
eminentes, y por último, observando la unión 
que existe entre sus estudios preparatorios de li- 
teratura, de historia y de filosofía con los de la 
carrera en que entran , se dispondrán á her- 
manarlos, á cultivarlos simultáneamente, y dar 
algún dia á su noble profesión todo el lustre 
que necesita para bien de la sociedad y de los 

hombres. 

CAPITULO 1. 

De la sociedad , del Estado, del Gobierno y del poder. 


El hombre es sociable por su misma natura- 
leza: el sentimiento de su debilidad individual, 
¡ue le hace conocer que so ; o es fuerte é inteligente 
uniendo su fuerza y su inteligencia á los demás 
seres de su especie, lo arrastra de un modo irre- 
sistible á la sociedad. El llamado por alguno*-» 
estado natural, que lo supone aislado, enante y 
n vilecido hasta el punto de igualarse con los 



brutos, no es conforme á sus relaciones con los 
seres que lo rodean, se opone al sentimiento de 
su destino moral , al principio natural de su 
conservación tan profundamente grabado en su 
alma, á todas sus afecciones, y hasta al uso 
del magnifico don de la palabra con que lo 
enriqueció el Hacedor Supremo, y está en con- 
tradicción con el origen que á la sociedad dan la 
conciencia, la revelación, la tradición y la his- 
toria. 

De lo dicho se infiere que es inexacto el aserto 
de los escritores que enseñan que el hombre al 
entrar en sociedad hizo cesión de parle de sus 
derechos. Esto, además de fundarse en una fic- 
ción, equivale á suponer que el salvaje tiene mas 
derechos y mas seguridad en su disfrute que el 
hombro civilizado. El pacto social pues, consi- 
derado como una convención hecha por e! hombre 
que se unió á sus semejantes para encontrar en 
la fuerza común la garantía de sus derechos na- 
turales, es una quimera que partiendo del prin- 
cipio inexacto de una igualdad perfecta entre to- 
dos los seres de la especie humana, se funda en 
el error de que la aceptación de las obligaciones 
sociales es el sacrificio de una parte de la liber- 
tad natural que al hombre corresponde. 

Pero si esta convención no ha existido, no 
puede negarse el consentimiento tácito ó al menos 
el presunto, consentimiento individualmente ma- 
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n i Testado y renovado lodos los di as en las rela- 
ciones recíprocas entre la sociedad y los asocia- 
dos, en virtud del cual cada uno toma parte en 
los deberes y en las ventajas que resultan ue la 
sociedad, y se sujeta á cumplir las leyes y á obe- 
decer á los magistrados á quienes está encomen- 
dada su ejecución. Solamente en este sentido, y 
no en otro, admitimos el pacto social. Según él, 
consideramos en la sociedad la obligación de 
guardar los derechos individuales, y de proteger 
á los asociados, y en los asociados la obligación- 
de obedecer á la sociedad, puesto que sin esta 
idea mutua -de autoridad y de sumisión seria im- 
posible el estado social. De estas ideas, si no 
teóricamente desenvueltas, al menos instintiva y 
prácticamente conocidas, está dominada la especie 
humana en todos los tiempos, en todos los países, 
y del mismo modo en su grado de barbarie que 
en el de la civilización mas adelantada, y la 
acompañan por do quiera que va. El grupo de 
náufragos que se salva en una isla antes desierta, 
allí las lleva con sus hábitos sociales, con sus 
costumbres, con su religión, con su habla y con 
las reminiscencias del país ó de los países de que 

proviene. 

Mas á pesar de que consideramos que admitir 
un estado natural primitivo es despojar al hom- 
bre de la sociabilidad, de este sentimiento moral 
que lo impele á vivir con los demás hombres, y 
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que es su ley providencial, debemos confesar que 
semejante abstracción, como una mera hipótesis, 
ha sido útil para examinar la base, los principios 
y las consecuencias del estado social, y para se- 
parar los deberes y derechos absolutos, esto es, 
los que se extienden á todos los individuos de la 
especie humana, de aquellos que se limitan á los 
habitantes de un mismo pueblo, ó de otro con 
quien haya vínculos de alianza; en una palabra, 
para considerar en sus distintas relaciones al 
hombre y al ciudadano. 

El verdadero cimiento de la sociedad, ya se la 
considere en su origen, ya en la série de los 
tiempos, es la familia, porque las familias primi- 
tivamente la formaron, y por medio de las nuevas 
generaciones la alimentan. ] ¡'iremos mas: la base 
moral y organizadora de la sociedad fue la fami- 
lia, porque los hábitos de orden, las ideas de pre- 
cepto y de sumisión, y las máximas de moralidad 
y de justicia han nacido en las familias, y con las 
familias han pasado á la tribu y de la tribu al 
Estado. Los legisladores por sí solos hubieran 
sido impotentes para hacer estas grandes creacio- 
nes, si al menos una subordinación natural, na- 
cida y fortificada en el hogar doméstico, no les 
hubiera allanado el camino. 

Así, observamos que cuanto m3s se acercan 
los pueblos á su origen, mas presentan el aspecto 
patriarcal de la familia y de la tribu. En ellos la 



religión y la moral figuran en primer término 
entre los objetos del legislador, que se muestra 
menos solícito de fijar las relaciones reciprocas de 
los ciudadanos; las costumbres suplen frecuente- 
mente la carencia de ley; los jueces ejercen una 
autoridad casi paternal, y las instituciones públi- 
cas, las magistraturas y las leyes están rodeadas 
de fórmulas sagradas, para conciliarios la misma 
veneración y respeto que si hubieran descendido 
del cielo. 

De lo hasta aquí es puesto se infiere que el es- 
tado social es una ley que el hombre no puede 
eludir, porque no puede ir contra su naturaleza 
sin renunciar á su destino y á su fin terrenal, 
que es el desenvolvimiento sucesivo y armónico 
de todas sus facultades en sus relaciones con los 
seres que lo rodean. Este mismo es el fin de la 
sociedad. 


El instinto de la propia conveniencia, ó quizás 
aun mas, la inflexible ley de la necesidad, obligó 
frecuentemente á las familias y á las tribus á ha- 
cer emigraciones, y las mismas causas, los pactos 
y las ion a u islas reunieron á otras que antes no 
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tenían un vínculo comun de dependencia. He aquí 


el origen de las diferentes sociedades civiles, esto 
es, de las distintas asociaciones de personas que 
mutuamente se dan protección contra ios ataques 
de los que no respetan sus derechos. Cuando se 
considera á estas sociedades encerradas en ciertos 
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limites geográficos, siguiendo determinadas re- 
gias, y con independencia de las demás, se les da 
el nombre de Pueblos y ei de Ñamóos, atendien- 
do á su origen y a! modo sucesivo con que se han 
formado, y el de Estados cuando se los considera 
como asociaciones ligadas por el vinculo común 
de las mismas leyes con organización política, con 
medios y con poder para proteger los derechos 
generales de la asociación y los de cada uno de 
los asociados. 

Difícil es señalar los límites de esta asociación 

en sus relaciones con los individuos que las com~ 

* 

ponen; materia ardua que ha dado lugar, espe- 
cialmente en los tiempos modernos, á graves y 
complicados problemas y á las mas contrarias 
opiniones. Acerca de este punto pasamos á hacer 
indicaciones ligeras según lo permite 3a índole de 
estos Prolegómenos. 

En el carácter municipal y exclusivo que tu- 
vieron originariamente las instituciones políticas 
del pueblo romano, se denominó Ciudad (civitas) 
á lo que nosotros llamamos Estado, En él la pa- 
labra civitas significaba la asociación de los que 
por ser ciudadanos estaban sujetes á las obl pa- 
ciones que este carácter imponía á los que lo te- 
nían al mismo tiempo que gozaban de los grandes 
derechos que estaban anejos á la ciudadanía. Pero 
la diferencia del nombre no varía la naturaleza de 
las cosas. 
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Tanto ei pueblo romano, como los demás pue- 
blos de la antigüedad, consideraban ala sociedad, 
al poder público, ai Estado, como la representa- 
ción única y viva de todos los derechos, de todos 
los intereses y de todas las fuerzas sociales, como 
el encargado del orden y de la seguridad general, 
primera é ineludible necesidad de los pueblos, y 
de satisfacer las demás necesidades de los asocia- 
dos, ya pertenecieran al orden físico, ya al moral. 
Sobreponíase el Estado á todas las institucionesr 
su autoridad no tenia límites; puede decirse sin 
exageración, que dominado casi exclusivamente 
por la conveniencia y utilidad general, absorbía 
toda la acción de la sociedad, teniendo muy en 
poco los derechos individuales de los asociados, 
que casi siempre eran sacrificados á lo que la 
salud pública exigía. 

Los pueblos modernos se separan en este punto 
de los antiguos. Rechazando por regla general las 
diferencias de la condición social de las personas, 
proclamando el principio de igualdad ante la ley, 
co distinguiendo á los hombres ni por su raza, 
ni por la distinta procedencia de los que corres- 
ponden á una misma asociación política, ni por 
la diferente posición que ocupan atendida su ca- 
pacidad, su riqueza, ó las funciones que ejercen, 
•consideran que el Estado es no un fio, sino un 
medio de satisfacer las necesidades sociales, que 
no es omnipotente, sino que por el contrario su 





autoridad tiene limites i n traspasables, que no 
puede violar los derechos esenciales inherentes 
al hombre, que su soberanía ha de subordinarse 
á los principios eternos del derecho y respetar el 
destino providencial de la humanidad. Cierto es 
que no han desaparecido por completo en algunos 
Estados las antiguas diferencias en ia condición 
de los hombres, y que en otros dominados por 
la barbarie y la ignorancia no han penetrado aun 
los principios que aquí exponemos estando aun 
lejano el d ia en que todos los Estados se sujeten 
á los limites que la razón y el derecho Ies seña- 
lan; pero los progresos de la civilización que se 
extienden por do quiera, completarán sucesiva- 


mente en el orden material la revolución que 
lentamente, pero sin intermisión, se está verifi- 
cando en las ideas. 

A esta cuestión de les límites deda autoridad 
del Estado, se vá dando en estos últimos tiempos 
una importancia desconocida antes. Las formas 
de gobierno por que se rigen los Estados, la ar- 
mónica división de los poderes públicos, la mayor 
ó menor intervención del pueblo en el ejercicio 
de las funciones soberanas y cu la gestión de los 
asuntos procomunales, son sin duda medios que 
pueden contribuir grandemente al buen orden y 
gobernación do los Estados. Pero las Constitu- 
ciones políticas por sí solas no son, no pueden 


ser base fu me de la 


libertad. Guando el Estado, 
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cuando los poderes públicos no se moderan, 
cuando no reconociendo barreras á su autoridad" 
se consideran exentos de toda clase de trabas, la 
libertad natural de los súbditos y sus derechos 
individuales más sagrados peligran, cualquiera 
que sea la forma constitucional de sus institucio- 
nes políticas. Desgraciadamente la experiencia 
nos presenta en este siglo numerosos ejemplos 
que lo comprueban. 

La dificultad grande consiste en señalar los 
verdaderos límites de la acción del Estado, punto 
sobre el cual están discordes filósofos y publicis- 
tas, cuya diferencia de opiniones, más bien que 
para esclarecer la cuestión ha servido para con- 
fundirla. 

Quisieran algunos que la acción del Estado se 
limitara exclusivamente á la protección exterior 
de la Nación y de los ciudadanos, al sostenimiento 
del orden público, á ia seguridad de las personas 
y de los bienes, y á que la justicia estuviera bien 
administrada. Los que así opinan, mutilan, á 
nuestro entender, al Estado de atribuciones que 
le son absolutamente indispensables, si ha de lle- 
nar su misión que está llamado á satisfacer en 
■ beneficio general de todos los asociados. 

Sostienen otros, principios absol lilamente opues- 
tos, dando á la acción del Estado gran latitud, 
queriendo que descienda á todas las esferas de la 
actividad humana, de modo que el orden maierila 
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y moral dependan casi exclusivamente de él, re- 
duciendo en parte á los ciudadanos á la nulidad, 
mermándoles su libertad, rebajándoles en su con- 
sideración social, dando al Estado el derecho de 
que dirija sus acciones y viniendo á colocarlos 
en una especie de tutela sin limite conocido» Esto 
á lo que entendemos es insostenible, porque está 
en contradicción con la libertad y los derechos 
imprescriptibles del hombre. 

En medio de tan encontradas opiniones, algu- 
nos escritores ilustres del siglo en que vivimos, 
han entrado en investigaciones- profundas sobre 
los verdaderos límites de la autoridad del Estado, 
y establecido diferentes teorías, de las que nin- 
guna ha llegado á concillarse la opinión general. 
En lo que al parecer hay menos contradicción, 
es en no reconocer derechos absolutos, por estar 
limitados los correspondientes á los individuos 
por si mismos y por los del Estado, y los del Es- 
tado por las individualidades, y en que la prudencia 
recomienda no exagerar los derechos de aquel ni 
estos, procurando equilibrarlos moderándolos y 
teniendo en cuenta las circunstancias de tiempos- 
y lugares. Esta es la solución natural posible, 
práctica y expuesta á menos inconvenientes, y lo- 
que deben tener presente los legisladores, que en 
último resultado se sobreponen, y con razón, á 
las teorías que no batí llegado á conquistar e£ 
asentimiento público. 
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Á la idea de sociedad y del Estado va aneja la 
de Gobierno: la protección y defensa de los inte- 
reses de los asociados supone la cooperación de 
todos, y esta cooperación seria imposible sin un 
vínculo de unidad que formara de los esfuerzos 
individuales un solo esfuerzo, que les diera im- 
pulso y que dirigiera su acción. De otro modo, 
quedarían completamente abandonados los inte- 
reses permanentes y generales de los asociados al 
choque de los intereses individuales, y sin cor- 
rectivo las pasiones y malos instintos de los que 
en su desbordamiento quebrantaran los princi- 
pios eternos del derecho y las reglas necesarias 
para el orden y concierto de los Estados. Tal es 
el origen del hoder político ó del Gobierno, esto 
es, de la representación vigorosa, activa, continua 
y vigilante del Estado, que abraza las fuerzas de 
ios que lo componen y las dirige á la realización 
del fin social. Según esto, los Gobiernos tienen la 
misión de dirigir á sus subordinados dentro de 
una esfera de acción mas ó menos lata, conforme 
,á las reglas constitutivas de cada Estado, sin per- 
der de vista los fines de su institución. A las fa- 
cultades de que para la consecución de este obje- 
to están investidos los Gobiernos, se les da el 
nombre de poder. 

El Gobierno , pues, y el Poder no son una mera 
creación artificial, obra exclusiva de la ley, por 
mas que en las leyes se señalen la extensión, It- 


miles y condiciones de su ejercicio: existían an- 
tes de la ley, la cual no puede concebirse sin le- 
gislador, ó lo que es lo mismo, sin un poder de 
que emane: nacen de la sociedad misma, que de 
otro modo no podría existir, y con mas ó menos 
energía se ven en toda reunión de hombres, desde 
los Estados mas adelantados en la carrera de la 
civilización, hasta las tribus de salvajes que tie- 
nen una vida nómade, y que mas que obedientes 
á la razón, parecen guiadas solamente por instin- 
tos feroces y repugnantes á veces á las leyes eter- 
nas del orden moral y á los principios fundamen- 
tales del derecho. Hasta los mismos malvados 
para concertar sus crímenes y llevar el espanto y 
la consternación á la sociedad, al Estado, á la 

familia ó á los individuos, buscan en la idea del 

* 

gobierno, esto es, en la atribución de dirigir con- 
cedida á uno, y en la mayor ó menor sumisión 
que los otros le prestan, el medio de realizar el 
infame propósito que conciben. Tan inseparable 
es del hombre la idea de que no puede existir 
asociación alguna sin una dirección que la empuje 
á la consecución del objeto que se propone. 

El Poder, esta función esencial, debe ser usado 
de la manera que exijan los intereses sociales y 
políticos, y dirigido á procurar la felicidad gene- 
ral, sin separarse de los principios inalterables 
del derecho, y sin falsear los fines de su institu- 
ción. Así ejercido, es legítimo, porque aunque 
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sea vicioso en su origen, se purifica con el tras- 
curso lento y sucesivo de los tiempos, y trasfor- 
mándose, hace olvidar la bastardía de su cuna 
por su respeto á la justicia y por el afan con que 
procura satisfacer al fin único para que son ins- 
tituidos los Gobiernos. La adhesión de los aso- 
ciados, los actos expresos ó tácitos con que estos 
manifiestan su conformidad con el poder y el bien 
público, concluyen por hacer legítimo lo que al 
principio no pedia ser asi considerado. 

De las diferentes formas de gobiernos, de los 
medios y diversas combinaciones que han sido 
empleados para conseguir el fin de su institución, 
haremos, al tratar del derecho político, las indi- 
caciones convenientes. 

Pero las sencillas reglas reconocidas como jus- 
tas y obligatorias, sin necesidad de una sanción 
humana, las costumbres y las tradiciones que la 
sociedad recibió de la familia, si bien eran solí- 
denles para su formación, hubieran sido diminu- 
tas para su desarrollo* Necesitábanse o ti os pre- 
ceptos que, siendo la expresión de la voluntad 
social fijasen las bases conservadoras de la aso- 
ciación, sus elementos morales y religiosos, las 
relaciones mutuas de los individuos, las institu- 
ciones que garantizasen el cumplimiento de los 
preceptos, y para decirlo de una vez, que com- 
prendiesen las reglas de acción que pudieran ser 
necesarias ó útiles á los asociados. Estos precep- 


los recibieron el nombre de leyes, que no hubie- 
ran sido obedecidas á no estar dominada la so- 
ciedad por el sentimiento de la justicia, y á no 
contar con medios coercitivos para que fueran 
respetadas. 

CAPITULO II. 

De la Justicia. 

Las leyes serian desobedecidas, hemos dicho al 
terminar el capítulo anterior, si la sociedad no 
estuviera dominada del sentimiento de la justicia; 
pero es importante fijar bien la significación de 
esta palabra, limitándola al sentido jurídico, que 
es el único bajo el cual nos toca considerarla. 

La antigüedad, valiéndonos de las mismas fra- 
ses de un escritor moderno (1), confundía la idea 
de la justicia con la del Estado y con la de la so- 
ciedad. La justicia, á su modo de ver, compren- 
día todas las relaciones humanas, políticas y ci- 
viles, y constituía la universal armonía del mun- 
do moral y de la humanidad. No es de extrañar 
por lo tanto que los jurisconsultos, imbuidos en 
el espíritu de la filosofía del Pórtico, considera- 
ran á la justicia mas con relación á la moral que 
al derecho cuando trataron de definirla. 

« 

(1) Mr. Lermiuíer. 
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El célebre Ulpiano, filosofo estoico y juriscon- 
sulto á la vez, dió de la justicia una definición 
que fué la generalmente seg uida en el Derecho 
romano, y mas todavía después que el Empera- 
dor Justiniano la revistió de su autoridad inser- 
tándola en sus famosas Instituciones. Justicia , nos 
dice, es ¡a constante y perpetua voluntad de dar 
á cada tino su derecho (i). Según esta definición, 
la justicia estriba en la resolución firme de obede- 
cer á las leyes. Pero bien la tomemos en este sen - 
tido literal, bien consideremos las palabras cons- 
tante y perpetua voluntad como equivalentes á la 
de virtud según pretenden algunos, fundándose 
en que esta era la significación mística de aque- 
lla frase en la filosofía estoica, resultará siempre 
que se halla definida la justicia en un sentido mo- 
ral, porque la voluntad, la intención no caen ba- 
jo el dominio do* derecho, que por su índole ex- 
tiende su imperio soberano únicamente sobre los . 
actos exteriores. 

El mismo juicio debemos formar de la defini- 
ción que las Partidas nos dan de la justicia. 
raygada virtud que dura siempre en las volunta- 
des de los ornes justos , é da, é comparte á cada 
uno su derecho egualmente. Definición traducida 


(\) Justina est constans et perpetua voluntas jus suwn 
¿¡¡¡¡0 VrLns (§. inicial, lit. I, lib. I de las institución** 

del Emperador Justiniano). 

(2) Ley 1. a , tí 1. 1, Par t. 3. a 
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elegantemente de la del Derecho romano que de- 
jamos expuesta.. 

Este doble aspecto de la justicia ha hecho que 
algunos la dividan en interior o juridica y en ex- 
terior ó moral, según se refiere al fuero interno 6 
al externo, buscando la diferencia entre una y 
otra en el diverso móvil que incita al hombre á 
ser justo, ya sea la conciencia , ya ei temor á ser 
competido físicamente á cumplir con su deber. 

La justicia en sentido jurídico no es, no pue- 
de ser mas que |o obediencia á todos nuestros 
deberes jurídicos , ó lo que es lo mismo, capaces 
de coacción exterior. Aun considerada así y sin 
relación á su carácter eminentemente moral, es 
la [jase fundamental de la Sociedad , del Estado 
y del Gobierno, el alma del cuerpo polilico, y 
la garantía de todos los derechos y de todos los 
intereses legítimos. Sin leyes positivas puede con- 
cebirse la idea de la existencia de una sociedad 
primitiva; mas sin la justicia, esto es, sin la 
obediencia práctica de los asociados, ó al ménos 
de su mayor parte, á los principios cardinales do 
todo derecho , y á las reglas de equidad que tra- 
dicionalmente sirven ¡¡ara dirigir las relaciones 
mutuas délos individuos, la idea de toda socie- 
dad es imposible. 

Pero debemos advertir, que si bien la signifi- 
cación jurídica de la palabra justicia es la que 
acabamos de manifestar, no siempre en la cien- 
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■cia tiene una acción igualmente rigurosa. Asi su- 
cede cuando no se aplica al súbdito que ha de 
obedecer, sino al legislador que manda, para dar 
á entender que no es omnipotente, y que en el 
ejercicio de su poder debe sujetarse á las reglas 
morales que gobiernan el mundo, á las que ía 
razón enseña á todos los hombres, y á las que la 
vida y el desarrollo de los pueblos hacen conve- 
nientes y necesarias. En este sentido se dice que 
las leyes deben ser justas , y se tacha de injustas 
y bárbaras á las que no se conforman á tales 

condiciones (1). 


(1) Na creemos conveniente detenernos en Jas divisiones 
de la justicia, porque ni las encontramos exactas ni de utili- 
dad verdadera. La de justicia universal y particular que hizo 
Aristóteles refiriendo aquella al^ ejerc icio dti todas las virtu— 
des con los demás hombres , y esta á la de dar á cada uno lo 
suyo, es defectuosa, porque e! segundo miembro áTsiaco ña- 
pando en el primero, y solo la particular es la que tiene 
una significación rigurosamente jurídica. La subdivisión que 
el mismo Aristóteles hizo de la justicia particular en conmuta- 
tiva y distributiva , es sutil y tiene el inconveniente de no 
ser siempre cierta la base de seguirse en la primera la pro- 
porción aritmética, y la geométrica en la segunda que seria ei 

resultado práctico que la baria recomendable. Pur ultimo, a 

división do ¡ajusticia en explectrizy atribuirte inventada 
por Groot. que reíirió la explectriz á los deberes penectos o 
exigidles ry la segunda á los que no son de precisa observan- 
cia, tampoco es jurídica , porque los deberes que no amanten 
coacción externa , no entran en el dominio del derecho. 
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De las leyes. 


Los escritores juristas han investigado el ori- 
gen de la palabra ley en lodos los idiomas, pre- 
tendiendo encontrar analogías con la idea que 
representa. Cicerón rl) dice que en la Grecia se 
llamó asi por la igualdad con que atribuía los 
derechos, y en Roma por la elección que hacia 
de lo mas conveniente: etimologías singulares y 
artificiosas que no parecen probables, porque no 
lo es en los pueblos nacientes designar las cosas 
bajo un punto de vista abstracto y metafísico. 
Nuestras leyes de Partida (2), al llamar leyenda 
á la ley, han derivado su denominación de la ne- 
cesidad de que esté escrita. Poco afectos á cues- 
tiones etimológicas, no reputamos de grande uti- 
lidad entrar en investigaciones que pueden ser 
eruditas, pero que tienen mas de caprichosas 
que de verosímiles. 


(1) Eamqus reñí tlU á Grwco pulant nomine, suum cai- 
que tribuendo appcllatam; ego noslro , á leyendo . Nam ut 
lili oeguitatis, sic nos delectas vim in lege ponimus ; ct pro- 
prium lamen utrumqué legis est (D-j leg. I, 6). 

(2) Leyenda en que yace enseñamiento , é castigo escripto 
que liga é apremia la vida dd home, que non faga mal , ó 
muestra é enseña d bien que d Home debe facer , é usar 
(Ley 4. a , tít. I, Parí. 1 . a }.' 
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La palabra ley , en su sentido mas absoluto y 
general, significa una regla de acción , reconocida 
como necesaria, y comprende tanto á las cosas 
animadas como á las inanimadas, tanto á los se- 
res dotados de razón como á los irracionales. En 
esta acepción las reglas generales é inalterables 
del órden físico y material, son leyes: asi los 
astros, siguiendo uniformemente su carrera, las 
cosas abandonadas á si mismas, buscando el 
centro de gravedad, y la vida vegetal y la animal 
en sn nacimiento, en su desarrollo yen su ex- 
tinción, obedecen á las leyes precisas é indecli- 
nables. Pero esta significación de la palabra ley 
tiene mas de metafórica que de literal ó jurídica, 
á no ser que consideremos á la naturaleza bajo 
un punto de vista puramente religioso, en que 
cada fenómeno natural está cumpliendo las órde- 
nes del Hacedor Supremo. 

En otro sentido menos extenso, aunque bas- 
tante lato, la palabra ley se limita á los seres ra- 
cionales, pero considerándolos, no precisamente 
en el estado de sociedad civil, sino con mas ge- 
neralidad, y obedeciendo á reglas permanentes 
que no son el resultado de un principio material. 
En esta acepción hay leyes naturales colocadas 
en un órden muy superior á ¡as humanas; mas 
nosotros dejamos esta materia para tratarla ai 
explicar la teoría del derecho üatural. 

La significación rigurosa y estricta de la pa- 



labra ley debe tomarse considerando al hombre 
corno miembro de la sociedad civil. Bajo esle as- 
pecto, hemos visto muchas definiciones de ella, 
y en verdad que muchas pueden darse según las 
diferentes bases bajo que sea considerada. E-l pu- 
blicista, al definirla, solo suele tener presente su 
formación; el jurisconsulto la extensión y la fuer- 
za de sus preceptos, y el teólogo y el moralista 
no se excusan de entrar á examinarla en el ter- 
reno de la religión y de la conciencia. Nosotros, 
fieles al fin que nos proponemos al escribir esle 
opúsculo, la definimos: lo, expresión solemne y 
obligatoria de la autoridad soberana sobre cosas 
de interés común. De esta definición se infiere, 
que es de esencia en la ley que sea dada por el 
legislador, que se publique solemnemente, que 
tenga fuerza coactiva, y que verse sobre cosas 
de interés general.' Explicaremos estos requisitos. 

No nos detendremos en examinar la cuestión 
abstracta y tan debatida en los tiempos moder- 
nos sobre el origen de la soberanía. Reconocemos 
el principio de que esencial y radicalmente reside 


en la asociación política, para cuyo beneficio y 
no en favor de los que están al frente de ella so 
han constituido los Gobiernos, como también el 
de que las naciones no son patrimonio de clases, 
razas, familias, ni personas, y que tienen en sí 
mismas el derecho de constituirse, de conservar 
sus instituciones, y de modificarlas según lo exi- 



ja su conveniencia; mas en la definición anterior 
nos limitamos á su ejercicio, confiado por regla 
general á hombres ilustrados que tienen capaci- 
dad y talento para dirigir el Estado. El principio 
de delegación, en virtud del cual los legisladores 
desempeñan su alta misión, exige que se arreglen 
estrictamente á las formas que las leyes funda- 
mentales, las tradiciones y las costumbres han 
introducido para hacer la ley, lo que al mismo 
tiempo que le eoncilia veneración, es prenda del 

acierto. 

Las leyes llamadas naturales , los principios 
eternos de moralidad y de justicia que están en 
el sentimiento de todos, que siempre han s i d o y 
permanecerán los mismos, y que no sufren las 
variaciones é instabilidad de las circunstancias de 
los pueblos, no necesitan promulgación. Esta es 
tan esencial en las hechas por los hombres, que 
solamente desde ella adquieren fuerza obligato- 
ria. Todos los países han consagrado este princi- 
pio: si la historia en alguna época de Opresión y 
tiranía nos representa á un monstruo revestido 
del poder supremo (1), complaciéndose en inven- 
tar medios para que los súbditos ignorasen, lo 
mismo que les preceptuaba, nos trasmite también 
la execración con que la posteridad ha cubierto 


(i) Dion Casio dice que el emperador Calcula hacia escri- 
bir las leyes cou caracteres muy pequeños, y fijarlas a graude 
altura para que no pudieran ser leídas. 
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su memoria. La promulgación de la ley es la 
prueba auténtica de su existencia, es la solemne 
notificación hecha á la sociedad, es el testimonio 
irrevocable de que ha pasado por todos los trámi- 
tes indispensables para su formación, es el acto 
solemne que la hace obligatoria. Sin ella no hay 
ley, y el castigo que se impusiera á sus violado- 
res seria un acto de barbarie, de crueldad y de 
injusticia. 

Esta publicación ha de hacerse de modo que 
llegue á noticia de los que deben obedecerla: de 
aquí las diferentes solemnes fórmulas adoptadas 
universalmente para darle notoriedad. Una vez 
promulgada, obliga á todos, sin que aproveche 
la alegación de su ignorancia: empresa vana del 
legislador seria empeñarse en hallar el medio de 
saber que la ley había llegado al conocimiento de 
cada uno; por esta impasibilidad se ha introduci- 
do una presunción de derecho que lo supone. 

Consecuencia es de la doctrina que acabamos 
de exponer, que la ley no debe tener fuerza re- 
troactiva. El Derecho romano así lo dijo expresa- 
mente con la lacónica frase: las leyes no se retro- 
traen (1). Este es un precepto fundamental de 
legislación, una regla de derecho, una máxima de 
jurisprudencia y una garantía individual. Sin ella 
no habría libertad civil ni seguridad; porque co- 

(i) Leges ad p raferitum non $unl trahmdoe (Ley 7/, tí- 
tulo XIV, libro í del Código rcpctitw prcelcclionisy. 
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mo la libertad civil consiste en poder hacer bajo 
la salvaguardia de la ley todo lo que no se le 
opone, dejaría de existir si la fuerza retroactiva 
declarara como ilícitos actos que eran permitidos 
cuando tuvieron lugar, y porque el principio de 
la seguridad personal quedaría destruido cuando 
la sociedad diera el funesto ejemplo de no respe- 
tar lo que válidamente se hubiera ejecutado. Esta 
regla no es extensiva á las leyes penales cuando 
mitigan el rigor de las antiguas, excepción reco- 
mendada por la humanidad, y que se funda prin- 
cipalmente en que no encontraría ya justificación 
el castigo que había parecido exorbitante ai legis- 
lador, ni á las leyes procesales, que solo son mé- 
todos para la aplicación de las demás leyes y que 
tienen en sí la presunción de ser mas ventajosas 
á los que ejercitan acciones 6 excepciones en el 
orden civil y en el penal, y por ultimo, ni á aque- 
llas en que el legislador así lo considera por re- 
producir solo otras anteriores, sin establecer na- 
da que no estuviera antes ordenado: entonces la 
omisión, la mala interpretación ó los abusos que 
hayan nacido en el intervalo de unas á otras, no 
deben ser tomados en cuenta; pero si á su som- 
bra hubiese habido transacciones, decisiones ar- 
bitrales, ó mediado la autoridad de la cosa juz- 
gada, rige en toda su extensión esta máxima tu- 
telar de los derechos naturales del hombre. 

No obstante lo que dejamos expuesto relativa- 
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mente á las leyes procesales, no es infrecuente, 
que cuando sufren alteración, se señalen en ellas 
mismas, la manera y el tiempo en que ha de em- 
pezar á ejecutarse, y que se adopten medidas para 
evitar 4a perturbación que podrian producir en el 
orden de las actuaciones, evitando así perjuicios, 
dudas y dificultades que en el trámite de la an- 
tigua á la nueva legislación podrian originarse. 
En este caso, ante ía voluntad expresa del legis- 
lador, no habrá lugar á la regla que antes deja- 
mos indicada que solo se funda en su interpre- 
tación, 

* 

Es carácter esencial de las leyes que sean obli- 
gatorias. Aquellas que al parecer se limitan á 
permitir algunos actos, tienen también fuerza 
coactiva, porque imponen á lodos el deber de no 
impedir el libre uso del acto permitido: en este 
caso, el permiso bajo un aspecto es un precepto 
bajo otro. 

El interés general de te ser siempre objeto de 
la ley ; verdad reconocida universalmente, é in- 
vocada por todos los legisladores en los mismos 
momentos en que mas la han desatendido. Aun 
las leyes que conceden beneficios á personas des- 
validas y á determinadas clase 3 de ciudadanos, 
mas que á su bien particular consultan al públi- 
co, y desenvuelven los principios de equidad j 
de justicia que jamás debe olvidar el legislador. 
Los privilegios, cuando bajo esta palabra se quie- 


significar las leyes individuales en cmío ó en 
gracia de personas, de familias ó de castas, con- 
denados ya por los romanos en la famosa ley de 
las Doce Tablas, están reprobados de consuno 
por la razón y por la ciencia. La ley, pues, dele 
ligar uniformemente á todos los súbditos, impo- 
nerles las mismas obligaciones, otorgarles los 
mismos derechos, darles iguales condiciones para 
desarrollar sus facultades, y concederles las mis- 
mas distinciones por iguales servicios. 

Para que las leyes correspondan á su objeto 
primordial, cualquiera que sea ía forma déla 
organización política del Estado, deben dar pro- 
tección y garantía á los derechos naturales del 
lio mire, poniéndolos á cubierto de los ataques 
del mas osado, del mas fuerte, ó del mas em- 
prendedor. Estos derechos á que ios escritores 
de derecho natural denominan absolutos , con- 
traponiendo esta palabra á la de hipotéticos , y 
también primitivos , universales , comunes, y aun 
mnatos , se deducen exclusiva é inmediatamen- 
te de ía naturaleza racional del hombre, y son 
• base para la adquisición de otros derechos. Y 
por estar definidos, reconocidos y protegidos por 
la ley civil, tienen también el carácter de civiles. 

La denominación de absolutos que mas gene- 
ralmente se les dá, no quiere decir que sean ili- 
mitados: muy al contrario; tienen con respecto 
á cada hombre un límite natural que es el dere- 
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cito de los demás hombres, con el cual 'es nece- 
sario ponerlos en relación y armonía, pues que 
correspondiendo indistintamente á todos los seres 
de la especie humana, sin esta cortapisa no se 
comprenderían y vendrían á ser nulos en la vida 
práctica. Si se les denomina ub solutos es para 
distinguirlos de los hipotéticos h que llaman algu- 
nos, derechos particulares ó singulares y también 
condicionales , les cuales no dependen exclusiva- 
mente de la naturaleza humana, sino que re- 
quieren además algún hecho de adquisición para 
su existencia. 

El hombre adquiere al nacer estos derechos 
absolutos y los conserva hasta el sepulcro, y como 
resultado necesario de su naturaleza son iguales 
para todos, cualquiera que sea el país y raza á 
que correspondan , sin excluirá aquellos que por 
incapacidad física, moral ó intelectual no pueden 
ejercitarlos. 

Nadie puede renunciar á estos derechos, ni 
perderlos por hechos ajenos: el que se viera, 
privado de ellos, como sucedia al esclavo, por 
el mismo hecho quedaría privado del carácter 
de persona, seria equiparado á las cosas, y no- 
podría atender á su perfeccionamenlo, quebran- 
tando las condiciones esenciales de su natura- 
leza. 

De que estos derechos absolutos no sean re- 
nunciares ni puedan ser prescritos, no se infiere 


37 

que sean ilegislahies. Esta calificación que algu- 
na vez se les ha dado, no significa que el legis- 
lador no puede venir en su auxilio, ya recono- 
ciéndolos, ya poniéndolos al abrigo de los ata- 
ques que puedan sufrir, ya fortificándolos con 
sanciones penales contra los que causan en ellos 
perturbaciones, ya regulando su acción y hacién- 
dolos compatibles y poniéndolos en armonía, de 
modo que el ejercicio de cada uno no sea obstá- 
culo al derecho de los demás. A no ser así, me- 
recerían severa censura las leyes de las Naciones 
que mas se han distinguido en el respeto á esos de- 
rechos. El sentido de la palabra ilegislable , poco 
á propósito á lo que entendemos para significar 
lo que se pretende, quiere decir que el legisla- 
dor no debe cercenarlos ni desconocerlos, sino re- 
conocerlos y ampararlos. No so opone á esto que 
la ley imponga servicios personales que sean ne- 
cesarios para el bien personal, que comprometa 
en peligros para 3a defensa de la patria, y que cas- 
tigue con penas preconstituidas á los que que- 
branten las leyes. En esto no se propone otro fin 
que asegurar los derechos de lodos, con la co- 
operación de todos. Traspasar estos límites, seria 
un abuso. 

Los derechos naturales de que aquí tratamos, 
han sido admitidos, al menos tácitamente, en lo- 
dos los pueblos civilizados. Los tres famosos pre- 
ceptos del Derecho romano, de vivir honestamente. 
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no dañar á otro , y dar á cada uno lo suyo (i) 
tienen íntima relación con ellos, ya extendiéndo- 
los, ya limitándolos, ya garantizándolos. 

Pasaremos á la exposición de estos derechos 
qae son, los de personalidad , igualdad , libertad . 
seguridad , asociación y propiedad . Este último 
derecho, según los escritores de derecho natural, 
es considerado no como absoluto, sino como 
hipotético, porque si bien del mismo modo que 
los otros se funda en la naturaleza humana, ne- 
cesita un hecho de adquisición para su comple- 
mento. 


Personalidad. — Entre los derechos absolutos , 
el de personalidad es el que se sobrepone á to- 
dos, y casi puede decirse hasta que los absorbe: 
es su generador, pues sin él los demás no ten- 
drían existencia: lo tienen lodos los seres huma- 
nos para que los demás los consideren como ra- 
cionales y libres con todas las condiciones nece- 
sarias para su conservación y desenvolvimiento 
de sus facultades físicas, intelectuales y morales. 
Este derecho hace al hombre dueño de sus accio- 
nes, le deja libre para hacer ó no hacer, dentro de 
la esfera de su actividad, lo que estime conve- 
niente, enaltece su dignidad y le facilita el cum- 
plimiento de su destino. 


(i) Juris pr&cepta sunt /¿ere: Aonesfé vivere , aHerum non 
Iwdere, st¿u?n c uique tribuere (§ 3.°, tít. I, lib. I, de las Ins- 
tituciones de JustiniaEO). 
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Igualdad. — Ya antes hemos manifestado que 
las leyes teniendo por objeto el interés general, 
deben evitar la concesión de privilegios en gracia 
de personas, de familias ó de castas. Esto es lo 
que constituye el derecho de igualdad ante la ley , 
principio altamente justo, que se vá desenvol- 
viendo en teda su extensión, y que estrechado 
intimamente con el de unidad administrativa, 
hace desaparecer las desigualdades entre los pue- 
blos de un mismo Estado, y refunde en una cas- 
ta las diferentes que la ignorancia y la fuerza ha- 
bían introducido. Este principio de igualdad no 
se opone á las desigualdades que son resultado 
del desigual desenvolvimiento de los hombres ni 
de la diferente aplicación que dan á sus faculta- 
des. Llevar la igualdad á tal extremo seria una 
desigualdad monstruosa. Por esto se ha dicho 
con mucha oportunidad, que es necesario tratar 
desigualmente las condiciones desiguales. 

Libertad . — El derecho de libertad es tan esen- 
cial al hombre, que sin él no se concibe que sea 
persona jurídica. Esta libertad es para lo bueno, 
para lo racional, para lo justo y para lo que no 
perjudique á los demás. En este derecho implíci- 
tamente está comprendido el que algunos llaman 
de independencia , que consiste en conservar nues- 
tra personalidad de toda coacción exterior. Como 
las leyes fijan las relaciones de los ciudadanos 
con la sociedad y de los ciudadanos entre sí, e 
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be reputarse como perjudicial á la asociación y á 
los asociados lo que está prohibido por ellas. No 
debe inferirse de aquí que todo lo que no está 
vedado por las leyes es justo: la moral va mucho 
más allá que la ley escrita* porque esta atiende 
al bien político de la sociedad considerada colec- 
tivamente. más que á la perfección moral de los 
individuos. Por esto, en la imposibilidad que en- 
contró el Derecho romano de extenderse á ciertos 
actos, de que solo podía ser juez la conciencia, 
estableció como precepto vivir honestamente; prin- 
cipio abstracto si se quiere, vago, expuesto á muy 
variada significación, y hasta cierto punto más 
moral y filosófico que jurídico, pero que reveía 
lodo el espi ritualismo de una legislación eminen- 
temente social (í). 

El derecho de seguridad, primer elemento del 
órden público y de la felicidad privada, y com- 
plemento á la vez de los derechos que dejamos 
mencionados, al mismo tiempo que es la princi- 
pal garantía de todos y de cada uno de los aso- 

¡r 

ciados, les impone la obligación de respetar el 
bienestar de los demás, y de abstenerse de cuan- 
i o Ies pueda perjudicar, y á la sociedad en común 

(i) A los que quieren descartar esto precepto del deroeho, 
creyendo que todas ias levos están comprendidas en lus de 
düuüv á otro y dar d cada wio lo suyo, preguntaremos de 
cual de C£i.os dos últimos derivan las leyes que se refieren á Jas 
costumbres, tales como las que castigan el incesto, la bigamia 

y la., blasfemia.. • . 



ía de impedir las agresiones que se intentaran en 
contrario. Tan sagrado es este derecho á los ojos 
de los legisladores de todos los países, que en 
caso de necesidad abandone su defensa á las ins- 


piraciones y ai instinto de conservación de los 
individuos. En el precepto romano de no dañar 
á otro está su sanción expresa. 

Asociación . — El derecho de asociación, nacido 
de la aptitud, de la tendencia y trato de la ne- 
cesidad de aunar los hombres sus esfuerzos para 
la conservación de sus derechos, y poder llegar á 
su perfeccionamiento, es considerado como uno 
de los derechos absolutos de la especie humana. 
La asociación solo puede considerarse de esta 
manera mientras no exceda de los límites que le 
corresponden pira llenar el fin social. Por esto 
en todos los países, con mayor ó menor latitud, 
hay leyes que impiden las asociaciones que lejos 
de tener por objeto el adelantamiento y perfección 
del hombre conducen á perturbar el órden social, 
alentar á la seguridad pública, ó á otros fines 
reprobados, y contrarios abiertamente á las con- 
sideraciones que han hecho colocar el principio 
de asociación entre los derechos absolutos del 

hombre. 



Propiedad . — Este derecho que, según hemos ya 
Jicho, los escritores de derecho natural colocan 
sntre los hipotéticos, porque requi 
adquisición, consiste en la 


p 
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hombre para disponer de las cosas que ie perte- 
necen, ó del producto de su trabajo, sin mas li- 
mitaciones que las que la ley establece para bene- 
licio de todos. Tan antigua como la sociedad, es- 
tendiéndose, fortificándose y perfeccionándose 
con los progresos de la población y de la cul- 
tura, está apoyada en la razón, en la necesidad, 
en el consentimiento universal, y en la historia 
de todos los siglos y de todos los pueblos. Bajo 
el precepto de dar á cada uno lo suyo , compren- 
dieron los romanos las leyes que se referian á su 
ejercicio. Sin salir del círculo á que voluntaria- 
mente hemos circunscrito estos Prolegómenos, no 
podemos entrar á examinar los principios en que 
descansa el derecho de propiedad, su adquisición 
inmediata ú originaria, ó mediata ó derivada, los 
modos de comunicarle, de trasmitirle y de per- 
derle, puntos complejos, delicados y que en ei 
orden de estudios que siguen las escuelas de De- 
recho tienen lugares propios en que se explican 
con la conveniente latitud. 

Concluiremos este capítulo diciendo con el can- 
ciller Bacon, que las leyes deben ser ciertas en 
su notificación, justas en sus preceptos, fáciles 
en la ejecución, conformes á las leyes funüamen- 
tales, y promovedoras de la virtud en los que 
han de obedecerlas (I). 


{ij Ucc bono, c enscri possit, qu& sit intimatione certa; 
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CAPITULO IV. 

De la legislación , del derecho y de la jurisprudencia , 


Como difíciles y peligrosas han sido siempre 
consideradas las definiciones por todos los juris- 
tas, sucediendo con frecuencia que en lugar de 
llenar su objeto dando ideas claras, distintas y 
analíticas del definido, han contribuido á hacer 
mas oscuro lo que sucintamente se proponían ex- 
plicar. Esto nos hace desconfiar del acierto al de- 
finir las palabras legislación , derecho , jurispru- 
dencia . 

Apenas hay un libro de Derecho que no defi- 
na las dos últimas: los mismos legisladores, des- 
confiando en cierto modo de los hombres de la 
ciencia, y uniendo pretensiones científicas á su 
cargo soberano, no se han desdeñado de descender 
á fijar su sentido verdadero; trabajo que, aunque 
de origen loable, ha sido perjudicial, dando oca- 
sión para que algunos no distingan entre el respe- 
to ciego que se debe á la disposición de la ley y 
el examen y discusión que las materias pura- 
mente científicas requieren de suyo. Asi es, que 
tantos jurisconsultos, confundiendo ios preceptos 
legislativos con los principios científicos, se han 

praceptó justa; essecutione commoda; cum formd V ol * tl( * 
congrua ; el generans virtutem m subditis (Aphorism. )- 
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encerrado en un estrecho círculo, no atreviéndo- 
se á romper el yugo de la autoridad, no menos 
fuerte para ellos cuando mandaba, que cuando 
exponía sus doctrinas. 

No podemos negar que en eí uso se confunde 
con frecuencia la significación de las palabras le- 
gislación , derecho , jurisprudencia (i); poro por 
envejecidos, por autorizados que parezcan estos 
descuidos, el hombre científico debe contribuir 
en cuanto pueda á fijar la nomenclatura técnica, 
y á que no se usen con impropiedad palabras 
que pueden ser consideradas como sacramentales 
en la ciencia. 

Las palabras legislación , derecho r jurispruden- 
cia j representan ideas di (ere rites, aunque enlaza- 
das entre sí. La legislación, lomada esta palabra 
científicamente y en su mas alta esfera, se eleva 
á los principios, fija ias teorías, examina los 
sistemas, compara las instituciones; el derecho 
comprende, ya las leyes eternas escritas por Dios 
en el corazón de todos ios hombres, ya las reglas 
positivas que el legislador establece ó consiente: 


(1) Así oímos que aiguuos dicen indistintamente legisla - 
aon romana, derecho romano , jurisprudencia romana, Fa- 
cultad de derecho, Facultad de jurisprudencia; á sus profe- 
sores, doctores en derecho y doctores &a jurisprudencia', y en 
esta misma asignatura vemos que se ha dado eí nombre de 
Prolegómenos del derecho a lo que en rigor debería denomi- 
narse Prolegómenos de la jurisprudencia. 
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la jurisprudencia enseña á entender bien estas re- 
glas y á aplicarlas en lodos los negocios de la 
vida. La legislación alumbrada por la filosofía y 
por la historia, investiga las instituciones, juzga 
las que son obra del hombre, pone en evidencia 
sus ventajas y sus defectos, contribuyendo así á 
la formación del derecho; del derecho nace la ju- 
risprudencia. La legislación se remonta á los co- 
nocimientos filosóficos; el derecho se limita á los 
preceptos jurídicos naturales y á ios positivos es- 
tablecidos por el legislador; la jurisprudencia se 
reduce á !a completa inteligencia y á la aplicación 
del derecho. La legislación es una ciencia espe- 
culativa; el derecho una institución; la jurispru- 
dencia una ciencia práctica. La ciencia de la le- 
gislación es la guia del legislador; el derecho y la 
jurisprudencia la de i jurisconsulto. No siempre, 
sin embargo, se da á las palabras legislación , de- 
recho y jurisprudencia e ! sentido que acabamos 
de manifestar, aun entre los escritores mas dis- 
tinguidos; tienen además otras significaciones no 
menos recibidas y aceptables que después indi- 
caremos. 

Según esto, podemos decir que ciencia de la 
legislación es ¡a que enseña cómo deben ser forma- 
das las instituciones políticas y las demás leyes 
para afianzar la seguridad del Estado, proteger 
los derechos individuales, y procurar el bienes a. 
general. Ella enseña que legislar no es ejercer 
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meros actos de poder y de fuerza, sino poner 
en contribución la ilustrada experiencia de los 
siglos y el depósito sagrado de las doctrinas; con- 
sultar el carácter , los hábitos y el estado de cada 
país, y no entregarse á proyectos ideales de per- 
fección, teniendo siempre presente que las le- 
yes deben acomodarse á los hombres tales cuales 
son, y L ía sociedad tal cual está constituida. 
Huyendo del extremo peligroso de una concisión 
afectada, no incurre en el contrario de querer 
prevenirlo todo, y evita del mismo modo el rús- 
tico laconismo de las Doce Tablas, que el dañoso 
prurito de pretender abarcar todos los pormeno- 
res, porque lo primero es solo posible en un Es- 
tado naciente; lo segundo es siempre imposible. 

La palabra legislación se emplea también fre- 
cuentemente para significar el conjunto de las 
leyes de un Estado en contraposición á las de 
otro ó de otros Estados. Así vemos que se dice 
legislación romana, española ó francesa; así se 
dá el nombre de legislación comparada á una 
importantísima parte de los estudios jurídicos de 
que oportunamente trataremos. 

Mas varia es la significación de la palabra de- 
recho, expresión probablemente metafórica en 
su origen, tomada del trazado de la línea recta ó 
derecha como símbolo de la rectitud con que de- 
be el hombre encaminar sus acciones. En este 
sentido decían los romanos jvs est norma a g endi, 
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y nuestros antepasados contraponían á la palabra 
derecho las de tuerto y torticero. Y es singular 
que otras naciones, á pesar dol diferente genio 
de sus lenguas, hayan adoptado la palabra equi- 
valente á los adjetivos castellanos derecho ó recto 
para significar la misma idea. Así vemos que los 
portugueses usan la palabra direito, los italianos 
la de diritto , los franceses la de droit , los ingle- 
ses la de rtghty y los alemanes la d erccht; coinci- 
dencia notable si se toma en cuenta cuán dife- 
rente fué la etimología de la voz que los romanos 
aceptaron para expresarle. 

En los primitivos tiempos de Roma se daba á 
lo que nosotros llamamos derecho ía denominación 
úb jus ó jussutn, ya significando con eiia una or- 
den inflexible, ya una fórmula precisa y riguro- 
sa, cuando los patricios en el Colegio de los 
pontífices monopolizaban el misterioso secreto de 
la interpretación de ialey y de sus acciones. Vul- 
garizado éste, eí significado de la palabra derecho 

sufrió las variaciones que no podían menos de im- 
primirle la propagación de su estudio, los esfuer- 
zos de la filosofia, la extensión de la civilización 
y de los conocimientos humanos, las costumbres 
nuevas, y la incesante diligencia de los magistra- 
dos para perfeccionarlo. El derecho ya no fué en- 
tonces arma confiada á un orden del Estado para 
oprimir al otro; fué solo una creación científica y 
casi sobrenatural, cuyo fundamento no estaba e.t 
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la autoridad , sino en la razón. Asi decían los 
emperadores Cons antin-o y t Licinio : en todas co- 
sas la justicia y la equidad deben prevalecer so- 
bre el rigor del derecho estricto (■!); doctrina 
proclamada antes por los mas célebres juris- 
consultos, cuyas sentencias tienen el carácter de 
leyes en las célebres Pandectas del emperador 
Jusliniano, En este sentido, dando al derecho 
la significación que hoy tiene la frase derecho 
natural , y considerándolo filosófica y abstrac- 
tamente, lo definieron los jurisconsultos roma- 
nos: lo que siempre es justo , ¡o que siempre es 
bueno ( ( á); y tomándolo filosófica y colectivamen- 
te: el arte de lo bueno y de lo justo (3). Ancho 
era el campo que se ofrecía á la investigación y 
á los trabajos del jurisconsulto, cuando tan la- 
tas y nobles funciones tenia que llenar: ellas, 
como decía el ilustre Ulpiano (4), le revestían de 

(() Placuit , in ómnibus rebus prcecipuam esse juslüice , 
aquiiatisüue . quám sin cti inris rcdioncm (Lev 8, tít. I, 
lib. III del Gód.). 

(2) Quod semper cequmi ac boftum est, jus dicitur (Ley 
i 1, tít. I, lib. I delDig.). 

(3) Jus est ars boni et cequi (§ inicial, ley i.% tít. I, 
lib. I del I>ig.). 

(4) Jus est ars boni et cequi , cvjus mérito quis nos sacer- 
dotes appeliet: justüiam namque cclímus, et boni el cequi 
notítiam profüemur : mquum ab iniquo separantes: licilum 
«5 illioüo discernientes, bonos non s olüm me tu posnar uní, ve - 
rurr. etican preemiorum quoque exhort alione efficere cu - 
píenles: veram, ni si f 'altor , phiíosophiam, non simulatam 
a f futíanles (Ley 1. a , tít. I, lib. ? del D$|). 
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una especie de sacerdocio. Así, dando culto á los 
principios eternos de justicia, separaba lo bueno 
de lo malo, lo lícito de lo ilícito, y procuraba 
hacer justos á los hombres, no solamente por el 
temor de las penas, sino también por el aliciente 
de las recompensas. 

No es este ya el sentido en que se toma la pa- 
labra derecho cuando no se añade el epíteto de 
natural: el progreso de la sociedad no permite 
confiar tanto al juicio y á la razón privada de los 
hombres: la equidad, base y á la vez complemento 
del derecho, no puede hoy tener en sus aplicacio- 
nes la extensión que se le daba cuando los roma- 
nos, á manera de oráculos, pronunciaban sus res- 
puestas; el juicio universal, la razón pública for- 
talecida por la experiencia de los siglos, dio en- 
tre los romanos y en lodos los pueblos cultos á 
la ley escrita una amplitud y una fijeza de que 
primitivamente carecía: la legislación, el derecho 
y la jurisprudencia , confundidos antes, tuvieron 
la separación necesaria: el legislador no invadió 
el terreno del jurisconsulto, ni el jurisconsulto 
usurpó las altas funciones del legislador. 

Pero la palabra derecho no siempre era consi- 
derada como causa, esto es, como un precepto 
soberano, ó como una regla de equidad y de jus- 
ticia; era también empleada, y lo es, como efec- 
to, es decir, para significar la facultad ó la po- 
testad jurídica que tiene uno para obligar á otro 
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al cumplimiento de un deber. Así se dice: dere- 
cho de pátria potestad; derecho de suceder; dere- 
eho de propiedad; derecho de posesión. Gomo estos 
derechos suponen la necesidad de ser respetados 
por todos, de aquí dimana que las palabras dere- 
dios y deberes son tan correlativas, que no pue- 
den ser consideradas sin mutua dependencia. 
Pero esto solo debe entenderse de los deberes 
jurídicos, no de los morales, los cuales nunca 
producen derechos á favor de otros. Por esto pue- 
de decirse que todo derecho nace de un deber; 
pero no puede decirse sin incurrir en inexacti- 
tud, que de todo deber nace un derecho. 

A la reunión de estos derechos y de estos de- 
beres llamados colectivamente derecho . En este 
sentido podemos delinir el derecho: el conjunto 
de preceptos y de máximas que obliga?i á los in- 
dividuos de la asociación política de un modo 
eficaz. 

La poca precisión de los jurisconsultos, mas 
aun que la penuria de las lenguas, ha dado otras 

■r 

acepciones á la palabra derecho , empleándola ya 
para significar la ciencia del derecho, como en al- 
gunos casos anteriormente mencionados: ya para 
indicar su aplicación, como cuando se dice, apli- 
car el hecho al derecho; ya también para indicar 
los honorarios que se perciben en algunas pro- 
fesiones; ya por último como sinónimo de im- 
puestos. 
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La jurisprudencia es la cmicia del derecho. El 
emperador Justiniano, siguiendo la escuela filosó- 
fica de los jurisconsultos romanos, la definió mas 
pomposamente. Es, según sus palabras, la cien- 
cia de las cosas divinas y humanas , el conoci- 
miento de lo justo y de lo injusto (1). Esto equi- 
vale á decir: que la jurisprudencia es la filosofía 
de lo justo. Grande es la extensión de esta cien- 
cia, porque comprende cuanto regulan las leyes; 
ias cosas de derecho divino, las humanas, los 
derechos, las obligaciones, y para decirlo de una 
vez, se extiende á cuanto encierra la idea de lo 
justo y de lo injusto. 

Modernamente se ha dado á la palabra juris- 
prudencia una acepción desconocida antes, em- 
pleándola para significar el derecho no escrito 
que viene reconocido por los fallos de los tribu- 
nales, aplicando é interpretando la ley, ó su- 
pliéndola en sus omisiones. En este sentido va 
tomando mayor ampliación de día en dia. Asi 
vemos que se da el nombre de jurisprudencia á 
la práctica seguida constantemente por el Parla- 
mento en una materia determinada, y que lo 
mismo se va haciendo con las prácticas de la Ad- 
ministración. . . 

(1) Jurisprudcnlia est divinarían alque humanarían re- 
rum notitia y justi etique injusti scicntia (§ 1. tít. I, lib. I de 

Jas íast.). 
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CAPITULO V. 


De la diferencia que existe entre la moral 

y el derecho. 


Los límites de la moral alcanzan mas que los 
del derecho, como ya hemos indicado en el capí- 
tulo III, aunque una y otro tienen la misma 
base y el mismo fin, porque se fus clan en la na- 
turaleza humana, y tienden á la perfección y á 
la felicidad de nuestra especie. Ampliaremos bre- 
vemente esta idea, por el grande interés que en- 
cierra, antes de tratar de las divisiones del dere- 
cho, y de lo que bajo cada una de ellas se com- 
prende. 

El jurisconsulto Paulo dice (1) con elegante 
precisión, que no todo lo que las leyes permiten 
es honesto: y nosotros hemos oido repetidas ve- 
ces á manera de adagio , que no todo pecado es 
delito, pero que- todo delito es pecado: fórmula 
con que se ha querido simbolizar entre las per- 
sonas que no conocen la ciencia, la línea de se- 
paración á que nos referimos. El dicho del juris- 
consulto, y el adagio vulgar, vienen en apoyo del 
principio de que los límites del derecho son mu- 
cho mas reducidos que los de la moral, 

(t) Non omne. quod licet , honestum est (Ley í44, títu- 
lo XVII, líb. L riel Dig.). 
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Oportuna ha sido á nuestro juicio la compara- 
ción de la moral y del derecho á dos círculos con- 
céntricos. tienen efectivamente el mismo centro 
la diferencia está en que son desiguales los diá- 
metros. La exactitud de esta comparación pare- 
cerá mayor fijándose en sus principales caracte- 
res, por los que se manifiestan las diferencias 
esenciales que los separan. Estas son: 

1. La moral se refiere á los actos internos, 
y es por lo tanto mas universal que el derecho, 
porque comprende al hombre en todas sus rela- 
ciones, en todas sus acciones y en lodos sus sen- 
timientos: el derecho por el contrario se limita á 
las relaciones sociales y á sus actos ú omisiones 
exteriores, porque solo así puede perjudicar á un 
tercero, é incapaz de penetrar en el corazón de 
los hombres, se detiene ante el sagrado de las 
conciencias. 

2. a La moral tiene solamente su sanciou en 
la conciencia y no es capaz de coacción externa; 
el hombre debe responder únicamente á la justi- 
cia divina de su observancia, porque solo á Dios 
es dado investigar los sentimientos: al contrario, 
el derecho esencialmente es coactivo, porque no 
comprendiendo mas que las condiciones indispen- 
sables para la existencia y progreso de la socie- 
dad , deben los que la componen responder ante 
ella de la inobservancia de lo que en bien de to- 
dos se halla establecido. Para la mas fácil inteli- 
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gencia de este punto, conveniente es considerar 
que según antes queda indicado, jurídicamente 
hablando, no hay deberes sin derechos, ni dere- 
chos sin deberes : por el contrario , en la mora! 
los derechos y los deberes no son siempre corre- 
lativos , porque en ella entra por mucho el senti- 
miento, ese don celestial que predispone á los se- 
res racionales á favor de los demás que pertenecen 
á su misma especie. Esto supuesto, los derechos 
y los deberes recíprocos de los individuos, las re- 
glas que la naturaleza ó los hombres tienen esta- 
blecidas para graduarlos, fijarlos y apreciarlos, 
admiten coacción; de otro modo no serian efica- 
ces. Pero los sentimientos no se prestan del mis- 
mo modo á la apreciación de nuestra limitada in- 
teligencia : solo Dios en su suprema sabiduría 
puede graduarlos, porque él solo alcanza á son- 
dear el corazón humano. 

3. a Los preceptos de la moral son eternos, 
absolutos é igualmente invariables en todos los 
tiempos y en todos los Estados: los del derecho 
pueden sufrir alteración según lo exija el desen- 
volvimiento sucesivo de la sociedad, pero respe- 
tando siempre lo que es de derecho natural. 

4. a Los moralistas suelen admitir tres clases 
de deberes: para con Dios , para con nosotros 
mismos, y para con los demás. Los juristas, sin 
desconocer la sublimidad de la moral, se ciñen á 

* j - ► r ■ 

los de la. última clase. En efecto, no podrían 
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nunca extender su jurisdicción álos de la prime- 
ra, porque no les es dado constituirse jueces en- 
tre Dios y los hombres, ni á los de la segunda 
porque no se concibe el deber y el derecho re- 
fundidos en un mismo individuo; de lo que se 
infiere que en tanto podrán ser jurídicos los de- 
beres de esta clase, en cuanto sean obligatorios 
respecto de una tercera persona, 

A pesar de estas notables diferencias entre la 
moral y el derecho, no deben ser considerados 
como independientes, sino como intimamente en- 
lazados entre sí, no pudiendo haber entre ellos 
antagonismo. Todo lo que la moral ordena, se 
conforma con el derecho, y el derecho no puede 
prescribir lo que la moral reprueba. Guando el 
legislador se separa de estas reglas , hace una obra 
deleznable que lleva en si el gérmen de la muer- 
te: si á intereses transitorios sacrifica alguna vez 


los principios eternos de la moral , es para qué 
renazcan después con nuevo vigor. Por esto dijo 
el Rey Sábio en las Partidas que ¡os mandamien- 
tos de las leyes deben ser leales , é derechos (1). 

No seguiremos mas en este camino: lo dicho 
nos parece bastante para iniciar á los jóvenes en 
los principios fundamentales que separan á la 
moral del derecho. Mayores investigaciones no 
caben en la índole de este libro. 


* 
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(i) Ley 4 .*, tít. I, Part. I, 


CAPITULO Vi. 

De ¡as divisiones del derecho. 



Las divisiones en todas las ciencias constitu- 
yen un método, y 'son un auxiliar poderoso para 
exponer con orden y con claridad las diferentes 
doctrinas que comprende su teoría. Cuanto mas 
complicada, cuanto mas extensa es esta, tanto 
mas necesario se hace el uso de las divisiones y 
de las subdivisiones que presenten puntos culmi- 
nantes de luz, de guia y de descanso. Pero si el 
desenvolvimiento sucesivo y lento ele una ciencia, 
llega hasta el punto de constituir diferentes cien- 
cias independientes , que á su vez llamen en su 
auxilio á otras, imposible será penetrar en su es- 
tudio sin que un acertado sistema de divisiones 
nos conduzca para no perdernos en un vasto la- 
berinto. Esto exactamente acontece con el dere- 
cho , cuyas divisiones además tienen un grande 
interés, porque no se limitan, como en otras 
ciencias, á facilitar los métodos de enseñanza, 
sino que al mismo tiempo establecen reglas para 
los actos comprendidos en cada una, dimanando 
por lo tanto la aplicación de los principios de la 
clasificación de las divisiones. 

4 

No podemos, sin embargo, prescindir de ha- 
blar de las que generalmente adoptadas han ve- 
nido al través de siglos recibiendo una autoridad 
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dogmática, que por largo tiempo se conceptuó 
incontrovertible. Las instituciones de Justiniano, 
libro que por su precisión y doctrina parece des- 
tinado á la inmortalidad, cuyo estudio y medita- 
ción jamás encareceremos bastante á la juventud, 
fueron para los jurisconsultos la pauta de una 
división que boy, en el desarrollo de la ciencia, 
seria por lo menos incompleta , y que requiere 
examinarse mas bien á la luz de la historia, que 
según el criterio de la ciencia. 

ES derecho , dice ese libro , es ó público ó pri- 
vado, según se refiere al Este. do o á la utilidad 
de los individuos (i). Una nación considerada 
como un ser colectivo, tiene efectivamente rela- 
ciones con los ciudadanos que la forman, y estos 
ciudadanos las tienen entre sí. La distribución y 
ejercicio de los poderes públicos, las obligaciones 
y derechos políticos de los ciudadanos , su jerar- 
quía social, las cosas que afectaban al cu to y al 
sacerdocio, eran en Roma la materia del derecho 
publico, mucho mas extenso en medio de la liber- 
tad y oscilaciones de la república, que en la de- 
gradación y abatimiento del despotismo de los 

Césares. 

Conforme fué perdiendo su importancia el de- 

(l) Hujus studii dure sunt posUipnes, publicum et pri- 
vatum . Publicum jus est, quod siaimn reí Romana spectat: 
privatum , quod ad singulorum utilüakin patinet {¡j 4, ti- 
tula I, lib. I de las last.). 
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recho público, adquirió mas extensión el priva- 
do, cuyos preceptos dimanan, como el Empera- 
dor añade, del derecho natural, ó del de gentes, 
ó del civil (1), io que también es aplicable al de- 
recho público por mas que parezca excluirlo el 
texto imperial. No es nuestro propósito exami- 
nar aquí las definiciones que de ellos nos da, lo 
que dejamos para su lugar oportuno: solamente 
observaremos que en esta división se reconoce 
un principio jurídico superior á las eyes huma- 
nas, invariable y eterno, punto de partida de las 
demás reglas que los legisladores, atendidas las 
diferentes circunstancias de los pueblos, adoptan, 
ya para hacer respetar la integridad de los prin- 
cipios eternos del derecho, ya para atender á la 
paz, al órden, á la buena gobernación y á la feli- 
cidad de la nación que dirigen. Así los romanos 
reconocieron, como nosotros, que la división ca- 
pital del derecho era en natural y positivo, por 
mas que no la formulara en los mismos términos 
el emperador Justiniano en sus Instituciones. Es- 
ta división capital del derecho está en la esencia 
misma de las cosas, es filosófica y perfectamente 
adecuada á la naturaleza y al órden de la vida 
social; no es una invención escolástica cualquiera, 
no es una mera doctrina. 

( t J Dicendum est igitur de jure 'prívalo, quod tripartito m 
e$t, collectujii cst enirn cíc naluralibus prceceptis, aut gen* 
tiurn, aut civilibus (§ 4, ti t. I, !¡b. I de las Inst,). 


Aparece también oe esta división y en las 
subdivisiones de sus diferentes miembros, admi- 
tido ya por los romanos el principio humano y 
social, de que con los extranjeros habia otras re- 
laciones, que no fueran ni la guerra, ni el exter- 
minio, ni el cautiverio. Por este principio el pe- 
regrino , el enemigo y el bárbaro fueron conside- 
rados como personas capaces de derechos y de 
obligaciones: careciendo, sin embargo, déla con- 
sideración de romanos, no participaban del de- 
recho civil, del derecho exclusivo de la ciudada- 
nía extendida en tiempo del emperador Caracalla 
á todos los súbditos del Imperio. 

Las fuentes del derecho positivo son la ley y 
la costumbre, diversidad nacida de la naturaleza 
de la sociedad y de sus necesidades; de aquí di- 
mana la subdivisión del derecho civil en promul- 
gado y no promulgado, ó lo que es lo mismo, en 
escrito y no escrito (1). Referir el origen de esta 
división á las diferentes formas que tenían de pu- 
blicar y conservar las leyes los Atenienses y los 
Lacedemonios (2), podrá ser mas ó menos erudi- 
to, pero nunca dejará de ser inexacto. 

(\) Constat autern jus noslrum auter scripló aut ex non 

scriptó (§ 3, tít. II, líb. I ele las Inst.). ,. . . 

(2) Et non ineleganter in duas spccies jus civtle dtsin 

butum videtur. Nam origo ejus ab ¿nstüutis duarum cwUa- 

tum, Athenarum sciUciili, et Laeedmmcm, flumse v,d f ur - » 
his enim cimtaúbus itá agí solitum eral, ut Laecdeemonii 
quídam magis «o, quee pro lW bus observan*, mamar, a 
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Aunque estas divisiones no carecen de uso en 
el estado actual de la ciencia, no son, sin embar- 
go, aplicables siempre en el mismo sentido que 
lo eran entre los romanos. Cuando definamos el 

derecho natural, el de gentes y el civil, aparecerá 
esto claramente. 

Nosotros, siguiendo nuestro propósito, consi- 
deraremos el derecho primitivamente con rela- 
ción á sus fundamentos; lo cual nos conducirá á 
hablar del natural y del positivo, cuyas teorías 
serán objeto de nuestro exámen. Pasaremos des- 
pués al derecho público en la doble significación 
que boy tiene esta palabra, esto es, respecto á la 
constitución interior de cada pueblo , que es 
ei derecho político, y respecto á sus relaciones 
exteriores con las demás naciones, que es el de- 
recho de gentes ó internacional. Como conse- 
cuencia del derecho político, y dirigido á desen- 
volverlo, hablaremos del administrativo, pasando 
después al canónico, que á Ja vez participa de la 
naturaleza de derecho público y privado. 

El derecho civil, el penal que es su sanción, y 

el de procedimientos que contiene los medios de 

ejecución de uno y otro, serán las últimas divi- 
siones de que tratemos. 

Aunque adoptamos el método que acabamos 
de exponer para explicar las diferentes clases del 

mandaren Alhemenscs vero ea, qum in legibus scripta re- 
prehendissent , c ustodinnl (§ iO, tít. II, lib. I de las Inst.). 
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derecho, no por eso sostenemos que no admita 
otras divisiones en que ya se agrupan, ya se se- 
paran, ya se confunden las mismas clasificaciones 
que dejamos hechas. La causa eficiente del dere- 
cho, su origen, su forma exterior, la extensión 
de su aplicación, !a naturaleza de sus preceptos 
y su objeto, dan lugar á otras tantas divisiones 
de que solo haremos ligeras indicaciones. 

Por razón de la causa eficiente, el derecho 
puede dividirse en natural y positivo; división 
que, según lo manifestado antes, si no formulada 
expresamente, se encuentra de un modo implícito 
en el derecho romano; el primero, resultado ne- 
cesario de las relaciones humanas, está á nues- 
tro alcance por la contemplación de las leyes 
que rigen á todas las sociedades, como mas ade- 
lante expondremos: el segundo ha recibido su 
nombre, porque la razón sola no bastaría á en- 
señárnoslo, si otros testimonios no vinieran en su 
auxilio. Estos testimonios son la revelación en el 
derecho divino positivo, la promulgación en el 
derecho escrito, y la repetición de actos en el no 
escrito ó consuetudinario, de que hablaremos 
oportunamente. 

Dejando aparte el derecho divino positivo, esto 
es, los preceptos revelados á que por si sola no 
alcanzaría la razón del hombre, por no caber en 
el objeto de esta obra, diremos que, bajo la de- 
nominación de derecho positivo entendemos el 
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constituido ó bien directa y expresamente por el le- 
gislador, o bien por su silencio y aprobación táci- 
ta , y que este se manifiesta por actos exteriores y 
sensibles en contraposición al natural que se com- 
prende por la razón, y por medie de ella ha sido 
notificado al género humano. 

Fenelon explicó ia diferencia del derecho na- 
tural y positivo diciendo que el primero es la ley 
que existe , y el segundo la ley que se forma. No 
deja de tener mucha analogía esto con lo que di- 
jo Paulo en un fragmento que está en el Diges- 
tor A o se tome el derecho de la regla , sino hágase 
la regla de lo que es derecho (1), máxima que e! 

emperador Jusiiniano puso en la cabeza de las 
reglas del derecho. 

El diverso origen del derecho positivo da lu- 
gar á que pueda dividirse en originariamente na- 
cional y en importado. Las prescripciones del 
poder legislativo, cuando atendiendo á las necesi- 
dades públicas crean nuevas relaciones jurídicas 
sin tomarlas de paises extranjeros, y las reglas 
que por costumbre se van introduciendo en el 
desarrollo espontáneo é inapercibido de la vida 
de los pueblos, constituyen el derecho originaria- 
mente nacional. Ejemplos del importado ofrecen 
todos los paises de Europa, que en mayor ó me- 
tí) Non jus de regula sutnatur : ex jure quod est. regula 
fíat (Ley i.% til. XVII, ¡il>. I del Digesto). 
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ñor grado han admitido muchas instituciones y 
preceptos del derecho romano y del canónico. 

La forma exterior del derecho escrito introduce 
tantas divisiones en la nomenclatura cuantos son 
los diferentes modos de expresar el legislador sus 
preceptos. Digeslos, códigos, rescriptos, leyes, 
pragmáticas sanciones y decretos son algunas de 
las muchas denominaciones que dan logar á la 
división de que hablamos. 

Atendida la extensión de la aplicación deí de- 
recho, puede dividirse en común, singular y pri- 
vilegiado. El primero comprende por regla gene- 
ral á todos los ciudadanos. El segundo establece 
principios aplicables á todos los que se -alian en 
las circunstancias especiales que abraza. A los fa- 
vores que dispensa se da ia denominación úq be- 
neficios de ley , cuando han de ser reclamados por 
aquellas personas en cuya utilidad están consti- 
tuidos. El derecho privilegiado se refiere á las 
leyes especiales, en virtud de las que ciertas per- 
sonas, corporaciones ó clases están exentas de las 
diposiciones generales: es esencial en este dere- 
cho que los privilegios sean objeto de continuas 
aplicaciones, en lo cual se distinguen de las dis- 
pensas de ley, que solo la suspenden en casos 

dados. 

■ Según la naturaleza de los preceptos, el dere- 
cho se compone de leyes preceptivas ó prohibiti- 
vas. Solo impropiamente se puede hablar de le- 
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yes permisivas, y considerarlas diferentes de las 
preceptivas, porque no se requiere una disposi- 
ción especial del legislador para que pueda ha- 
cerse lo que no se halla prohibido, yen todo caso 
la libertad que se concede impone á todos implí- 
cita mente e! eber ó el precepto de no disturbar 
el ejercicio del acto permitido, según antes deja- 
mos indicado. No puede negarse, sin embargo, 
que bajo cierto punto de vista es significativa la 
calificación de leyes permisivas para indicar las 
declaraciones del poder cuando derogan una pro- 
hibición existente. Entre las leyes preceptivas y 
prohibitivas hay algunas que ni mandan ni vedan 
absolutamente, y que solo son aplicables en de- 
fecto de convenio expreso délos interesados: llá- 
m leyes dispositivas, porque sirven para 
desenvolver los efectos jurídicos ordinarios de las 
instituciones á qne se refieren. 

El objeto ó la materia del derecho da lugar á 
las divisiones que hemos indicado al fijar el or- 
den con que nos proponemos tratar de cada uno 
de los diferentes ramos que forman el derecho en 
todo su conjunto. Aun bajo este aspecto podrían 
hacerse otras divisiones, como las de derecho mi- 
litar, derecho marítimo, derecho consular, dere- 
cho agrícola, derecho industrial, y otras diferen- 
tes con arreglo á la consideración mas ó menos 
especia! que se quiera dar á cada una de las par- 
tes de la ciencia. 


Todas estas divisiones pueden sin duda ser 
útiles en la aplicación y dar lugar á monografías 
que contribuyen mucho á los adelantamientos 
científicos. Nosotros no debemos descender á mas 
pormenores, porque faltaríamos á la concisión 
que exige la índole de esta obra. Al paso que los 
jóvenes progresen en la carrera, conocerán la 
mayor ó menor importancia práctica de tales di- 
visiones. 

CAPITULO Vil. 

Del derecho natural y de la filosofía del derecho. 

Todos los séres, sin excepción de los inani- 
inados, están sujetos en su acción á ciertas reglas 
generales é invariables, a que, como anterior- 
mente hemos manifestado, se da el nombre de 
leyes en el sentido mas absoluto y general de esta 
palabra. Pero los séres animados, aun los no do- 
tados de razón, obedecen además á oí as reglas 
derivadas de un principio mas alto, puesto que 
no solo siguen un orden lijo y permanente en su 
desenvolvimiento, sino que parecen impulsados 
por una fuerza invencible y superior, á determi- 
nadas acciones que refluyen en beneficio de su 
especie. Esto movió al jurisconsulto Uipiano, poco 
consecuente en esto con las ideas de la escuela 
estoica á que pertenecía, á decir que el dete- 
cho natural era el que la naturaleza enseñé á lo- 

i) * 


■ 00 

dos los animales , porque no era solamento propio 
de los hombres, sino común á todos los animales 
terrestres, á los que nacen en el mar y á las 
aves, y que todos aun las fieras lo conocen (1) f 
definición que fué aceptada por el legislador de 
tas Partidas con estas palabras: el que han en si 
los homes naturalmente , é aun las otras anitnalias 
que han sentido (2). Estas definiciones dan de- 
masiada latitud al derecho natural, porque lo 
consideran extensivo á lodos los seres animados, 
como si fuera capaz de derecho el que carece de 
razón. La unión del macho y de la hembra, la 
procreación y alimentación de los hijos, y la pro- 
pia defensa son leyes comunes al hombre y al 
bruto, porque están tan íntimamente enlazadas 
con su existencia y la de su especie, que sin ellas 
no subsistiría; pero del mismo modo que no se 
da el nombre de derecho natural á las leyes in- 
flexibles que sujetan á los seres inanimados, tam- 
poco deben llamarse así las que en un orden me- 
nos material se limitan á los animados. De aquí 
resulta que el derecho natural debe referirse sola 
y exclusivamente á los principios que dirigen la 

(í) Jus naturale est , quod natura omnia animaba docuitj 
nam istud non humani generis propríum sed otnnium 
(inimulium quee in térra , quee m ni ari nascuntur t auiujfl 
quoque comí mu nc sit vidcinus ctcnuu cwtevc i duitñuliü ¿ f&'üS 
etiam hujusjuri peritas censen (§ 3.% ley 3 « tít. I. lib. t deJ 
Digesto). 

(2) Ley 2. a , tít. I, Parí, ti* 
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conducta del hombre, del ser moral, social, in- 
teligente y libre, que ha nacido para vivir unido 
con lazos de recíproca utilidad á los demás seres 
de su especie. No es, pues, exacta la definición 
que saca el derecho natural del circulo á que en 
rigor se halla reducido. 

El derecho natural, tal como lo comprenden 
los que de él han escrito, enseña al hombre por 
medio de! sentimiento las relaciones que lo unen 
á los otros seres racionales, é independiente- 
mente de las leyes positivas guia su conciencia 
é ilustra su razón. En este sentido , el derecho 
natural precede á todas las instituciones estable- 
cidas por los hombres, es independiente de ellas, 
es la base de las legislaciones positivas, es de 
de todos los tiempos y de todos los países, eterno 
é inmutable; Dios es so legislador, y la recta 
razón, el órgano que lo comunica á la especie hu- 
mana. Sus inflexibles principios, y sus corolarios 
legítimos, fueron la brújula que dirigió á lodos 
los legisladores en la ardua carrera que debían 
recorrer: si algún país se separó d*e ellos, pagó 
con barbarie y con sangre su extravío. Bajo este 
supuesto, podemos definir al derecho natural: el 
que la razón ha revelado á todos los hombres . 

Y esta es la significación que desde remotos 
tiempos se viene dando a la frase derecho natía al, 
Mas de tres siglos antes de la época de los juris- 
consultos clásicos del imperio de Alejandro Se- 
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vero, Cicerón definia el derecho natural con tanta 
elegancia y precisión que no podemos resistir ai 
deseo de copiar sus palabras. «Es la razón recta, 
»la ley verdadera, congruente con la naturaleza 
«infundida á todos, constante, sempiterna, que 
«preceptuando l ama al cumplimiento del deber, 
«que prohibiendo aparta del fraude, que no en 
«vano manda ó prohíbe á los buenos ni deja de 
»ÍDÍ¡uir en los malos con sus preceptos y prohi- 
biciones. No es lícito abrogar ni derogar esta 
«ley en todo ni en parte: ni pueden dispensar de 
«su observancia el Senado, ni el pueblo; no ne- 
cesita de expositor ni de intérprete. Es la misma 
«en Roma y en Atenas, y la misma ahora que en 
«lo futuro; sempiterna é inmortal regirá en todos 
«los países y en todos los tiempos: Dios es su 
«único maestro, su emperador, su inventor, su 
«juez y su promulgador; quien no la obedezca, 
«huirá de sí mismo, renegará de su naturaleza de 
«hombre y sufrirá las mayores penas, aunque 
«pueda eludir otras que se consideran como su- 
«plicios. (1).» 


(D quidem vera lex, recta ratio, naturm congruens. 
diffusa in omnes, constans, sempiterna , quce vocal ad offi- 
cium jubendo, vetando a fraude deterreat, quce lamen ñeque 
probos frustra jubet aut vetat , ñeque ímprobos jubendo aut 
vetando movei. Ilute legi ñeque obrogari fas est, ñeque dero- 
gan ex hdc aliqnid iicct , ñeque tota abrogar i potest, Nec 
veré aut per s cnatum aut per populum solví hac lege possu- 
mus: Ñeque est quwrendus explanator aut interpres ejus 


a h 


\ i 

V t 


4 


6ít 

De este mismo modo consideraban al derecho 
natural el jurisconsulto Cayo al decir que era «el 
»que la razón natural había constituido entre 
•> todos los hombres (4)» y Paulo al comprender 
bajo la misma denominación «lo que siempre era 
«equitativo y bueno (2),» 

No es admisible, pues , la doctrina de los que 
-consideran que cuanto se dice del derecho natu- 
ral, es un sueño melafísico, y suponen que donde 
no hay un poder constituido que pueda compeler 
á la observancia de una ley positiva, no hay de- 
recho. Con razón ha dicho el jurisconsulto fran- 
cés Troplong: «El derecho natural es superior al 


«hombre y es condición de su naturaleza social. 
«Hay regias anteriores á todas las leyes positivas, 
»y no puede admitirse que los movimientos de la 
«conciencia y la idea del derecho sean obra del 
-legislador. No es la ley la que ha creado la fa- 
milia, la propiedad, (a libertad y la igualdad. 


Nec erit alia lex Roma?, alia Alhenzs, ahanunc, alta posthac, 
sed et omnes gentes et omití tempore una lex et sempiterna 
st inmortalis continebit , unicuiquc erit communis quast ma- 
gíster et ixnperator omnium Deus, Ule legls hujus, inventor , 
disceptator , lator, cuique non parehit ipse se fugiet et na- 
turam hominis aspernabitur atque hoc ipvo luet máximas 
p cenas, etiamsi costera supplicia qum pulanlur effageritM 

(V. De república, 2, 3). . 

(i) Quod naturalis ratio ínter omnes hommes constituí t 

(Comra. I, I). «f 

(2} Quod semper cequum et o o ■ ? us ai ort«»u e 

¿us naturale (Ley H, tít. I, lib. I 
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«Puede organizar la ley sin duda todas estas ins- 
tituciones, mas entonces se limita á trabajar so- 
»bre lo que le ha dado la naturaleza, y será tan- 
to mas perfecta su obra, cuanto mas se aproxi- 
me á esas leyes eternas, inmutables, innatas 

^que el Criador ha grabado en nuestros cora- 
»zones.» 

% 

A las importantes observaciones que preceden 

debemos añadir, consecuentes á lo que Líes va 

dejamos indicado, que la suposición de que todo 
derecho proviene del Estado, es confundir la exis- 
tencia del derecho con la garantía del derecho. El 

derecho natural existe y es obligatorio por sí 
mismo, independientemente de los legisladores, de 
Jos pueblos y del Estado, aunque solo este tenga 
os medios de coacción y fuerza para que el derecho 
sea respetado. El náufrago que se salva en una 
isla y encuentra allí a otro que ha experimentado 
antes la misma desgracia, y lo asesina para apo- 
d erarse de io que tiene, quebranta el derecho por 
mas que allí no haya Gobierno ni leyes que pro- 
híban el despojo y el asesinato, ni magistrados 
que las hagan ejecutar. La doctrina contraria es 
ademas peligrosa : declarar al legislador omnipo- . 
tente, desligado de toda clase de deberes, suponer 
que todo lo que hace es justo y bueno, y que es 
justo y bueno porque lo hace, es legitimar todos 

os a surdos , es proclamar Ja mas espantosa 
tiranía. 1 
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El derecho natural es muy sencillo en su ori- 
gen, porque está limitado á muy pocos princi- 
pios que, comunes á todos los hombres y noti- 
ficados á todos por la conciencia, no necesitan ni 
escuela ni enseñanza: considerado en la infancia 
de la sociedad, no es ciencia, es solo una luz que 
refleja sobre todas y sobre cada una de las accio- 
nes de la vida. Mas después que la sociedad au- 
mentó su extensión y sus necesidades, se dedu- 
jeron consecuencias de los principios eternos é 
imprescriptibles grabados en el corazón de todos 
los hombres, las cuales alejándose de su origen, 
si bien derivadas de él, exigían para su completo 
desarrollo y comprensión esfuerzos de la imagi- 
nación y del talento. 

Esto dió lugar á que en el siglo XYII el dere- 
cho natural fuera colocado en el número de las 
ciencias. Hugo de Groot (Grotius) y Samuel Pu- 
fendorff, pueden ser reputados como sus funda- 
dores. Cierto es que en Grecia y en Roma no fue- 
ron desconocidos sus principios capitales, como lo 
demuestran las obras de Platón y de Cicerón, que 
los jurisconsultos clásicos lo invocaban y defi- 
nian según lo hemos expuesto, y que en los es- 
critores de épocas posteriores se encuentra fre- 
cuentemente el nombre de derecho natural, y se 
hacen observaciones é investigaciones acerca de 
doctrinas que después fueron consideradas como 
propias de esta ciencia, pero no existia ningún 


sistema completo que abrazara todas las que vi- 
nieron á formar la nueva teoría. Separando Gro- 
cio y sus sucesores los deberes perfectos de! 
hombre de los deberes imperfectos , trazaron una 
línea de división entre e! derecho natural y la mo- 
?a!; esto es, entre los deberes que admiten coac- 
ción exterior, y aquellos cuyo cumplimiento de- 
ben abandonarse del todo á la conciencia; di- 

visión sin la cual no podría concebirse su «in- 
terna. 

Divídese generalmente el derecho natural en 

absoluto é hipotético . Al absoluto se le dan tam- 
bién las denominaciones de primitivo , puro , uni- 
versal ó común , y comprende los derechos que se 
derivan exclusivamente de la naturaleza humana, 
los cuales son el fundamento para la adquisición 
de otros. Este derecho absoluto, derivación di- 
recta é inmediata de la naturaleza humana, es el 
natural por excelencia en su acepción mas rigu- 
rosa y considera al hombre so¡amente coexistien- 
do con los demás hombres sin ninguna alteración 
ulterior. 

El derecho natural hipotético, ó como lo de- 
nominan algunos aplicado , particular , especial 
o condicional , aunque derivado también de la na- 
turaleza humana y de los derechos absolutos que 

son su fundamento, supone actos ó circunstan- 
cias para adquirirlo. 

Con estas teorías está íntimamente ligada la de 
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los derechos individuales de las leyes (1) bajo 
el punto de vista de las facultades limitadas del 
legislador en lo que á ellos se refiere. No consi - 
deramos conveniente hacer aquí mayores expli- 
caciones. 

Los escritores de derecho natural, si bien con- 
formes en el plan y en las doctrinas especia- 
les, no lo están en la filiación de la idea del de- 
recho, como convendría para la fijación de las 
bases de la ciencia. Unos la deducen de la cor- 
relación de los derechos y de las obligaciones; 
otros de la libertad que dimana de la ley moral; 
otros de la facultad que á cada individuo asiste 
para exigir de los demás los deberes impuestos 
á todos de una manera absoluta. Limitándonos á 
anunciar en esta introducción algunas ideas ge- 
nerales, no entraremos en pormenores acerca de 
tales sistemas: solo diremos que en ellos vienen 
á confundirse al fin los deberes morales y jurí- 
dicos, cuya separación es indispensable, si el de- 
recho natural ha de constituir una ciencia espe- 
cial. Algunos escritores modernos, á cuya cabeza 
está Kant, dejando aparte la idea de un precepto 
moral , consideran al derecho con relación á la 
libertad exterior, esto es, como el modo de obrar, 
que, siguiendo principios generales, puede ser 

conciliado con la libertad de todos. 

Esta diferencia de sistemas ha producido m- 

(t) Cap. Til. 
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vesicaciones acerca de la nocion fundamental del 
derecho natural común á todos ellos: esto es, si 
,a razon > independientemente de las instituciones 
sociales conduce á principios jurídicos distintos 
de los morales. Se ha puesto así en tela de juicio 
la división de los deberes perfectos é imperfectos, 
es decir, de los deberes de coacción y de con- 
ciencia, y algunos han sostenido que no está de- 
terminada originariamente por la razón, porque 
la posibilidad moral de la coacción de parle del 
qut tiene el derecho, no puede imprimir un nue- 
vo carácter al deber del obligado. Confundidos 
según esta teoría los principios morales con ios 
jurídicos, queda falseada la base en que ¡os anti- 
guos fundaban el derecho natural: de aquí es que 
ya se niega su existencia, ya se le busca apoyo en 
ia sociedad civil, que, haciendo posible una ga- 

ran ^ 3 P ara cumplimiento de ciertos deberes, 
les imprime un carácter particular, hipótesis que 
admitida vendría en último resultado á destruir 
la primitiva idea que se íormó del derecho natu- 
ral, Aun en el sistema de los que fijan como su 
base la libertad exterior, es menester confesar 
que entran ciertas relaciones jurídicas que no es- 
tán perfectamente ajustadas á su principio. Bas- 
ten estas ligeras indicaciones, porque para desar- 
rollar los diferentes sistemas de derecho natural 
se necesitaria entrar en cuestiones delicadas, di- 
lu..as, metafísicas, y no acomodadas á los cono- 


cimientos de los que empiezan el estudio de la 
jurisprudencia: fijar aquí, y querer hacer preva- 
lecer nuestras ideas sin desentrañar concienzuda- 
mente las diversas teorías, no seria enseñar, sino 
pretender que nuestras opiniones fueran seguidas 
sin purificarse antes en el crisol de la filosofía. 

Estas discusiones han dado lugar á una cien- 
cia que se conoce hoy con el nombre de filosofía 
del derecho positivo , admitida al lado del derecho 
natural por los que io sostienen, y en su reem- 
plazo por los que lo impugnan. En el sistema de 
los últimos comprende la filosofía del derecho po- 
sitivo los conocimientos que nos suministra la 
razón sobre lo que es justo en la sociedad civil, 
y según los primeros, aplica al derecho positivo 
las doctrinas que enseñan el natural y la política. 
De desear seria que un estudio que á la luz de la 
razón, de la experiencia y de la historia examina 
los principios del derecho generalmente observa- 
do, y las instituciones de los pueblos, fijara mas 
la atención de nuestros juristas. 

Concluiremos estas indicaciones, manifestando 
que cualquiera que sea la diferencia de los siste- 
mas enunciados, no puede negarse que existen 
ciertas relaciones jurídicas universales, aconseja- 
das por la razón , ógicamente deducidas de he- 
chos que se presentan en toda sociedad civil, y 
conformes á la utilidad de los asociados, relacio- 
nes que deben ser á la vez la base y el comple- 
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mentó de las leyes; y por último, que ¡os escri- 
tores del derecho natural han contribuido efi- 
cazmente á perfeccionar el conocimiento de los 
principios de la moral en su aplicación á la vida 

práctica, y á formar una teoría general del de- 
redro. 

Por todo lo dicho , no nos parece dudosa !a 
utilidad del estudio del derecho natural, por mas 
que veamos que algunos de los que reconocen su 
existencia, lo consideran como inútil para el ju- 
risconsulto. Prescindiendo del mayor ó menor 
valor que deba darse á algunas especulaciones fi- 
losóficas, no nos parece que puede mirarse como 
poco provechoso un estudio que satisface el natu- 
ra! deseo de esclarecer los principios fundamen- 
tales del derecho, que facilita el estudio del posi- 
tivo, que auxilia poderosamente al legislador, el 
cual debe mirarlo como su brújula, que embebe 
ou espíritu en las ideas filosóficas que no debe 
perder de vista, si quiere hacer obras acepta- 
os» y que lo aparta de los peligros á que se ex- 
pone si se deja arrastrar por teorías deslumbra- 
doras ó falsas, ó que no están perfectamente de- 
puradas. 

Y no es menos importante eí estadio del dere- 
cho natural para el jurisconsulto que para el le- 
gislador, porque despierta en él y mantiene vivo 

el HMW d, ***, p„„; J ; j0 “ 

continuamente los principios eternos del derecho, 
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lo ilumina en la aplicación de las leyes, le ense- 
ña el modo de suplir su silencio, de completar 
su insuficencia, y de esclarecer su oscuridad. A! 
derecho natural, á lo que se denomina equidad, 
se acude en todos los países, siempre que no hay 
ley escrita , ni costumbre legitima, ni doctrinas 
recibidas que reemplacen á las leyes, para decidir 
las cuestiones que son llevadas ante los tribu- 
nales. 

CAPITULO VIH. 

Del derecho ds gentes. 

Las naciones tienen entre sí relaciones y de- 
rechos como los tienen los individuos; de otro 
modo, no podrían ni defender su existencia, ni 
proteger su territorio, ni sostener su soberanía, 

ni garantir su comercio, ni atender á su conser- 
© 

vacion, ni dispensar á los ciudadanos toda la 
protección que reclama el estado social. Estos, 
además de ser mantenidos en el ejercicio de sus 
derechos contra los ataques de sus conciudada- 
nos, merecen protección contra los del extranjero 
ó del pueblo que no los respete. Hé aquí el orí- 
gen del derecho de gentes, denominación que han 
sustituido algunos con la de derecho exterior , re- 
emplazada en los ú. limos tiempos por la de de- 
recho internacional con que lo designó Benlham. 
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\a antes que esto no faltó quien manifestara que 
inas que la antigua denominación debía dársele 
la de derecho entre gentes , frase sin embargo que 
no era muy adecuada para significar lo que se 
pretendía, no teniendo en los pueblos modernos 
ia palabra gentes la acepción de naciones que le 
daban los romanos. 

Podernos definir el derecho de gentes la re- 
utiiou de principios y reglas adoptadas por los Es- 
tados independientes para sus relaciones recipro- 
cas y para la decisión de los con fíelos á que la 
diversidad de leyes y usos puede dar lugar . Esta 
definición se acomoda á la división de! dereciio 
de gentes en público y privado, de que en este 
mismo capitulo hablaremos sucintamente. 

Basta esta sencilla exposición por sí sola para 
que se comprenda cuán distintas son la actual 
significación científica de devecho de gentes y ■ 
del lenguaje de los romanos. Nosotros no nos de- 
tendríamos en esta diferencia si no nos obligara á 
ello la necesidad de evitar la confusión que una 
denominación misma, aplicada á diferentes ideas, 
necesariamente debe producir, mucho mas cuan- 
do con ti i bu yen á aumentarla ios comentaristas 
del Derecho romano, y también ¡os del nuestro, 
:nas dispuestos generalmente á imitar á los pri- 
me i os, que a elevarse á la altura á que sus talen- 
tos ios llamaban. 

Ll emperador Jusliníano dice, que derecho de 
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gentes es el que la razón natural ha establecido 
entre todos los hombres, que es guardado por 
todos, y que por ser general á todos los pueblos, 
había recibido su nombre (1). De esto se infiere 
que la locución derecho de gentes e n el sentido de 
;as leyes iomanas hacia relación tanto al derecho 
exterior como al interior, y que no se limitaba, 
como entre nosotros, á designar las relaciones 
recíprocas de los pueblos. 

Pero es menester confesar que Justiniano en 
este punto no tuvo siempre ia consecuencia que 
requería su doble carácter de legislador y de 
maestro: sus obras legales confunden frecuente- 
mente las acepciones de las palabras derecho na- 
tural y de gentes. En sus instituciones, obra es- 
crita con sujeción á un mismo pensamiento y 
por las mismas personas en todas sus partes, y 
que debía prometer mas unidad y consecuencia 
que las Pandectas, puesto que en estas, á pesar 
de la mas constante vigilancia, con facilidad po- 
dían aparecer vestigios de ios opuestos sistemas, 
de las diversas teorías y de las divergentes opi- 
niones de los jurisconsultos de cuyas obras se 
tomaron, unas veces considera al derecho natu- 


(1) Quod vero naturalis ratío Ínter o ruñes homines con- 
stituí t, id apud omnes populos percequc custoditur } vocalurquc 
jfus gentium , quasi quo jure om-m gentes ufuntur (§ í.“, tí- 
tulo lí, lib. I de tas Inst.). 


80 

ral y de geDtes eomo-los define (1), otras dice que 
son una misma cosa (2), y otras, finalmente, los 
presenta en contradicción (3). No pretenderemos 
nosotros resucitar el inútil y pueril sistema de 
destruir las antinomias, de conciliar á Tribonia- 
no con Triboniano; bien conocemos cuánto se 
°P on ® á los fines y progresos de la ciencia este 
empeño, que por algún tiempo fue el principal 
estudio de nuestros jurisconsultos: nos limitare- 
mos á decir que, á nuestro modo de entender, 
•lustiniano dividió el derecho, mas que por su 
origen, por su extensión : y así es que llamó de- 
recho de gentes al observado universalmente mi 
todos los pueblos, cuidándose poco de si era ó 
no conforme con las máximas del derecho natu- 
ral, á pesar de que tan frecuentemente Jos con- 
fundía. 

(1) Jus autern yenlium omm humano generi commune 
est. Aam mu exigente , et humanis necessilatibus, gentes hu- 
mana quwdam sibi conslüuerunt (§ 2 , lít. II, lib. I de las 

(2) Quarumdam enim redum dominium naneiscimur ju- 
re natura U , quod ? sicut diximus, appcltatur jus geníium 
(§11, tit. I , lib. 11 de las íost.). 

Tamen reote dicitur , etjure gentium , id est.jure natu- 
rah, td effict (§ 41 del mismo título y libro). 

(3) Bella ctcnim orla sunt , et captivitates secuta ? et ser - 
m u es que c surtí naturali juri contraria: jureenim natu- 
ra i ab tnitio omnes homines lileri nasccbantur (§ 2 ; tí- 
tulo 11, lib. 1 de las Inst .).— Semitus autem est constüutio ju~ 
ris yenti um , quáquis dominio alieno contra naluram subii- 
c, * ur (§2, tít. III, lib. f. de las Inst.). 


No es esta la actual significación de la frase 

derecho de gentes que se aplica á las reglas que 

fundadas en el interés de las naciones, estable- 
cen sus relaciones mutuas. 

Difícilmente podría buscarse el origen de este 
derecho en los Estados.de la antigüedad. Ni los 
pueblos de Grecia ni sus filósofos lo conocieron; 
antes bien por el contrario proclamaron princi- 
pios que le eran absolutamente opuestos. Los tra- 
tados, del mismo modo que los embajadores, esta- 
ban en aquellos tiempos bajo la protección de la 
religión: los primeros no tenían otra sanción que 
la de los juramentos y sacrificios con que se los 
solemnizaba, y los embajadores para inspirar res- 
peto y procurar la inviolabilidad de sus personas 
buscaban en los símbolos y signos religiosos que 
los adornaban, garantías de seguridad contra la 
rudeza de los tiempos. 

Los romanos, que proclamaron el principio 
bárbaro de adversas hostem c eterna auct oritas esto 
en las famosas leyes de las Doce Tablas , dieron 

una prueba de cuán distantes se hallaban enton- 

■ 

ces de reconocer lo que hoy llamamos derecho in- 
ternacional , por mas que en los tiempos pos- 
teriores al paso que avanzaban en civilización, 
modificaran sus principios. 

El Evangelio, predicando la igualdad y el amor 
que debia unirá todo los hombres, debía natu- 
ralmente ir sucesivamente cambiando las ideas, 
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aproximando á los pueblos, y destruyendo el 
modo antiguo de ser de ia sociedad, para reem- 
plazarlo con otro mas conforme al bien de la hu- 
manidad y á la conveniencia de las naciones. El 
pontificado, las ideas caballerescas, las cruzadas 
y los progresos de la sociedad, contribuyeron 
eficazmente á esta obra en los siglos medios, que 
adelantó bastante después con los progresos de 
la civilización, la decadencia del feudalismo, la 
regularidad de los gobiernos, las mayores rela- 
ciones de los pueblos, los enlaces de las familias 
reinantes, y el establecimiento permanente de 
misiones diplomáticas. 

El derecho de gentes se subdivide generalmen- 
te en universal y positivo. 

Al universal se da también el nombre de na - 
tur al , de filosófico y de europeo , denominación 
hoy impropia, cuando los nuevos Estados de la 
América lo han adoptado y las potencias no cris- 
tianas io van sucesivamente recibiendo. Este de- 
recho universal se funda en que las relaciones de 
nación á nación tienen un carácter jurídico, y en 
que los acontecimientos históricos entre los pue- 
blos han producido reglas de derecho positivas y 
aplicables, reglas que no forman un código es- 
crito admitido espresa y universalmente, pero 
que de hecho existen en los tratados, en las cos- 
tumbres de las naciones civilizadas y en las teo- 
rías de los publicistas, ante las que no infrecuen- 
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tómente han inclinado los gobiernos la cabeza. 

Por esto es que algunos han definido el dere- 
cho de gentes diciendo que era el mimo derecho 
natural aplicado á los pueblos; lo que equivale á 
■decir, que el derecho de gentes establece entre 
ias naciones las mismas relaciones que el derecho 
natural entre los individuos, y que ni uno ni 
otro se diferencian en su esencia, y sí solo en su 
aplicación, porque ambos representan la razón 
universal fundada en la naturaleza (i). 

Debemos rendir aquí á Hugo de Groot un ho- 
nor análogo al que le tributamos cuando hemos 
hablado del derecho natural; él fué también ei 
primero que expuso científicamente el derecho de 
gentes invocado antes por los historiadores y por 
tos jurisconsultos, pero solamente como máximas 
esparcidas y sin formar un cuerpo de doctrina. 
Su tratado De jure belliel paeis , en que resplan- 
decen sus profundos conocimientos en filosofía, 

(1J Antes que Groot, había en los principios del si- 
glo XVII ei célebre jesuíta español Francisco Suarez publi- 
cado su obra De legibus el Deo legüialore , cu que hay apre- 
ciaciones elevadas de derecho internacional. No tiene su obra 
tanta importancia que pueda hacer desmerecer enlomas 
mínimo lo que del célebre Groot decimos en ei texto. Este 
calificó á Suarez de filósofo y teólogo tan sutil que apenas 
tenia igual. La obra de Suarez fué publicada en Counbra 
año de 16 í 4, otra edición salió de las prensas de Ambares en 
el mismo año. La de Groot vió la luz pública en Paris aíiv 

¿Je 1625. 
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teología , jurisprudencia y en historia, y su vas- 
ta erudición y talentos como hombre de Estado, 
fue traducido á todos los idiomas, y publicado en 
mas de cuarenta ediciones. Esta obra puso la 
primera piedra de una escuela filosófico-política 
que tuvo bastante influencia para mejorar la le- 
gislación y hacer grandes beneficios á la huma- 
nidad estrechando los vínculos de los pueblos, y 
haciendo menos funestas las guerras que entré 
las naciones cultas se suscitan. 

Los sucesores de Groot se dividieron: unos si- 
guiendo su doctrina, admitían un derecho de 
gentes inmutable deducido de ia razón, y otro 
positivo y variable que dependía de los usos y 
de los tratados: los otros negaban la existencia 
obligatoria de un derecho positivo fundado en 
tratados y en costumbres, considerando sola- 
mente al derecho de gentes como al mismo dere- 
cho natural aplicado á las naciones. A la cabeza 
de estos se hallaba Puffendorf. De aquí provi- 
nieron dos escuelas, filosófica la una, é histórica 
la otra, la cual no por esto se desentendia de las 
reglas del derecho natural en que exclusivamente 
se fundaba la contraria. Esta era la expresión ge- 
nuina de la doctrina de Groot, y esta es ta que 
ha prevalecido, pudiendo decidirse que la con- 
traria ya no tiene partidarios. 

El derecho de gentes positivo , que también se 
llama práctico , comprende las estipulaciones, los 
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tratados y las coslumures que tienen lugar entre 
Estados diferentes. 

Otra división hay del derecho de gentes no 
menos importante que la que antecede, división 
que cada dia es mas autorizada, y que ha dado 
lugar á que las teorías del derecho internacional 
adelanten mas y mas por la particular atención 
que á sus diversas partes prestan los publicista 
quede cada uno de los miembros de la división 
han escrito tratados especiales. Según ella, el de- 
recho de gentes ó internacional es, ó público ó pri- 
vado . Dan el nombre de derecho internacional 
público al que establece las relaciones entre los 
pueblos en los conflictos á que el derecho público 
da lugar , contraponiéndolo al derecho internacio- 
nal privado que comprende las reglas para la 
aplicación de las leyes civiles y criminales de un 
Estado en el territorio de otro Estado. 

Cuando hablamos aquí de Estados, nos referi- 
mos á las naciones que son independientes y so- 
beranas, las cuales tienen derecho de constituirse 
según Ies plazca sin intervención de ninguna otra, 
y por lo tanto de levantar fuerzas de mar y tier- 
ra, formar leyes, acuñar moneda, exigir tribu- 
tos y administrar justicia. 

Para que los jóvenes formen una idea sucinta 
de este derecho internacional privado y de la im- 
portancia que tiene, nos limitaremos á trasladar 
aquí dos párrafos que al principio de su impor- 
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rante obra sobre esta materia publicó Mr. Félix,, 
ano de los escritores de derecho internacional 
privado que han conquistado mas renombre: 

«El hombre está sometido á la ley bajo el tr¡— 
«pie aspecto de su persona, de sus bienes y de 
»sus actos. Por regla general, la ley vigente en 
»la patria ó en el logar del domicilio del indivi- 
«duo arregla todo cuanto concierne a! estado y 
«capacidad de su persona. Los bienes son regi- 
dlos por la ley del lugar de su situación. En 
«cuanto á los actos lícitos del hombre, las leyes 
«del lugar donde han pasado rigen sus formas 
«exteriores. Esas mismas leyes, y las del lugar 
»de la ejecución de los contratos, y á veces tam- 
»bien las el domicilio de los contrayentes, in- 
»fluyen en la materia ó en las solemnidades ex- 
ternas de los actos. Las leyes del domicilio del 
«autor de un acto ilícito, y las del lugar en que 

»se lia cometido este acto, ejercen sus efectos en 
»la represión del mismo acto. 

«Sucede muy frecuentemente que el individuo 
«posea bienes en un estado distinto del de su do- 
micilio, celebre actos lícitos, ó cometa actos ilí- 
citos en un tercer territorio; entonces se halla 
«sometido á la vez á dos ó tres poderes sobera- 
dos: al de su patria ó de su domicilio, al del 
- lugar de la situación de los bienes, y, por íilti- 
«mo, al del lugar de la ejecución de sus actos lí- 
citos ó de la perpetración de los actos ilícitos. 
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»La sumisión a : poder soberano de su patria 
«existe desde que nace el individuo, y continúa 
«mientras no cambia de nacionalidad, Bajo los 
«otros dos aspectos, las leyes lo consideran tam- 
» bien como súbdito, pero solamente en un sen- 
cido restringido. Como, por regla general, cada 
«uno do estos diversos territorios es regido por 
«leyes que difieren de las de los demás, se sus- 
«citan frecuentemente conflictos entre esas diver- 
jas leyes, es decir, se trata de determinar cuál 
«de ellas es aplicable á la contienda.» 

Lo que dice el distinguido jurisconsulto res- 
pecto á que los bienes son regidos por la ley del 
lugar de su situación, debe considerarse limitado 
á los bienes inmuebles, porque son siempre parte 
del territorio cuya ley debe aplicárseles. Respecto 
á los muebles no sucede lo mismo, puesto que si- 
guen siempre la ley del país á que corresponde 
su dueño, estando, como dicen los jurisconsultos, 
adheridos á sus huesos: movilia ossibus mkcereni . 
Esta es también la doctrina de Mr, Félix. 

La grave importancia de las cuestiones de de- 
recho internacional y los conflictos á que dan á 
veces lugar por cuestiones de fórmulas, ha movi- 
do á algunos á establecer además de las divisio- 
nes de derecho internacional que llevamos enu- 
meradas, otra en que del derecho público se se- 
para el diplomático, nombre que se da a los usos 
y fórmulas de la admisión de embajadores, pre- 
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sentacion de credenciales, redacción de tratados 
y de otras cosas semejantes. Esta subdivisión no 
nos parece bastante justificada, porque no siendo 
grande la extensión del derecho diplomático , pue- 
de comprenderse; sin inconveniente alguno, en 
el derecho publico internacional. 

Al lado del derecho de gentes debe conside- 
rare un derecho administrativo exterior, que es- 
tablece las reglas para el ejercicio del poder en ei 
extranjero, A este corresponden las que hacen 

relación á la conducta de los agentes diplomáticos 
y consulares. 


CAPITULO IX 


Del derecho político , 


Para conseguir los fines sociales, además dei 
poder que forma las leyes, es menester que haya 
magistrados que estén encargados de su ejecución 
en general, y de las relaciones exteriores, que 
diriman las controversias que se susciten entre 
los ciudadanos, y que castiguen los delitos, apli- 
cando las leyes en los juicios criminales. De aquí 
dimana la doctrina de la división de los poderes 
legislativo , ejecutivo y judicial t que adoptada por 
Montesquieu, ha sido después la base de tantas 
constituciones modernas. Según esta teoría, para 
garantir la libertad política y civil del puebio, las 
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funciones de ios poderes deben estar separadas 
prácticamente; esto es, confiadas á distintas per- 
sonas que tengan plena libertad en el círculo de 
su acción, de modo que recíprocamente puedan 
contrabalancearse. Al poder legislativo corres- 
ponde hacer las leyes, corregirlas y derogarlas: 
ai ejecutivo la declaración de la paz y la guerra, 
enviar y recibir embajadores, cuidar de la segu- 
ridad pública y evitar sus invasiones: al judicial 
castigar los delitos y juzgar las diferencias entre 
los particulares. 

Esta teoría de Montesquieu ha sido combatida 
por algunos que sostienen que el poder es uno 
por su origen y por su fin, y por otros que ad- 
mitiendo dos poderes, el legislativo y el ejecutivo 
eliminan el judicial, no faltando escritores que al 
lado de los tres poderes mencionados pongan 
otros dos, el municipal y el inspectivo. 

No puede negarse que en rigor no hay mas 
que un poder político, si por esta frase se entien- 
de, como en otro lugar (1) hemos manifestado, 
la representación vigorosa , continua y vigilante 
del Estado , que abraza las fuerzas de los que lo 
componen y las dirige á 1a, realización de su fui 
social. Tampoco puede ponerse en duda que este 
poder es indivisible, y que no se comprenden 
dentro de un Estado poderes con fuerzas iguales 


{1} En el capítulo i. 
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y obrando con completa independencia. Esto se- 
ria anarquía y no gobierno; seria una lucha con- 
tinua que vendría á veces á terminar en la guerra 
civil. 

No es esto lo que se ha entendido ni se entien- 
de en la anterior división. La unidad del Esta- 
do, las relaciones de todos los que ejercen fun- 
ciones públicas, y los esfuerzos comunes para lle- 
gar al fin social, no se han creído comprometidos 
por esta división de poderes, no ideada para pro- 
ducir antagonismo, sino por el contrario, para 
poner en concertada armonía los diferentes me- 
dios de acción que tiene el Estado. Ninguno de 
estos poderes es absoluto en su ejercicio; todos 
están contrapesados y contenidos dentro de limi- 
tes para evitar el caso de que en su roce puedan 
causar perturbación en el Estado. Así, poniendo 
por ejemplo las monarquías representativas, que 
reconocen esta división de poderes, vemos que el 
legislativo está moderado por la facultad que se 
da al monarca de convocar los Cuerpos que con 
el forman las leyes, de suspender sus sesiones, 
ue disolver los de origen popular llamando á los 
electores para que expresen de nuevo su voluntad, 
por la iniciativa del poder ejecutivo en la prepa- 
ración de las leyes, por su participación en las 
discusiones de los Cuerpos legislativos, y por la 
facultad de negar la sanción á las leyes: vemos 
también que el monarca no es del todo ajeno al 



poder judicial , el cua ¡ administra la usticia en 

su nombre, elige los jueces y tribunales, cuida 

de que la justicia sea pronta y cumplidamente 

ejecutada, hace que se promuevan causas á los 

jueces y magistrados que fallan á sus deberes, y 

para templar el rigor excesivo de las leyes penales 

en determinados casos, y la inllexibilidad nece- 

■ 

sariadela magistratura, con la gracia de indultar 
los delincuentes puede atender á consideraciones 


estrañas al cumplimiento de la ley, facultad que 
no podria concederse sin peligro á lps juzgadores. 
A su vez ios consejeros de la Corona, cuya res- 
ponsabilidad cubre la del monarca inviolable, 
tienen su contrapeso en la libérrima facultad que 
este tiene para separarlos, y en el derecho que se 
da á los Cuerpos legislativos de censurarlos y aun 
de promover su acusación y su castigo por los 
abusos que cometan en el ejercicio de sus fun- 
ciones. Por esto es que algunos han considerado 
que en esta clase de monarquías el rey es un 
poder neutro, cuyas atribuciones consisten en 
templar la acción de los demás poderes, y evitar 
que se pongan en pugna en los conflictos á que 
su continuo roce puede dar lugar. 

No insistiremos mas en estas consideraciones; 
toda la cuestión de que aquí tratamos y á que 
algunos atribuyen grande importancia, consiste 
en dar el nombre de poderes á lo que realmente 
son diversas prerogativas, atribuciones ó í-uncn 
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nes del poder: en este sentido no puede descono- 
cerse la ventaja de que se hallen divididas, esto 
es, confiadas á personas diferentes, que con la 
necesaria independencia en la parle que es com- 
patible con el bien público, pueden desempeñar- 
las de la manera que corresponde mejor al cum- 
plimiento de! fin social que el Estado se propone. 
Considerado esto asi, la famosa cuestión de los 
poderes públicos y de su número viene á ser 
cuestión de palabras. 

Por esto no disputaremos, y menos con calor, 
acerca de si el cuerpo de funcionarios que apli- 
can las leyes en los negocios civiles y criminales 
es un poder ó un orden. Las leyes fundamentales 
de cada Estado lo deciden. En nuestro sentir no 
se le puede negar el nombre de poder judicial , 
cuando se denomina poder ejecutivo, á la institu- 
ción que está encargada del cumplimiento general 
de las leyes. Los que dicen que el poder ejecutivo 
comprende al judicial, el cual es desmembración 
suya, difícilmente podrán sostener, sin faltar á la 
lógica, que uno de los dos miembros de la división 
deba llamarse y sea poder y no el otro miembro, 
á pesar de la libertad de acción y completa inde- 
pendencia con que los jueces y magistrados ejer- 
cen sus funciones que ante sus fallos deben todos 
los agentes del poder ejecutivo doblar !a cabeza, y 

que con frecuencia es llamado á decidir ios actos 
de la Administración. 
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De todos modos la opinión general está con- 
forme en que ya se considere la existencia de un 
poder judicial distinto del poder ejecutivo , ya se 
suponga que hay un solo poder ejecutivo con el 
doble carácter que dejamos indicado, las funcio- 
nes del orden administrativo son de índole dis- 
tinta de las correspondientes al orden judicial, 
que deben ser desempeñadas por diferentes fun- 
cionarios, que aquellos que administren justicia 
han de ser inamovibles en las monarquías cuando 
la elección es de la Corona , y estar al abrigo de 
las iras de los que ejercen cargos del gobierno y 
de la administración para que puedan desempe- 
ñar los deberes de su alta institución con la ele- 
vación y nobleza que exige su ministerio y la 
misión social que les está encomendada. 

Los funcionarios del orden administrativo del 
mismo modo que los del judicial, tienen en su 
respectiva línea un mismo fin, al aplicación de 
las leyes de su competencia respectiva: la di- 
ferencia está en la esfera de la acción de cada 
uno. No puede negarse que las atribuciones de 
la administración son mas extensas, mas gene- 
rales y mas continuas, que sin cesar obran so- 
bre todos, y que están en constante movimiento 
á diferencia de las de los tribunales y juzgados 
que solo pueden ejercitarse cuando son provo- 
cadas ó cuando se trata de la represión de los 

delitos. 
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Consideraciones semejantes á las que acabamos 
de exponer, nos hacen no aplaudir ni reprobar 
aquí la calificación de poder municipal, lo que 
supondría una independencia en los que estuvie- 
ran al frente de las administraciones locales muy 
difícil de conciliar con los intereses generales deí 
Estado; por esto tampoco hablamos de ese poder 
inspectivo, cuya misión debería ser en concepto 
de los que la patrocinan, velar sobre los otros 
poderes para que no se invadan y cumplan con 
sus deberes respectivos, poder que de hecho ejerce 
el monarca por esa facultad neutral de que antes 
hicimos mención. 

Dejando ya estas teorías sin entraren mas ex- 
plicaciones, convenientes sin duda en obras de 
otra Índole, pero ajenas á la que escribimos, en 
estos Prolegómenos nos acomodaremos á la no- 
menclatura recibida. 

Gomo los poderes públicos no pueden quedar 
á merced del mas osado que de ellos se apodere, 
en todos los países hay principios, leyes ó cos- 
tumbres que los organicen. La reunión de estos 
principios constituye el derecho político , llamado 
también constitucional ó público interior , Así, 
pues, lo definiremos: la colección de reglas que 
organizan los poderes públicos. 

El derecho político puede dividirse en general 
y especial: el primero abraza la teoría del Estado 
sin relación á ningún pueblo determinado; el se- 


n 

gundo se limita á una nación, de la que toma ei 
nombre. 

La distinta ciase de organización de los pode- 
res públicos da lugar á los di (eren ies sistemas de 
Gobierno, Los escritores de la antigüedad habla- 
ron solo de tres clases , á las que en su concep- 
to debían referirse todas las demás; consideraban 
el poder supremo , ó radicado en una asamblea 
formada 6 delegada por los miembros libres de la 
sociedad, ó ejercido por familias, razas ó clases 
privilegiadas, representadas ya por uno solo que 
temporalmente estuviera al frente del gobierno, 
ya por un cuerpo compuesto de miembros esco- 
gidos, ó finalmente confiado á una sola persona 
durante su vida: al primero de estos sistemas lla- 
maban democrático; al segundo, aristocrático; 
al tercero, monárquico. Pero esta clasificación se 
refiere solamente al número de personal que ejer- 
cen el poder ó al modo de constituirlo y á los 
elementos de su formación, y no á sus relaciones 
jurídicas, y es insuficiente para expresar las di- 
ferencias que existen en la realidad. Por esto, 
nosotros, sin desechar las palabras monarquía , 
aristocracia y democracia , porque son símbolos 
generalmente conocidos para representar ideas 
concretas y determinadas, pasamos á hacer la di- 
visión que juzgamos mas conveniente de las di- 
versas formas de gobierno. 

Guando el ejercicio del poder ejecutivo está 
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confiado á un jefe durante su vida, el gobierno 
se llama monárquico : cuando el que está inves- 
tido de esta suprema autoridad lo es solo tempo- 
ralmente ó son muchos los que simultáneamente 
la ejercen, el gobierno se denomina republicano. 

Las monarquías son, ó hereditarias ó electivas. 
Cuando el orden de sucesión á la corona se halla 
establecido de modo que hay una serie de suce- 
sores previamente señalada en la ley fundamen- 
tal del Estado ó seguida por una costumbre que 
haya obtenido fuerza de ley la monarquía es here- 
ditaria. La palabra hereditaria , aplicada á la co- 
rona, significa únicamente que la sucesión al 
trono recae en la persona designada según las 
leyes ó costumbres constitutivas de cada país; 
pero bajo ningún concepto que los reyes puedan 
mirar á los pueblos como propiedad suya, por- 
que, cualesquiera que sean las ideas que acerca 
del poder de los monarcas hayan dominado en 
otros tiempos, ningún país civilizado admite hoy 
que las personas, los pueblos y los bienes estén 
á merced del libre arbitrio de los que con dife- 
rentes denominaciones están al frente de los Es- 
tados, Ninguno sostiene que ios pueblos se han 
hecho para los monarcas, si no los monarcas 
para gobernar á los pueblos dentro de los límites 
de las leyes fundamentales. Y para procurar el 
bienestar el orden y el progreso de las naciones 
á cuya cabeza, ó el nacimiento ó la elección los 
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ha comeado. Cuando antes ó después de la muer- 
te de un monarca se provee á la sucesión que 
no está señalada por regla general en las leyes 

fundamentales del Estado, la monarquía es elec- 
tiva. 

Las monarquías además son, ó representati- 
vas, ó absolutas, ó despóticas. Llámanse repre- 
sentativas constitucionales aquellas en que el mo- 
narca, al mismo tiempo que está encargado de la 
ejecución de las leyes, coopera á su formación 
con los representantes del país, pero sin mezclar- 
se en el ejercicio del poder judicial, indepen- 
diente de él en sus funciones. Absolutas se deno- 
minan aquellas en que el monarca ejerce plena- 
mente los poderes ejecutivo y legislativo, mas 
observando las leyes en que se hallan estableci- 
dos los principios constitutivos del Estado y sus 
relaciones con el pueblo. Cuando no existen es- 
tos principios, sino que la voluntad del monarca 
es ley en cada caso que se ofrece, y no hay vin- 
culo común que ligue á los súbditos con el mo- 
narca, entonces el gobierno es despótico , y dés- 
pota el que gobierna. El déspota que invade los 
derechos civiles de los ciudanos se convierte en 
tirano . 

Las Repúblicas son, ó aristocráticas ó demo- 
cráticas. Cuando los agentes del poder ejecutivo 
y los miembros del legislativo y judicial están ele- 
gidos de entre todos los ciudadanos sin mas con- 
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sideración que sus cualidades personales, la, pe- 
pública es democrática. Si las personas que com- 
ponen el poder ejecutivo , y aun , como ha acon- 
tecido en algunos puntos, el legislativo, son de 
familias, casias ó clases privilegiadas, la Repú- 
blica se llama aristocrática. Cuando .as familias 
castas ó clases son muy reducidas, se llama oli- 
garquía , y si la raza ó clase privilegiada es la 
sacerdotal , el gobierno se conoce con el nombre 
de teocrático . 

Las Repúblicas democráticas, que tienen con- 
fundidos los poderes, degeneran en ochlocracias t 
y cuando esta confusión de poderes no se halla 
sujeta á reglas tijas en su distribución y ejerci- 
cio. el resultado es la anarquía, monstruo tan 
atroz como la tiranía, pero menos funesto para 
los pueblos, porque es menos duradero. 

Los tres elementos monárquico, democrático y 
aristocrático no son entre sí incompatibles; por 
ei contrario, pueden entrar sin dificultad en la 
constitución del gobierno. Do aquí nacen los go- 
biernos mixtos. Así pueden formarse multitud 
de combinaciones en que dominen mas ó menos 
cada uno de los expresados principios. En algu- 
nos Estados, regidos conslitucionalmente , se ha 
visto en los tiempos modernos buscar una com- 
uinacion que tiene muchos partidarios y que limita 
el poder del monarca con un cuerpo aristocrático 
7 otro de elección popular, estableciendo que 
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ambos con ei jefe supremo del Estado ejerzan el 
poder legislativo, y dándoles en la gobernación 
una intervención mayor ó menor, pero que 
siempre es la representación de las diferentes cla- 
ses del Estado en la gestión de Jos negocios pú- 
blicos. 

Muy importantes son sin duda las formas de 
gobierno, la división délas funciones públicas 
entre los que ejercen el poder en sus diferentes 
manifestaciones, y la previsión de las constitu- 
ciones para que ningún poder salga de los límites 
de sus atribuciones respectivas: pero la experien- 
cia enseña que no hay forma de gobierno de que 
lio pueda abusarse, creando conflictos capaces de 
conducir á revoluciones ó á la tiranía, ya ejercida 
por uno, ya por mucho?. La prudencia de los 
poderes públicos debe evitar estas calamidades, 
teniendo en cuenta que deben moderarse respe- 
tándose recíprocamente, y dando á todos ejem- 
plo de templanza para no lanzar á Jas naciones 
en males incalculables. 

El derecho político especial de cada Estado 
comprende principalmente la constitución y atri- 
buciones de los poderes públicos, las reglas á 
que están sometidos en su ejercicio, y los medios 
que aseguran su observancia. 
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CAPITULO X, 


Del derecho administrativo. 


El derecho administrativo es una consecuencia 
del político , cuyas reglas desarrolla acomodán- 
dolas en la práctica á las necesidades de los pue- 
blos y de los tiempos. Su objeto es señalar el 
modo que tiene de ejercer su acción ei poder 
ejecutivo. Esta acción comunmente recibe el nom- 
bre de Administración; de suerte que el derecho 
administrativo viene á ser la teoría de la admi- 
nistración del Estado. Difícil es su definición por 
la grande extensión que tiene, y por las disposi- 
ciones de diferente índole que comprende. Hay 
quien le define el que organiza y arregla el modo 
de poner en acción el poder ejecutivo , definición 
que ha sido impugnada por confundir con la Ad- 
ministración el ejercicio del poder político, que 
no solo extiende su acción sobre las leyes admi- 
nistrativas, sino también sobre las constitucio- 
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nales. Otros lo consideran como la reunión de to- 
dos los preceptos á excepción de los del derecho 
constitucional , que arreglan las atribuciones res- 
pectivas de los funcionarios públicos encargados 
de la gestión de los intereses de la sociedad , expli- 
cación escasa á nuestro juicio, porque no da idea 
ni aun sucinta de la grande extensión del derecho 
administrativo, y parece limitada á la organiza- 
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don, jerarquía y facultades de los agentes de la 
Administración. Menos inconvenientes tiene, en 
concepto nuestro, definirlo el conjunto de reglas 
que , teniendo por base el derecho político , y por 
fin el interés general de la sociedad , establecen y 
fijan las relaciones generales del Estado con los 
particulares , y de los particulares con el Estado. 

Esta definición desde luego nos hace conocer 
la linea de separación entre el derecho político en 
sentido riguroso, el civil y administrativo. El 
primero se refiere solamente á los grandes prin- 
cipios políticos y á la organización de los poderes 
del Estado: el segundo á las relaciones mutuas 
de los ciudadanos; el tercero á las relaciones en- 
tre el Estado y los particulares. 

Grande es la extensión del derecho adminis- 
trativo, y muchos los pormenores á que descien- 
de. No es menor su importancia, porque tiene 
gran relación con lodos los actos de ¿a vida, 
acompañando al hombre desde la cuna hasta el 
sepulcro en la acciones al parecer mas insignifi- 
cantes, dándole seguridad y garantía en su per- 
sona y en sus bienes. 

La división de los poderes públicos en los go- 
biernos representativos viene á reflejarse en la 
distinta clase de leyes que arreglan su acción y 
su libre movimiento. El Poder legislativo, ligado 
soto por las leyes constitucionales, cuyo carácter 
es puramente político, y obrando en muy anch 
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esfera tiene por único objeto ia conveniencia y la 

líniuau publica, fija su vista en el porvenir, y 
solo acude á lo pasado para sacar lecciones pro- 
vechosas, poner en contribución la historia y la 
experiencia de los siglos, ó conciliar ios derechos 
y los intereses antiguos con los nuevos que se 

eiean por efecto de las necesidades siempre cre- 
cientes de la sociedad. 

El Poder ejecutivo, que cuida del cumplimien- 
to de las leyes en genera!, es el primero obligado 
á guardarlas. Para poder llenar su encargo expi- 
de todas cuantas disposiciones generales ó espe- 
ciales son necesarias , pero cuidando siempre de 
no invadir el terreno legislativo, que le está ve- 
dado, y si en momentos críticos ó impulsado por 
ehcunstancias extraordinarias, se vé en la im- 
prescindible necesidad de adoptar disposiciones 
que constitucionalmente corresponden al poder 
legislativo, debe darle cuenta después para ob- 
tener la aprobación ó censura de su conducta. 

El conjunto de las reglas generales establecidas 
para que el poder ejecutivo llene sus funciones, 
lorma la materia del derecho administrativo. Este 
derecho trata de la organización de los distintos 
agentes del poder ejecutivo, de su jerarquía, de 
sus atribuciones, de sus mutuas relaciones, de su 
dependencia, de su responsabilidad, de las con- 
diciones y forma de su elección, de su suspensión, 
destitución, derechos, deberes y garanlias, de la 



organización y atribuciones de los Cuerpos que 
ejercen funciones administrativas ó consultivas, 
de la seguridad interior y exterior del Estado, y 
sosten del órden público, del modo de hacer efec- 
tivas las leyes constitucionales, de los servicios 
públicos personales ó pecuniarios que deben pres- 
tar los individuos, de la policía en los diversos y 
complicados ramos que comprende, del fomento 
intelectual y material del país, de los estableci- 
mientos públicos, de los bienes del Estado, de su 
administración y enajenación, y para decirlo cíe 


una vez, de la ejecución de todas las leyes y dis- 
posiciones que no caen especia! mente bajo la juris- 

Hp lns trihnnalfis. Vigilante a todas horas 


el poder que da impulso á tantas y tan diversas y 
complicadas atribuciones, necesita ser rápido en su 
ejercicio, y estar en continua acción y movimiento. 

El derecho civil y penal es la norma del Poder 
judicial, que grave en sus funciones, y ligado 
siempre á formas rigurosas, está lamado única- 
mente á ejercer el alto cargo de juzgar de las con- 
tiendas individuales y de castigar los delitos. Su 
acción es, por decirlo así, individual, porque li- 
mitado á decisiones particulares, no debe esta- 
blecer reglas que tengan un carácter general. 

De lo dicho se infiere que el Poder legislativo 
legisla; que el ejecutivo gobierna; que el judicial 
juzga; que los actos del primero son de sobera- 
nía , y los de los segundos de magistratura. 
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Hay Estados en que la Administración tiene un 
doble carácter, el de activa y el de contenciosa. 
Este último carácter dá lugar á la jurisdicción 
contencioso -administrativa , á que se da también 
el nombre de retenida , denominación nacida de 
la suposición de que el que está puesto al frente 
del Estado, en cuyo nombre se administra la jus- 
ticia, la retiene sin que se haya desmembrado al 
pasar por regla general al Poder judicial todo lo 
que se refiere á los juicios civiles y criminales. El 
objeto de esta jurisdicción es salvar la indepen- 
dencia del Poder ejecutivo, no permitiendo que 
aetos que son emanación de sus atribuciones, 
caigan bajo la competencia del Poder judicial , el 
que, á ser asi, vendría á sobreponerse al ejecu- 
tivo, y á ejercer de hecho funciones administra- 
tivas, saliendo de los límites naturales que la 
teoría de la división de poderes le señala. 

En este sistema la Administración en su carác- 
ter de activa , atiende al cumplimiento de las leyes 
y disposiciones reglamentarias que son de su com- 
petencia, y con el carácter de contenciosa juzga 
los litigios que nacen de los actos administrativos 
cuando estos violan derechos de particulares. Mas 
esta jurisdicción se limita sola y exclusivamente 
cuando la Administración comete ei agravio en 
actos relativos al ejercicio de sus funciones, pero 
nunca cuando el Estado como persona jurídica 
reclama derechos puramente civiles ó es deman- 
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dado por ellos, pues entonces la decisión de estas 
cuestiones corresponden integramente al Poder 
judicial. 

La separación de los actos de una y otra clase 
es á veces difícil, y no lo es menos la fijación de 
límites de las atribuciones entre los agentes de la 
Administración y los del orden judicial, dificul- 
tades que no han permitido aun que se fije acerca 
de estos puntos UDa teoría tan completa y exacta 
como es de desear, sin que hayan bastado los 
esfuerzos de ios que estudiando con cuidadosa 
diligencia y con distinguido talento los muchos y 
luminosos datos que hay ya, han procurado for- 
mular en principios teóricos, lo que en la práctica 
viene ejecutándose. 

Del doble carácter de la Administración ya ac- 
tivo, ya contencioso en donde existe, nace que el 
derecho administrativo en la ejecución de las le- 
yes tenga dos clases diferentes de procedimientos. 
Mientras los negocios están dentro de los límites 
de la Administración activa, no hay por regla ge- 
neral trámites señalados para su instrucción; la 
naturaleza de los negocios, la prudencia, la equi- 
dad y buen deseo de evitar litigios y dificultades 
al promover los intereses públicos, indican á los 
agentes de la Administración la conducta que han 
de seguir, y que no podría fijar la ley con acier- 
to en la multiplicidad y complicación de casos 
que se presentan. Pero cuando los negocios to- 



mao el carácter contencioso, cuando no son ya 
intereses, sino derechos los que se ventilan, en- 
tonces adopta la Administración las formas judi- 
ciales, como garantía de los que con ella tienen 
que litigar, y como prenda de acierto para que 
sea bien administrada la justicia. Formas tam- 
bién semejantes á las judiciales se hallan estable- 
cidas para la decisión de las competencias que 
eDtre las autoridades administrativas y las de! 
orden judicial pueden promoverse. 

También llegó á admitirse en España el dobe 
carácter de la Administración activa y conten * 
ciosa, confiándose el ejercicio de la jurisdicción 
retenida á los Consejos provinciales que juzgaban 
en primera instancia causando ejecutoria sus fa- 
bos cuando no eran apelados, y llevándose al 
Consejo de Estado las apelaciones y todas las de- 
mandas contra los actos administrativos que vul- 
neraban derechos cuando habían causado estado, 
ó lo que es lo mismo, cuando no admitían nin- 
gún recurso ante la Administración activa, y pro- 
cedían los agravios alegados del Gobierno ó de los 
demás centros generales. El Consejo de Estado se 
limitaba á consultar, y el Gobierno tenia la fa- 
cultad de conformarse ó no con el proyecto de 
sentencia, si bien la ley había introducido al- 
gunas precauciones para que no se abusara fá- 


cilmente de esta atribución. No puede descono- 

< r , . ■ ' . 1 i ' ü f • _ - 

cersé que éstaera una verdadera jurisdicción re- 
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tenida. En la revolución de 1868 no predomina- 

ion Jos principios antes aceptados. Las cuestiones 
contenciosas administrativas, se atribuyeron á las 
Audiencias territoriales y al Tribunal Supremo 
iespectivamente, que es donde ahora se siguen y 
se terminan en los mismos casos en que respe- 
tivamente entendían antes los Consejos provincia- 
les y el de Estado. Introdujéronse sin embargo 
gravísimas alteraciones de las cuales para nues- 
tro propósito bastará aquí decir que ni la Admi- 
nistración activa da su autorización para cursar 
las demandas, ni tiene facultad para alterar e! 
fallo del Tribunal Supremo que causa verdadera 
ejecutoria sin mas recursos que aquellos que pa- 
ra ante el mismo permite la ley. Esto supuesto, 

¿se puede decir que hay pleitos contencioso-ad- 
ministrativos? De hecho así se llaman los que se 
siguen contra las providencias de la Administra- 
ción, pero con impropiedad, puesto que no bay 
jurisdicción contencioso-administrativa , donde 
el Gobierno no está autorizado para alterar el 
fallo que por vía de consulta se le pasaba antes, 
y que ahora es una verdadera ejecutoria. Es de 
creer que se pondrán en relación exacta los hom- 
bres y las cosas, como lo aconseja el rigor de los 
principios. 

Entre los muchos y complicados problemas que 
la época actual está llamada á 
pueblos modernos, hay uno qMnlóP^gqiÍBíárV 
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ltdad y trascendencia llama la atención sobre to- 
dos los otros. Este es el de la centralización, 
principio exagerado por algunos hasta el extremo 
de querer que ¡a acción inmediata del Gobierno 
penetre en todos los intereses del país y pese con 
igual eficacia y vigor sobre los del municipio y 
de la provincia que sobre los generales del Es- 
tado, al paso que otros quisieran por el contra- 
rio dar tan grande libertad á estas unidades ad- 
ministrativas, que tuvieran casi completa inde- 
pendencia del poder central, llevando sus pre- 
tensiones basta el extremo de hacer peligrar la 
acción política del Gobierno ante las resistencias 
de las libertades municipales y provinciales. 

Ninguno de estos sistemas nos parece acepta- 
ble. El de la centralización rigurosa , invención 
dei genio revolucionario , aceptada hasta con fre- 
nes! por gobiernos que se llaman conservadores, 
tiene los gravísimos inconvenientes de llevar toda 
la vida de! Estado al centro, de hacer depender 
de él sola y exclusivamente la suerte del país en 
los dias de conmociones populares y en aquellos 
en que un invasor osado llega al centro del Go- 
bierno, io dispersa y se hace dueño de la ciudad 
en que funciona, de sofocar los intereses provin- 
ciales y locales, impidiéndoles la libertad necesa- 
ria para que puedan desenvolverse; de no dejar á 
las ambiciones legítimas otro medio para hacer 
bien á su país, que el de las aspiraciones poli- 
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ticas, ocupando un lugar en los parlamentos ó en 
los consejos del que se halla al frente del Estado; 
de quitar esos centros intermedios de vitalidad 
política, que tan poderosos son algunas veces para 
salvar al pais en las graves crisis por que atraviesa; 
de aumentar extraordinariamente el número de 
empleados; de ser en ocasiones un obstáculo con- 
tínuo para las reformas; de amortig uar e! amor á 
la patria, que naturalmente decae en los que sin- 
tiéndose con fuerzas para servirla en otras fun- 
ciones que las del gobierno del Estado , se ven 
privados de ia iniciativa y de los medios de po- 
derlo hacer a ! menos con la libertad de acción 
que consideran necesaria; y por último, de ^in- 
competencia que tiene la Administración general 
para conocer las necesidades provinciales y mu- 
nicipales mejor que ios que constantemente las 
palpan y estudian. 

Los que por el contrario quieren dar una fj- 
bertad casi absoluta á los centros provinciales y 
municipales , no reparan en que hay intereses 
grandes del Estado á que sin peligro do puede 
llegar otra acción que la del Gobierno, que sus 
doctrinas podrían conducirá 1a pérdida de la inde- 
pendencia del país, ó á la desmembración de parte 
de su territorio, ó á la anarquía por falta de uni- 
dad y de armonía entre las diferentes partes del 
Estado, y de energía y fuerza en el Gobierno; y 
por último, que este no podría llenar su misión 
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para hacer cumplir las leyes, si encontrara resis- 
tencias que el legislador por imprevisión hiciera 
invencibles. 

Ambos sistemas nos parecen inaceptables: no 
creemos que la útil y verdadera unidad del Es- 
tado consista en ese avasallamiento de todo lo que 
no es él: nos parece que mejor se consigue este 
fin poniéndose en armonía la libertad de los mu- 
nicipios y de las provincias con la que necesita el 
gobierno central, no creando antagonismos, y 
teniéndose en cuenta que el poder contribuir al 
bien del pueblo ó al de la provincia, en que el 
hombre tiene sus relaciones de sangre, de amis- 
tad y las simpatías de toda la vida, cuyo dialecto 
habla, será un modo de dar á ciertas ambiciones 
dirección provechosa al país, alejándolas de pre- 
tensiones y deseos injustificados que son un em- 
barazo permanente para los gobiernos. En una 
palabra, nuestra opinión es que deben centrali- 
zarse todos los intereses morales, políticos y per- 
manenles, dejándose mayor latitud y mas libertad 
á las Administraciones provinciales y municipales 
.'especio á los intereses materiales, transitorios y 
que no puedan comprometer el porvenir. Pero no 
por eso creemos que debe privarse al Gobierno de 
ese supremo derecho de inspección que le es in- 
dispensable para que las leyes sean bien y cum- 
plidamente ejecutadas en el Estado, porque sin 
esta facultad el Gobierno se baria imposible, y 
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teñi ría que ser mas limitada la responsabilidad 
de aquellos que lo dirigieran. 

CAPITULO XI. 

Del derecho canónico . 


La Iglesia, esta sociedad fundada por Jesucris- 
to, que además de santificar la moral contribuye 
al bien universal de la especie humana, no es 
i 1 1, o nosotros una asociación particular regida 
por las leyes de derecho civil establecidas para 
las áemás sociedades, sino que se distingue esen- 
cialmente de estas por su extensión, que no tiene 
otros límites que los del Estado, por la diversi- 
aao de las relaciones que comprende, y por su 
grande influencia sobre el pueblo, á cuya ins- 
trucción y desarrollo intelectual tan eficazmente 
contribuye, no menos que por la gran misión que 
ha ejercido para el buen orden y civilización del 
mundo. Las divinas máximas, los sublimes pre- 
ceptos ‘ el Evangelio suavizando las costumbres 
y confundiendo ante el altar todas las categorías 
de la tierra, han contribuido poderosamente á la 
perfección del derecho. Desde el momento en que 
el siervo vio un hermano en su señor, ya se vis- 
lumbró el día feliz de ia emancipación de los 
esclavos: desde que la mujer, al ofrecer su fé al 
hombre al pié de los altares, fue llamada su com- 
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panera, ennobleciéndose et matrimonio, salió de 
la abyección en que por las leyes estaba la que 
delante de Dios era tan principal parte de la so- 
ciedad conyugal santificada por el sacramento. 
De tantos beneficios provino que desde el mo- 
mento que la Iglesia dejó de sufrir las persecu- 
ciones de los Césares, y de regar con la sangre 
de sus mártires el vasto territorio del Imperio, 
empezara á tener una constitución pública, y una 
organización jurídica garantida por las potestades 
temporales que le dispensaron una protección 
legal, y facilitaron el desarrollo de su influencia 
sobre la tierra. 

Esta constitución pública de la Iglesia supone 
necesariamente medios precisos de precepto y de 
acción, vínculos que unan á los que mandan y á 
los que obedecen , reglas que fijen las relaciones 
entre sus diferentes miembros, y magistrados 
que estén encargados de su cumplimiento en ge- 
neral, y de su aplicación á los casos individuales. 
Asi la constitución publica de la Iglesia viene á 
asemejarse á !a de la sociedad civil, y se eleva á 
su lado, á su sombra, y bajo sus auspicios. 

No es nuestro objeto analizar aquí los diversos 
poderes de la sociedad eclesiástica, ni el modo 
que tiene de ejercer la acción que á cada uno 
corresponde: basta á nuestro propósito decir, 
que además del imperio moral que sobre las con- 
ciencias ejerce la religión , existen vínculos jurí- 
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dicos que arreglan sus relaciones exteriores. Las 
leyes generales establecidas al efecto se llaman 
cánones, esto es, reglas, palabra genérica en sí 
misma, y aplicable á lodos los preceptos del de- 
recho, pero que solo se da en el uso común á los 
que forman el eclesiástico, que recibe por lo tan- 
to el nombre de canónico . 

La jurisdicción eclesiástica limitada por su na- 
turaleza á los negocios eclesiásticos puramente, 
se extendió después á algunos temporales. Las 
palabras del apóstol San Pablo aconsejando á los 
cristianos que acudieran á los eclesiásticos con 
objeto de terminar las cuestiones que tuvieran 
respecto á las cosas temporales, dió lugar á que 
muchos comprometieran en ellos sus diferencias. 
Dada la paz á la Iglesia, fué este mismo consejo 
origen de la jurisdicción eclesiástica, y el empe- 
rador Valentiniano III dió á los obispos la facul- 
tad de juzgar de todo lo que á ellos llevaran los 
interesados por consecuencia de un compromiso. 
Mas adelante llegó el emperador Jnstiniano, exi- 
miendo á todos los eclesiásticos de la jurisdicción 
laical y sometiéndolos á los tribunales de los obis- 
pos. Así fué extendiéndose después la jurisdic- 
ción eclesiástica en todo el mundo cristiano por 
concesiones de los principes á cosas que no eran 
de su verdadera competencia. Resultado de esto 
fué que saliera frecuentemente de los limites que 
su propia índole, el bien de la Ig esia y la auto- 
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ridad de las leyes seculares eu los respectivos 
pueblos le habían señalado. De aquí provino que 
las potestades temporales, al mismo tiempo que 
proclamaban la obediencia á los preceptos de la 
jurisdicción eclesiástica, establecieran para el Es- 
tado garantías cuyo objeto era mantener ileso el 
principio de su soberanía, dispensar protección á 
sus súbditos, é impedir las invasiones de poder, 
que pudieran cometerse. 

Estos principios han prevalecido entre nosotros 
como en varios países católicos. La Iglesia y el 
Estado unidos con vínculos estrechos, auxi lián- 
dose mutuamente, pero sin absorberse ni confun- 
dirse, arreglando de común acuerdo los puntos 
referentes á la disciplina por concordatos ú otras 
convenciones, respetándose, y no invadiéndose, 
conservan la armonía que es indispensable para 
el cumplimiento de los deberes que la autoridad 
temporal y la espiritual tienen que cumplir, con- 
servando su necesaria independencia. Las reglas 
que al efecto se bailan establecidas deben obser- 
varse escrupulosamente con especialidad en los 
países en que como en el nuestro ha sucedido 
hasta la promulgación de la Constitución de 1869 , 
la religión católica era la única en el Estado, ha- 
llándose prohibidos los demás cultos. Y si algu- 
na vez las autoridades eclesiásticas traspasan los 
límites de su competencia, medios hay eficaces, 
regulares y prudentes para restablecer la pertur- 


bación causada. Estos son los recursos de pro- 
tección y de fuerza, por medio de ios cuales la 
potestad civil viene en auxilio de los que ó son 
incompetentemente llevados á los tribunales ecle- 
siásticos, ó no son oidos con el orden, ritualidad 
y garantías establecidas en las leyes, para que 
cese el agravio que sufren. Pero además de este- 
medio , hay otro preventivo para impedir la eje- 
cución de lo que puede introducir perturbaciones, 
ir contra las leyes y costumbres que no necesitan 
reformarse ó perjudicar á los particulares. Este 
es el establecimiento del pase real á las bulas, 
breves, rescriptos y decretos de la Corte de Roma* 
admitido por muchos Estados. Con estos remedios 
no hay ex t ral imitación que no pueda ser impedida, 
contenida ó reparada. 

En los tiempos modernos la jurisdicción ecle- 
siástica en lo que se refiere á las cosas verdade- 
ramente eclesiásticas, ha sido suprimida en al- 
gunos Estados y considerablemente reducida en 
otros. Entre nosotros ha sido reducida en los úl- 
timos tiempos á los negocios espirituales. 

Basta lo dicho para que se conozca la impor- 
tancia del derecho canónico como monumento 
histórico y científico en todas parles, y entre 
nosotros como una parle de nuestro derecho pú- 
blico y privado: á él ha habido que acudir con- 
tinuamente para todas las relaciones entre la 
Iglesia y el Estado, para muchos importantes 
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actos de la vida civil, para el matrimonio, base 
de la familia, rigiendo como derecho nacional las 
disposiciones del canónico, que señalaban las cir- 
cunstancias de los que lo contraían, su capacidad, 
los impedimentos que obstaban á su celebración, 
y la naturaleza, condiciones, validez ó nulidad 
del celebrado, y lo que se re feria á las relaciones 
del cristiano con la Iglesia que recibía en sus 
brazos al niño al nacer para purificarlo con las 
aguas del bautismo y no abandonaba al hombre 
hasta darle sepultura. 

La nueva constitución del Estado, permite la 
profesión pública de otras religiones que no sean 
la Católica, lo cual, y la institución del matrimo- 
nio civil como único que ha de producir efectos le- 
gales, modifican un tanto nuestro derecho público 
en sus relaciones con la Iglesia, 

CAPITULO X!I, 

Del derecho civil. 

La definición que del derecho civil adoptó el 
emperador Justiniano, por sí sola da á conocer 
que no es este sentido el en que hoy lo conside- 
ramos. Sin embargo, la respetable autoridad de 
las leyes romanas, y el ser las Instituciones la 
obra doctrinal que forma la base del estudio de 
nuestros letrados, exige que nos detengamos algo 
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en esta materia, como por iguales motivos lo hi - 
cimos en ía definición del derecho de gentes. 

D&rech o civil , dice Justiniano, es el que cada 
pueblo forma para si (i), y tiene esta denomina- 
ción, porque es el propio, el exclusivo de cada 
uno. Bajo este nombre, pues, comprende las le- 
yes que en nuestra división constituyen el dere- 
cho político, el criminal, el administrativo, el 
canónico y los procedimientos. 

Nosotros hoy entendemos por civil el que com- 
prende las relaciones mutuas de los individuos , 
considerándolos aisladamente y con independen- 
cia de la hipótesis de una garantía pública. 

Una antigua división fundada en la naturaleza 
de las cosas , y adoptada ya en el Derecho roma- 
no, establece como objetos del derecho civil las 
personas , las cosas y las acciones. 

El hombre, considerado individualmente en 
sus relaciones domésticas y civiles, es el primer 
objeto de las leyes que lo siguen en todas partes, 
y fijan su estado, so condición y su capacidad. 
Considerándolo con relación á la sociedad civil, 
arreglan sus derechos cuando es súbdito, y si es 
extranjero le garantizan en los que son exten- 
sivos á todos los hombres. Considerándolo en el 

(1) Quod quisque populus ipse sibi jus constituí t ? id 
ipsius proprium est cimtatis vocaíurque jus civile , quasi 
jus proprium ipsius civitatis (§ i, üt. 1J, 1 ib. I de las institu- 
ciones). 
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círculo de la sociedad doméstica aunantes de na- 
cer, velan por su conservación y para asegurarle 
los derechos de su filiación legítima; nacido lo 
protegen desde lacena, señalan sus derechos y 
obligaciones como hijo de familia; cuando pier- 
de sus padres en la edad en que sus fuerzas fí- 
sicas y morales no están aun en todo desarrolla- 
das, lo cercan de una autoridad de vigilancia, de 
protección y de consuelo que obre por él. dirija 
sus pasos, é ilustre su razón; y. por último, cuan- 
do llega á la edad de madurez, lo constituyen á 
su vez jefe de familia, y supliendo frecuentemen- 
te sus omisiones en los actos y contratos, le si- 
guen en toda la y¡ la, y trasmiten á sus sucesores 
su nombre con su fortuna. 

Pero no es solo el hombre físico el considera- 
do por las leyes como persona. Estas, por medio 
de abstracciones, crean personas jurídicas , y las 
hacen capaces de derechos y obligaciones como á 
los individuos: así vemos frecuentemente consi- 
derarse como personas al Estado, á las ciuda- 
des, á los establecimientos públicos y al Fisco. 
De esto se infiere que la palabra persona no se 
refiere al hombre físico, sino mas bien á un ente 
moral j jurídico que es objeto activo ó pasivo de 
los derechos y de las obligaciones. Podemos por 

lo tanto definir la persona: lodo sér susceptible de 
obligaciones y derechos. 

Del mismo modo que hemos dicho de las per- 
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son as , la palabra cosa tiene una significación ju- 
rídica distinta de la gramatical. La ley en virtud 
del mismo poder de abstracción de que antes he- 
mos hablado, crea cosas de existencia puramen- 
te jurídica. Así es que no solo los cuerpos físicos 
que afectan á nuestros sentidos exteriores son 
cosas , sino que Jo son también otras incorpora- 
les que solo pueden ser concebidas por la inte- 
ligencia. El derecho hereditario, las servidum- 
bres y las obligaciones son cosas que no existen 
físicamente; sin embargo, son objetos jurídicos 
que sirven al hombre, y deque el hombre puede 
disponer. El derecho civil solamente considera 
las cosas en cuanto son ó pueden ser capaces de 
propiedad, de derechos ó de obligaciones, y por 
lo tanto podemos definir la palabra cosa: todo lo 
que puede ser objeto de un derecho. 

La parte del derecho civil que trata de las co- 
sas puede ser considerada como la teoría de la 
propiedad, porque á la propiedad de las cosas 
vienen á referirse todas sus doctrinas. Así es que 
en esta parte del derecho corresponde examinar 
el modo de adquirirla, el de comunicarla á otros 
y el de trasmitirla. 

Cuando hablamos en general de las cosas, im- 
plícitamente comprendemos las obligaciones que 
son cosas incorporales; sin embargo, por su ex- 
tensión y por su importancia puede decirse que 
constituyen una parte especial del derecho. La 
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esencia de ellas consiste en la necesidad jurídica 
cjue tiene una persona de dar ó hacer alguna 
cosa. Cada obligación tiene un derecho correla- 
tivo que consiste en la facultad que tiene de exi- 
gir su cumplimiento aquel á cuyo favor ha sido 
constituida. 

Estas obligaciones resultan unas veces de ac- 
tos lícitos, y otras de ilícitos. Como fuente de 
las obligaciones emanadas de actos lícitos, consi- 
deran las leyes al consentimiento verdadero, es- 
to es, el que aparece de la voluntad expresamente 
manifestada por los otorgante, y al presunto, ó lo 
que es lo mismo , el demostrado por hechos. El 
consentimiento verdadero expreso ó tácito, es el 
que da origen á los contratos; sin é! no son po- 
sibles, Los antiguos legisladores rodearon los 
contratos de mas sutilezas, mas minuciosidades 
y mas solemnidades, de modo que la forma era 
frecuentemente la que daba fuerza á la obligación: 
en ¡as sociedades modernas la voluntad seria y 
deliberada es la que les da validez entera. 

í¡n el consentimiento presunto se fundan al- 
gunas obligaciones, porque la ley finge que ha 
consentido en las consecuencias el que consiente 
en las causas. Asi se presume que aquel que ad- 
ministra los negocios de otro sin mandato suyo 

especial, quiere obligarse á dar cuentas por esta 
gestión oficiosa. 

Los delitos por comisión ó por omisión , son 
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iUS rr ¡ i: 'lícitos de que dimanan las obligacio- 
nes. Estas obligaciones se fundan en que la jus- 
ticia reclama que cada uno resarza los daños oca- 
sionados por su dolo , por su impericia culpable 
ó por su negligencia. 

Las acciones tienen un doble aspecto. Consi- 
deradas simplemente como derechos, esto es, 
como la representación de una cosa en la que ó á 
la que tenemos derecho son cosas incorporales 
que están en el patrimonio del que puede ejerci- 
tarlas, y en este concepto pertenecen al segundo 
objeto de! erecho. Pero cuando se las conside- 
ra como los medios legales de obtener en juicio 
!g que es nuestro ó lo que se nos debe contra la 
injusta negativa de la persona que tiene la obli- 
gación de dar, pertenecen al tercero y último ob- 
jeto del derecho. Por medio de ellas podemos 
hacer respetar todos nuestros derechos, cualquie- 
ra que sea la clase á que pertenezcan, bien se re- 
fieran á nuestro estado civil , á ¡a propiedad y á 
todas sus modificaciones, comunicaciones y tras- 
misiones, y á las obligaciones de todas clases. Su 
teoría es la base de las actuaciones judiciales da 
que hablaremos en el lugar oportuno. 


Del Derecho romano. 


Al tratar del derecho civil debemos hablar es- 
presamente del romano, uno de los elementos 
que mas han contribuido á la civilización euro- 
pea. Roma, el pueblo rey, lia dejado monumen- 
tos legales que no han perecido ni con el tras- 
curso de los tiempos, ni con los adelantos de la 
civilización, ni con las revoluciones que tan fre- 
cuentemente han agitado al mundo. Perfeccio- 
nando prudentemente el edificio de sus leyes, 
fu é el pueblo destinado á reducir á preceptos es- 
critos las máximas eternas de la razón, y á legar 
á los siglos un tesoro de saber y de justicia. En 
sus diferentes formas de Gobierno, en los distin- 
tos intereses que sucesivamente se creaban, en 
medio de! cambio mismo de sus creencias reli- 
giosas, siempre dominó en su derecho civil un 
espíritu progresivo. Así es que sus leyes pueden 
considerarse como la obra de mochos siglos. Ini- 
ciado apenas el Derecho romano en tiempo de los 
reyes, comienza á tener un carácter propio, fijo 
y especial durante la República, y es perfeccio- 
nado cuando los Césares habían ya sustituido su 
voluntad á la de las Asambleas del pueblo. No 
es nuestro objeto declarar aquí hasta qué punto 
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influyeron en su perfección las contiendas entre 
patricios y plebeyos, los principios aristocrático 

y democrático sucesivamente desenvueltos, la ex- 
tensión del poderío y del renombre romano, su 
mezcla con los demás pueblos, el cristianismo 
sustituido á la idolatría, las leyes, los plebiscitos, 
los senado-consultos, los edictos de los magis- 
trados, las constituciones de los príncipes y las 
doctrinas de los jurisconsultos; solo diremos que 
en Constantinopia, como en Roma, el derecho 
cada vez fué adquiriendo nn carácter mas general, 
carácter que había de dar al pueblo romano una 
dominación mas permanente que la transitoria de 
sus conquistas colosales. 

Debióse principalmente este carácter de uni- 
versalidad aí cuidado que tuvieron los romanos, 
de ir asimilando aunque lenta y sucesivamente su 
legislación con la de los pueblos con quienes 
estaban en relaciones aceptando de las leyes ex- 
f rafias lo que pudiera contribuir á la perfección 
de las propias, mitigando los principios exclusivos 
y rigurosos de su primitivo derecho, y de sus 
formas Simbólicas y rituales, y sustituyendo á lo 
que no tenía ya otra razón de ser que las circuns- 
tancias históricas de aquel gran pueblo, los prin- 
cipios de la razón universal que dominaban en 
otros países, dándoles carta de naturaleza, y devol- 
viéndoles después en forma científica y doctrinal 
las reglas que en gran parte de ellos habia recibido. 
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Contribuyó también poderosamente al éxito la 
grande extensión del Imperio, pues, como era 
natural, las águilas romanas que tras sí llevaban 
la civilización, los usos, las costumbres y el 
idioma de aquel gran pueblo, extendieron también 
á las naciones que dominaban , su legislación, 
muy superior á la de los pueblos vencidos. 

Nunca desapareció la profunda huella que habla 
dejado el derecho romano en los pueblos sujetos 
á su dominación. Por esto al verificarse en la 
edad media el renacimiento de los estudios jurí- 
dicos, ias obras legales del Emperador Justiniano, 
fueron filtrando poco á poco en todas las escuelas 
de derecho, en todos ios tribunales, y aun en las 
leyes de los mismos pueblos que jamás habían 

á su cetro, como España, Francia, 
Inglaterra y Alemania. Ellas con las costumbres 
de los pueblos germanos que invadieron las pro- 
vincias del Imperio, son las fuentes del derecho 
de todas las naciones europeas. Su conocimiento 
es indispensable, no solo para saber los orígenes 
del derecho, estudio necesario á cuantos preten- 
dan el nombre de jurisconsultos, sino para en- 
tender las leyes en su genuino y en su natural 
sentido. 

óí esto lo han reconocido las naciones moder- 
nas : en todas ellas el Derecho romano es ia base 
fundamental de los estudios deí jurista , es en 
la parte civil el Derecho modelo, la gran obra de 


la antigüedad á que acuden con afan los legislado- 
res para recibir sus inspiraciones y los juriscon- 
sultos para comprender el espíritu de los nuevos 
códigos. Unos y otros lo admiran por su sabidu- 
iía, por su justicia, por su previsión y por la 
maestría con que se halla redactada su parte clá- 
sica, ese gran legado de los jurisconsultos que 
en ios últimos tiempos de la República y en los 
primeros siglos del Imperio escribiendo en pre- 
ceptos concisos las reglas eternas del derecho uni- 
versal, hicieron sus nombres inmortales. No des- 
conocemos la tendencia de algunos que poco afec- 
tos á la ciencia quisieran que desapareciese por 
completo el estudio de este derecho de Jas escue- 
las, persuadidos de que solo con los códigos mo- 
dernos ó con los especiales de un país puede ha- 
ber juristas consumados. No han pensado así los 
grandes jurisconsultos de los siglos antiguos y 
modernos, todos ellos encarecen como base ca- 
pital de los estudios del jurista el Derecho roma- 
no comparado por el gran Leibnitz á la geome- 
tría. Como Leibnitz opinaron los autores del Có- 
digo-Napoleon , que aceptado en algunos Estados 
é imitado por otros, es sin duda la obra que mas 
ha contribuido á hacer general el anhelo de co- 
dificar. Portalis, á quien tanta gloria cupo en la 
empresa, decia en un discurso á la Academia de 
Legislación : «No podréis llegar á comprender el 
»Código civil, si solo estudiáis esta obra. Los 
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«filósofos y los jurisconsultos de Roma, son aun 
«los legisladores del género humano. Para el edi- 
«ficio de nuestra legislación nacional hemos acu- 
dido á los ricos materiales que nos Irasmiíieron. 
«Roma sometió á Europa cou las armas y la civi- 
lizó con sus leyes.» Gary, otro de los juriscon- 
sultos que formaron el mismo Código, decia al 
Cuerpo legislativo: «Séarne permitido denunciar 
»un error ditundido por la ignorancia y que soio 
«puede acoger la pereza, á saber que bastará el 
«estudio del Código civil á los que se dediquen 
»al conocimiento de las leyes. Repetiremos hasta 
«la saciedad, siguiendo el ejemplo de nuestros 
«grandes magistrados y de nuestros mas célebres 
«jurisconsultos, que debe estudiarse el derecho en 
«su fuente mas pura, en las leyes romanas. Solo 
«en el estudio y en la meditación de este monu- 
«mento inmortal de sabiduría y equidad es donde 
«pueden formarse los que aspiran al honroso 
«cargo de ilustrar á sus conciudadanos sobre sus 
«intereses y de decidir sus diferencias.» En el 
mismo sentido se explicaron Treillard y Rigoi 
Preameneu , co-autores de la misma obra. Decia 
el primero de estos al Cuerpo legislativo: «Las 
«lejos romanas, lomando toda su fuerza de sí 
«mismas, sin mas autoridad que su sabiduría 
«han sabido imponer á lodos los pueblos obe- 
«diencia y respeto: el consentimiento unánime 
Mas llama razón escrita y deben ser objeto prin- 
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«cipal de las meditaciones del buen magistrado 

«y del verdadero jurisconsulto.» Para justificar 

esta digresión, añadía que esperaba que se le di- 
simulase en un siglo en que parecía que se aco- 
taban todos los esfuerzos del talento para excu- 
sarse de adquirir la ciencia, manía por desgracia 
general que domina á los que quieran pasar por 
sabios sin estudiar. ¿Podría esto aplicarse á al- 
gunos en nuestra patria? No es menos notable el 
elogio que del Derecho romano hace Bigot Prea- 
meneu en el discurso en que expuso al Cuerpo 
legislativo los motivos de las reglas generales de 
los contratos: nos limitaremos á copiar algunas 
cláusulas de los grandes elogios que le dispensa. 
«Las obligaciones convencionales se repiten en 
«todos los dias y en lodos los momentos. Mas, es 
«tal el órden admirable de la Providencia, que 
«para fijar estas relaciones multiplicadas de ios 
«hombres en sociedad, basta conformarse con los 
«principios que están en el corazón de todos tos 
«hombres. Aquí, en ia equidad, en la conciencia 
«encontraron los jurisconsultos romanos ese cuer- 
»po de doctrina que hará inmortales sus leyes. 
«Haber previsto el mayor número de convenciones 
»á que dá lugar el estado social, haber pesado 
«Lodos los motivos de decisión entre los intereses 
«mas opuestos y complicados, haber disipado las 
«nubes en que frecuentemente se encuentra oculta 
«la equidad, haber reunido lodo lo que la moral 
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»y la filosofía tienen de mas sublime y mas sa- 

»grado, tales son los trabajos acopiados en ese 

«inmenso y precioso depósito que no cesará de 

«merecer el respeto de los hombres, depósito que 

«servirá á ía civilización del mundo entero, de- 

«pósito por cuya obtención todas las naciones 

«civilizadas se felicitarán porque encontrarán en 

«él la razón escrita. Difícil seria esperar que se 

«pudiera progresar aun en esta parte de la ciencia 

«legislativa. Si es capaz de alguna perfección será 

«empleando un método que la haga mas fácil á 

«los que se dediquen á su estudio, y con el cual 

«pueda ser mas familiar su uso á los que para 

«dirigir su conducta, quisieren conocer sus reglas 
«principales . » 

Hemos elegido estas autoridades porque no 
puede negárseles la competencia científica , ni 
oponérseles la tacha de ser poco partidarios de 
la codificación moderna. Si hubiéramos buscado 
nombres de otros jurisconsultos reconocidos en 
todo e! mundo civilizado por la superioridad de 
su inteligencia y sus profundísimos estudios, no 
hubiera tal vez parecido imparcial su fallo por 

suponerlos dominados principalmente por el inte- 
rés científico ó por preocupaciones históricas. 
Solo añadiremos á los nombres referidos el de 
M. Troplong, que con tanta gloria ha estado al 
frente de la magistratura francesa, y cuyos co- 
mentarios al Código-Napoíeon lo colocan en el 
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número do los primeros jurisconsultos de nues- 
tros dias. «ülpiano, Gayo, Papiniano y los demás 
«jurisconsultos clásicos figuraron siempre á la 
«cabeza de la ciencia por su gran lógica y por 
«sus profundas miras. Sus concisas decisiones, 
«ía firmeza de sus juicios, la delicadeza y saga- 
cidad de sus observaciones, el poderío de su es- 
«piritu analítico son superiores á todo lo que yo 
«conozco, y no hay quizá en nuestro Código un 
«solo artículo que pueda compararse por su pre- 
cisión , por su energía y por la belleza del es- 
tilo á los innumerables fragmentos que Tribo- 
* niano sacó de sus escritos. » 

Pero para nosotros tiene el Derecho romano 
todavía mayor importancia, porque en las pro- 
vincias correspondientes á los antiguos reinos de 
Aragón , Navarra y Mallorca, y á las que forma- 
ban el Principado de Cataluña, las leyes de sus 
fueros especiales escasas , y aun deficientes del 
todo en muchísimos puntos, se completan con la 
legislación del emperador Justiniano. Así las ve- 
mos citadas hoy como ley viva en las cuestiones 
civiles de las provincias referidas. 

Aun en los pueblos en que por corresponder á 
la antigua Corona de Castilla ó por haber sido 
igualados á ellos en la legislación civil, como su- 
cede con aquellos que formaron el antiguo Reino 
de Valencia, las Partidas son el código supletorio, 
no hay quien pueda desconocer con fundamento 
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la importancia del Derecho romano, porque ade- 
más de las razones que dejamos expuestas, exis- 
te la que de él está en gran parte tomada la obra 
del Rey Sabio: el Derecho romano , en lo que á 
la parte civil se refiere, es la fuente, es el mode- 
lo; las Partidas son sin duda la exposición mas 
clásica, mas elegante y mas acabada que de sus 

doctrinas se ha escrito en las legislaciones de los 
siglos medios. 

La veneración, sin embargo, que debemos dar 
al Derecho romano no carece de límites. Admi- 
radores de su sabiduría desde nuestra juventud, 
hemos encontrado en la experiencia yen el estu- 
dio de la legislación motivos para apreciar mas su 
pi ofunda filosofía, y conocer que no eran exage- 
rados los encomios de los que dirigieron nuestros 
primeros pasos en la vasta carrera que estamos 
recorriendo ; pero también hemos observado que 
este respeto religioso había extraviado frecuente- 
mente á nuestros intérpretes. En el funesto aban- 
dono que por siglos enteros ha prevalecido de no 
darse a la parle teórica del Derecho español la 
importancia que reclamaba, los intérpretes del 
romano, nací onales y extranjeros, eran casi el 
s udio exclusivo de nuestras escuelas. Su influjo 

se extendía ilimitadamente, y los mismos que se 
proponían comentar nuestras leyes, arrastrados 
del contagio, no acertaban á hacerlo si no las 
concordaban con las romanas. Así es que con 
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mucha frecuencia vemos á jurisconsultos españo- 
les desatender nuestras venerables leyes, nues- 
tras costumbres seculares, y hasta olvidar códi- 
gos enteros, al mismo tiempo que se empeñan en 
conciliar textos que tienen opuesto origen, dis- 
tintos motivos y tendencia diferente. 

Concluyamos, pues, manifestando que no an- 
dan acertados los que, prescindiendo del estudio 
del Derecho romano, esperan llegar á ser juris- 
consultos, porque en las ciencias formadas por 
la experiencia de los siglos no se condena impu- 
nemente su literatura y su filosofía, su historia 
y sus orígenes; y por el contrario, que los que 
ciegos idólatras de é! , olvidan las leyes propias 
de su país, prescinden del movimiento de los si- 
glos, y no se acuerdan de que el derecho está su- 
jeto á la acción continua y vivificadora de los pro- 
gresos del género humano. 


CAPITULO XIV. 


Del derecho mercantil. 


Bajo la denominación genérica de derecho civil 
se comprenden comunmente las leyes relativas al 
comercio en sus relaciones con la justicia, que 
son una parle suya esencial, si bien por su nú- 
mero, por su importancia, por su índole, y por 
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su aplicación especial, forman exclusivamente un 
código en muchos Estados. 

Destinadas estas leyes, no solo á las relaciones 
del comercio interior sino al que los súbditos de 
un país tienen con todos los demás, han de ser 
menos exclusivas, menos sujetas á las costumbres 
y á las ideas dominantes en cada pueblo, tomando 
un carácter mas cosmopolita, mas universal, y 
sobreponiéndose en lo posible á las diferencias 
que las legislaciones de los diversos pueblos es- 
tablecen entre los regnícolas y ios extranjeros. La 
necesidad que tiene el comercio de facilidad y 
rapidez en suS operaciones, la conveniencia de 
simplificar las formas de la contratación y de des- 
truir las trabas que se oponen á la libertad de la 
circulación y á la seguridad del crédito, justifican 
sobradamente que so hayan establecido leyes es- 
peciales, ya mezcladas con las civiles, ya separadas 
de ellas, que ó modifiquen el derecho común, ó 
que lo amplíen, ó que introduzcan en él impor- 
tantes excepciones, relativas á ios negocios mer- 
cantiles. En estas leyes suelen establecerse las 
condiciones que se requieren para ejercer el co- 
mercio, la manera de llevar su contabilidad los 
comerciantes para que aparezca la regularidad ó 
irregularidad de sus operaciones en el dia en que 
tengan la desgracia de presentarse en quiebra, 
las reglas de ¡os que asocian su inteligencia y sus 
capitales para negocios mercantiles, la creación 
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de agentes intermediarios que faciliten el tráfico, 
la formación de centros de comercio, tales como 
lonjas y bolsas en que aproximándose los comer- 
ciantes puedan mejor conocerse y verificar las 
transacciones, las disposiciones relativas al co- 
mercio marítimo, á los armadores de naves ó sus 
capitanes y tripulaciones, á los seguros, á los 
contratos á la gruesa en que el que presta se 
asocia á los peligros de la navegación, á las ave- 
rías, á la echazón , á las letras de cambio , á las 
quiebras , y para decirlo de una vez á todos los 
contratos y actos que la profesión mercantil lleva 
consigo. Pero nunca debe perderse de vista que 
el derecho civil es la regla general, que sin él no 
¡puede comprenderse el mercantil, que es una 
excepción suya, y que por lo tanto, todo lo que 
no tiene una regla especial en las leyes de co- 
mercio, debe ser decidido por el derecho común, 
que es á un mismo tiempo su base y su comple- 
mento. 

En nuestras antiguas Universidades no se cul- 
tivaba el estudio del derecho mercantil, loque 
no debe parecer extraño, cuando lo mismo suce- 
día con otros ramos de la ciencia del derecho de 
mas diaria, y mas general aplicación : su cono- 
cimiento y su estudio florecían principalmente en 
las plazas mercantiles y especialmente en aquellas 
en que había consulados. La publicación del Có- 
digo de Comercio dispertó la afición á esta par- 
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le tan importante de la legislación, y algunos 

años después penetró su estudio oficial en las Fa- 
cultades de Derecho. 

En ios últimos años ha lomado mayores pro- 
porciones. La mas frecuente comunicación de los 
pueblos entre sí y con las naciones extranjeras, 
las relaciones políticas y civiles crecientes de día 
en dia, las nuevas necesidades, consecuencia in- 
mediata del aumento de la civilización, y sobre 
lodo, las grandes compañías mercantiles que le- 
vantando capitales que hubieran parecido fabu- 
losos á nuestros padres, han realizado obras y 
llevado á cabo empresas que asombran al mundo, 
dan al derecho mercantil una importancia gene~ 

ral y exigen su estudio, mas complicado hoy que 
en tiempos anteriores. 

CAPITULO XV. 


Del derecho penal. 


Las leyes serian por si ineficaces, si no hubie- 
ia una sanción que hiciera efectivo su cumpli- 
miento. El principio moral y religioso, el respe- 
to debido á las leyes y las medidas de prevención 
adoptadas por el legislador, no son siempre bas- 
tantes á asegurar su ejecución. En su insuficien- 
cia y en la de las recompensas, que pocas veces 


pueden ser empleadas para promover su cumpli- 
miento, es necesario acudir á otros medios sensi- 
bles adoptados en todos los pueblos bajo el nom- 
bre de penas. La parte del derecho que las esta- 
blece, y que define las trasgresiones áque se apli- 
can, recibe el nombre de derecho penal 6 criminal. 

Derecho penal ó criminal, según esto, es: el 
que define los delitos , y señala las penas en que 
incurren los que los cometen. Puede ser conside- 
rado como una garantía de las demás leyes, á las 
que hace respetar por el castigo que establece 
contra sus violadores. 

Desde luego se presenta á la consideración, 
que no todas las trasgresiones de la ley son deli- 
tos, sino las que se comprenden en las leyes pe- 
nales. Asi es que cuando la ley civil repara sufi- 
cientemente algunos hechos, su trasgresion no es 
castigada por la penal. 

Los juristas antiguos consideraban el derecho 
penal como comprendido en el privado: la mayor 
parte de los modernos, por el contrario, lo re- 
putan perteneciente al público. Fúndanse los úl- 
timos para opinar así, en que, si bien los parti- 
culares pueden perseguir las infracciones de ley 
que en su daño se han cometido, al menos para 
obtener la reparación del perjuicio que se les ha 
ocasionado, las acciones que al efecio se les con- 
ceden, son independientes del ejercicio de la pú- 
blica que compete á la representación del Esta- 
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do, interesado principalmente en la investigación 

y castigo de ios delitos, sin lo cual no habría 
segundad y todos ios derechos estarían en in- 
cierto. La acción criminal que se da á los agra- 
viados y á los que legítimamente los representan, 
es pues solo secundaria; lo mismo puede decirse 
de la popular que es la que en algunos Estados 
puede ser interpuesta por todos: la principal se 
ejerce en nombre del Estado, por el deber que 
tiene de proteger todos los derechos y todos los 
intereses colectivos de los gobernados. No faltan 
por esto naciones que rechazan la acusación pri- 
vada, limitando el derecho de los perjudicados al 
ejercicio de una acción civil, para la restitución ó 
para la indemnización ó reparación del perjuicio 
su n o en la parte estimable pecuniariamente. De 
aquí se infiere que el perdón del agraviado no 
puede detener la acción de ¡a justicia, regla que 
admite algunas, aunque pocas excepciones, cuan- 
do se trata de delitos que por altas consideraciones 
e moralidad, de conveniencia, y de respeto al 
ho B ar domestico, ó para no hacer mas desgraciada 
, > situación de las victimas, promoviendo escán- 

¡£ 1’ S0 ' 0 P Ueden P^seguirse y continuarse á 
instancia del perjudicado. 

Los antiguos por el contrario consideraban sola- 
mente c °m° supletoria la persecución de la socie- 

acusaciono* e | l0S mucho mas frecuentes las 

acusaciones particulares. 
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Dejando ya este punto y sin detenernos en la 
singularidad que presenta Inglaterra, de que no 
existan funcionarios encargados en nombre del 
Estado de la persecución de los delitos, conven- 
gamos en que si bien la sociedad está directa y 
principalmente interesada en la averiguación y 
castigo de los delitos, sin embargo, el derecho cri- 
minal tiene de común con el privado, que, como 
él, se aplica por los tribunales. Grandes son los 
progresos que en tiempos modernos se han hecho 
en la legislación y en el derecho penal. De él no 
nos han dejado los romanos los magníficos monu- 
mentos que en el civil aun después de tantos 
siglos son la admiración y el ejemplo de las na- 
ciones civilizadas. 

No puede sin embargo desconocerse que algu- 
nas de las teorías de derecho penal, que se pre- 
sentan como nuevas encontraron cabida en las 
leyes de aquel gran pueblo, lo cual no es rebajar 
en nada la gloria de los que en el último tercio 
deí siglo pasado y en el presente, han hecho tan 
grandes esfuerzos y tan profundos esta ¡ 1 ios para 
llevar el derecho penal á la altura en que lo han 
colocado, á que no pudieron alcanzar los pueblos 
de la antigüedad. 

La barbarie de las antiguas leyes penales, el 
lujo de ferocidad que desplegaban, la falta de ga- 
rantía en favor de los acusados, su poco esmero 
en analizar los diferentes grados de criminalidad; 
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en fin, su oposición á las costumbres suaves de 
nuestros tiempos, las hacen hoy en general, poco 
apreciables. De aquí proviene que todas las na- 
ciones han realizado ó están realizando importan- 
tísimas reformas que escritores juiciosos , pensa- 
dores y amigos de la humanidad han preparado. 
Ya desaparecen los crímenes privilegiados, en que 
a la sombra del bien público se condenaba sin 
pruebas; ya no se ensangrientan las plazas con 
la frecuencia que hace medio siglo, ya los tor- 
mentos agudos, impuestos antes al criminal aun 
en el momento mismo de arrancarle la vida, han 
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sillo desterrados de las ejecuciones capitales. 

Muchas son hoy las diferentes teorías de la le- 
gislación y del derecho penal. Ellas tienen por 
objeto desentrañar el fundamento de la penali- 
dad, esto es, examinar el derecho de la sociedad 
para la imposición de las penas, considerar los 
actos que pueden y deben ser objeto de repre- 
sión , y la proporción , analogía y ejemplaridad 
de los castigos. 

Guando se considera bajo este punto de vista 
la ciencia, puede llamarse legislctcioíi criminal, 
para diferenciarla del derecho especial ó peculiar 
de cada pueblo, que tiene por objeto fijar los 
caracteres de los actos ú omisiones que constitu- 
yen los delitos, y el señalamiento de la represión 
penal con que la ley los castiga. 

Los limites estrechos á que están reducidos 
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estos Prolegómenos, no nos permiten descender 
á las grandes cuestiones á que da lugar en nues- 
tros dias el Derecho penal. Respecto á la facul- 
tad que tiene la sociedad para castigar á los que 
infringen las reglas eternas del derecho ó lasque 
el Estado tiene establecidas para llenar el fin 
social, indicaremos solamente que son varias las 
opiniones que dividen á los escritores mas autori- 
zados, suponiendo ya que dimana del pacto so- 
cial, ya del derecho de defensa, ya del principio 
de utilidad, ya del principio moral, teorías que 
no nos parecen satisfactorias. De la teoría del 
pacto social ya hemos tratado en otra parte de 
esta obra: allí no la hemos admitido calificándo- 
la de quimera: seriamos inconsecuentes si le 
diéramos ahora un valor que antes le negamos. 
La teoría que busca como fundamento el prin- 
cipio de defensa, mas filosófica, mas racional sin 
duda, porque lo es no negar á la sociedad el 
derecho que el hombre tiene de defenderse indi- 
vidualmente contra el que lo ataca, es por lo 
menos incompleta. La admisión del principio uti- 
litario viene á ser la negación del orden moral, 
materia de que ya hemos hablado en otro lugar. 
La escuela espiritualista, por último, puede con- 
ducir con su sistema á confundir los limites de 
la moral con los del derecho, que tan cuidadosa- 
mente deben separar el legislador y el juris- 
consulto. 
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Nosotros, si d necesidad de aceptar ninguDo 
de estos sistemas , creemos que se encuentra 
la resolución del problema en la conciencia de 
todos, en ía ley providencial de la humanidad, 
en la necesidad de cumplir su fin social, y si se 
quiere, en el derecho de defensa, en el principio 
de utilidad, en la ley moral y en el asentimiento 
que presta á las leyes del Estado el que se 
aprovecha de sus beneficios. Las teorías, que 
aisladas y cuando se presentan como exclusivas, 
únicas y absolutas, no satisfacen, bien pueden 
hacerlo si agrupadas con otras y despojadas del 
carácter de decisivas y de la repulsión que lia- 
reí.; de iodo io que ellas no son, se consideran 
en conjunto y como causas que concurren á de- 
mostrar lo que se investiga. 

* 

CAPITULO XVI. 

Del derecho do procedimientos. 


Las leyes que establecen la tramitación y las 
actuaciones judiciales vienen á ser complemento 
v gaianlia de las civiles, y penales, que sin su 
auxilio no podrían ser aplicadas. Las cuestiones 
que se suscitan entre los particulares, ó recaen 
sobre un punto de derecho, esto es, sobre la in- 
teligencia de una ley civil , ó sobre uno ó varios 
lechos que, siendo causa de un derecho, apare- 
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cen dudosos ó controvertidos. Los tribunales son 
llamados á resolver estas cuestiones pendientes, 
y en su organización todos los países buscan las 
prendas de inteligencia, imparcialidad y justicia, 
que son necesarias para corresponder á la con- 
fianza que en ellos deposita la sociedad, y llenar 

el alto cargo de juzgar los derechos mas respe- 
tables de los hombres. 

Por esto, podemos considerar como primer 
objeto clel derecho de procedimientos, la teoría 
de la organización judicial, sin embargo de que, 
rigurosamente hablando , pertenece al derecho 
público. Esta organización está dividida por lí- 
neas, por territorios y por grados, separación 
que hace posible la administración de justicia en 
cualquier país por vasto que sea. Al ejercicio del 
poder, que cada tribunal recibe de la ley ó del 
jefe del Estado, como fuente del poder judicial y 
de la justicia, se da el nombre de jurisdicción . 

El objeto de dividir la jurisdicción por líneas, 
es separar los tribunales atendidas las causas á 
cuyo conocimiento están respectivamente llama- 
dos. El interés público mejor ó peor entendi- 
do ha guiado al legislador á introducir estas lí- 
neas diferentes, creyendo, ya que las leyes espe- 
ciales exigían para su aplicación hombres espe- 
ciales, ó ya que al mismo tiempo que se creaban 
tramitaciones abreviadas para causas que mas in- 
mediatamente afectaban á la sociedad, debian 
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nombrarse también magistrados, que, libres del 
hábito que dan las formas graves y solemnes del 
derecho común, aplicasen pronta y sumariamen- 
te determinadas reglas de justicia. Pero no pode- 
mos desconocer que á la sombra de estos prin- 
cipios se han sostenido en todos los países pri- 
vilegios odiosos, que sin relación á las cosas, 
solo han buscado la calidad de las personas para 
señalar el tribunal ante que eran justiciables, co- 
mo sien los negocios del derecho común civil ó 
criminal no debieran lodos los individuos estar 
sujetos á unas mismas leyes, á unas mismas fór- 
mulas y á una misma tramitación, y disfrutar 
de unas mismas garantías, ó lo que es lo mismo, 
ser iguales ante la ley. 

Esta es la tendencia de los tiempos modernos. 
El principio de privilegio va desapareciendo ante 
el de la igualdad: los fueros personales caen y 
soí. reemplazados por el común, al mismo tiem- 
po que subsisten los que por tener razón de ser 
sin relación alguna á la personas están introdu- 
cidos en consideración á las cosas. Así se ha ve- 
rificado en nuestra patria, no sin vencer grandes 
resistencias de las clases privilegiadas y llevando 
á. la vida real lo que por muchos años estaba es- 
crito en nuestras leyes fundamentales. 

La división de la jurisdicción por territorios se 
explica naturalmente á causa de la necesidad de 
Svaeer posible y pronta la administración de jus- 


1Í3 

ticia, y no originar indebidos perjuicios á los li- 
tigantes, sacándolos del lugar de su domicilio, ó 
de aquel en que pueden defender con facilidad 
su derecho, por estar sita allí la cosa que es ob- 
jeto del litigio , ó del en que han contratado, ó 
de aquel á que han referido el cumplimiento del 
contrato. Mas si se trata de delitos, la convenien- 
cia de que el lugar de¡ juicio sea el mismo en 
que el representante de la sociedad, el acusador 
y el acusado respectivamente pueden esclarecer 
mejor los hechos y preparar la acusación y la de- 
fensa, y en que mas ejemplar y mas saludable 
puede ser la acción de !a justicia, hace necesaria 
la división á que nos referimos. 

El -orden gradual de jueces y el conocimiento 
devolutivo de las causas desde ios inferiores á los 
superiores, tienen por objeto que los errores, las 
omisiones, la mala fé ó la ignorancia de ios pri- 
meros no carezcan de la debida enmienda, y al 
mismo tiempo que pueda ejercerse una inspección 
vigilante y continua, que desde los mas altos tri- 
bunales en el orden jerárquico descienda hasta 
e! último escalón de las autoridades del orden ju- 
dicial. 

De muy diferentes formas es susceptible la or- 
ganización judicial , porque ya son unos mismos 
los encargados de declarar el hecho y de aplicar 
el derecho , ó ya son diversas personas; de lo 
que dimanó entre los romanos las diferencias de 
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jueces y magistrados (1), ó como hoy decimos, de 
jurados y jueces. Aun el mismo sistema de sepa- 
ración de jueces de hecho y de derecho es sus- 
ceptible de diversas combinaciones. La historia 
nos presenta á Roma, en que el magistrado, des- 
pués de fijar ia cuestión, daba ai juez una fórmu- 
la condicional adoptada al caso particular, y an- 
tes de que hubiese verdadero juicio le abandona- 
ba el negocio; nos trasmite por otra parte, que 
entre los antiguos germanos los jurados eran los 
que conocian del hecho y del derecho: y hoy ve- 
mos que son ya muchos los Estados de Europa 
y de América en que el jaez de derecho pronun- 
cia la aplicación de la ley después que el jurado 
ha calificado el hecho sometido á su examen. 

No solo es objeto de controversia la del jura- 
do y de los tribunales permanentes que entiendan 
tanto de la calificación de los hechos como de la 
aplicación del derecho ; existen también cuestio- 
nes acerca de si deben ó no ser preferidos los tri- 
bunales colegiados á los jueces únicos, de si no 
debe haber mas que una instancia, ó si es mas 
conveniente que haya diferentes, y por último, 
sobre la mayor ó menor utilidad de un alto tri- 

(i) Desde luego se advierte que no es la misma la diferen- 
cia que existe en Espaua entre jueces y magistrados. Nosotros 
llamamos generalmente jueces a los que en primera instancia 
entienden de los negocios, y magistrados á los que componen 
los tribunales superiores y supremos. Frecuente es sin em- 
bargo, comprender Á todos bajo cualquiera de los dos nombres. 
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banal único en cada Estado, cuya sola misión, ó 
la principal al menos, sea vigilar por el cum- 
plimiento de las leyes, salvándolas del olvido ó 
oel desprecio , evitando que sean mal aplicadas, 
y haciendo de este modo q.ue la unidad de la 
legislación sea completada por la unidad de la 
jurisprudencia, lo que procura conseguirse por la 
atribución que so le da de anular y casar las sen- 
tencias que sean opuestas al derecho, ya por 
qnebrantai el texto de las leyes , ya por falsear 

su espíritu interpretándolas torcidamente, ya que- 
brantando algunas de las reglas capitales del 
juicio. 


El segundo objeto del derecho de procedi- 
mientos consiste en las formas, en la ritualidad 
y en la serie de 'actuaciones judiciales, tanto en 
ios negocios contenciosos, esto es, los que tienen 
lugar en juicio contradictorio , como en aquellos 
que corresponden á la jurisdicción voluntaria. 
Ires puntos son aquí los cardinales: la fijación 
de la cuestión , la prueba de los hechos , la deci- 
sión y la terminación del negocio. Cada uno de 
ellos tiene sus reglas precisas y sus trámites fijos, 
lo que dá lugar á que los autores dividan en mas 
ó menos partes el juicio, según la mayor ó menor 
extensión que dan á sus doctrinas. Gran parte de 
los principios que al efecto se establecen , mas 
que á la tramitación, se refieren á la teoría de las 

acciones y excepciones y á la de la prueba, que 
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sin dificultad podrir: n ser consideradas mas bien 
corno una parte del derecho civil ó penal que del 
de procedimientos, el cual en rigor solo com- 
prende; las reglas vigentes en cada país, que se 
refieren al modo de proceder en j nítida, 

Pero no basta el conocimiento teórico de las 
leyes de actuaciones para poder desde luego en- 
trar en la práctica de los negocios del foro : es 
indispensable además el ejercicio, que facilita 
aplicar los principios del derecho á las relaciones 
de la vida. De aquí proviene la necesidad de las 
Academias de práctica, la de ejercitarse ai lado y 
bajo la dirección de abogados prácticos en eí des- 
pacho de los negocios, y la de concurrir con fre- 
cuencia á los tribunales. 

Los procedimientos no solo deben ser consi- 
derados bajo el aspecto que hasta aquí , esLo es, 
como medios de llegar á obtener el cumplimiento 
de las leyes, sino también como garantías indi- 
viduales para los que litigan ó gimen bajo eí peso 
de una acusación. Ellos, ligando la autoridad de 
los jueces á fórmulas estrictas, precisas é inde- 
clinables, á términos fijos y á solemnidades esen- 
ciales, aseguran á los litigantes que serán oidas 
sus demandas y sus excepciones, que tendrán el 
tiempo y la libertad suficientes para probarlas, 
que podrán tachar los testigos y rechazar los de- 
más medios de prueba que la malicia trate de 
aglomerar contra ellos, que se les otorgará una 
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completa y franca defensa de sus derechos; y por 
úliirno, que si un juez imperito ó mal prevenido 
íaha a sus deberes, en el tribunal superior encon- 
trarán la reparación que es debida á la justicia. 

Mas como los negocios que en los tribunales se 
ventilan, ya se refieran á las cuestiones que acerca 
de lo mió y de lo tuyo se suscitan, y por lo tanto 
al cumplimiento de Jas leyes civiles, compren- 
diéndose bajo esta denominación también las es- 
peciales de comercio, cuya aplicación corresponde 
a los tribunales, ya á la represión y castigo de 
les delitos, de aquí dimana que haya leyes de 
procedimientos en materia civil y leyes de pro- 
cedimientos en materia criminal, que para abre- 
viar la frase se llaman generalmente procedimien- 
tos cwiles y procedimientos criminales . 

Los primeros son el conjunto de reglas que 
señalan á los particulares la tramitación que han 
de guardar para hacer valer sus derechos en jus- 
ticia: los segundos tienen por objeto la pesquisa 
y descubrimiento de ios delitos y de los delincuen- 
tes para que sufran el castigo impuesto en el de- 
recho penal. 

De estas definiciones se infiere, que al paso que 
los procedimientos civiles corresponden por su 
naturaleza al derecho privado , los criminales 
pertenecen al público. En aquellos no se trata 
mas que de establecer orden, claridad y precisión 
en la marcha de las actuaciones, igualdad entre 
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los litigan les y que estén garantidos sus derechos . 
Por regla general no interviene en ellos el Minis- 
terio público, y si interviene es en nombre del 
Estado, considerado solo como una personé jurí- 
dica, capaz de derechos y obligaciones del orden 
puramente civil y equiparado por lo tanto á los 
particulares, 6 para representar á los ausentes, ó 
los incapacitados, ó para sostener la integridad de 
las jurisdicciones en las cuestiones de competen- 
cia. No sucede así en los procedimientos crimi- 
nales en que la representación del cuerpo social 
del Estado es casi siempre la principal parle del 
juicio, porque la sociedad herida en su paz y en 
su seguridad por los agravios que se hacen á los 
que la componen, promueve el juicio y la conde- 
nación del delincuente. 

Condición natural de los procedimientos de 
una y otra clase es, que se conceda latitud á los 
medios de defensa, pero sin dar lugar por esto á 
que se dilaten innecesariamente las juicios, lo 
que seria en los civiles desigualarlas condiciones 
de los litigantes, privando tal -vez indebidamente 
á uno de lo que otro injustamente retuviese, y 
en los criminales, hacer que la pena perdiera en 
gran parte su ejemplaridad por la tardanza del 
castigo y causar indebidas vejaciones al que gi- 
miendo bajo el peso de una acusación, ya sea 
inocente, ya culpado, siempre tiene derecho á 
que uo permanezcan en incierto su suerte mas que 
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por el tiempo absolutamente indispensable para 

juzgarlo. 

Gracias á los progresos de la civilización y á 
los adelantos de la ciencia, han desaparecido de 
ios procedimientos criminales en casi todos los 
pueblos cultos las ordalías ó juicios de Dios, los 
combates judiciales, el tormento y hasta las prue- 
bas privilegiadas, medios que la barbarie inven- 
tó como adecuados á descubrir la verdad y que 
solo servían para profanarla, y para que apare- 
ciera como cierto lo falso, y como falso lo cierto. 
Así han cesado por completo los procedimientos 
tenebrosos que no llegaban á ser conocidos por 
los acusados, la ocultación de los nombres de los 
testigos que contra ellos deponían y la coartación 
de la defensa. No hay legislador que ose repro- 
ducir i o que nadie se atreve á defender: los apo- 
logistas de algunos de esos absurdos, que hasta 
en el siglo pasado encontraron partidarios, no 
tienen ya imitadores. 

La publicidad de los juicios civiles y crimina- 
les es también hoy un principio adoptado en to- 
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das las naciones, y como únicos medios de prue- 
ba se admiten los naturales, los que la razón 
recomienda como eficaces , para poner en des- 
cubierto los hechos cuya averiguación se busca. 

Así la justicia se administra con mas prendas 
de acierto y con mas prontitud que en los siglos 
anteriores, por mas que haya algunos problemas 
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como el de la tasación de la prueba ó su aprecia- 
ción libre, y el de la preferencia en las actuacio- 
nes criminales entre el procedimiento escrito y 
el oral, que discutidos con grande empeño, no 
han obtenido aun el sufragio unánime de los ju- 
risconsultos, por mas que la prueba tasada y el 
procedimiento escrito en lo criminal tengan ahora 
escasos partidarios y no les sean favorables las 
leyes modernas. 

Concluiremos manifestando que además de los 
procedimientos que por regla general se hallan es- 
tablecidos en todos los Estados, para la sustan- 
ciacion de los negocios civiles y criminales, pue- 
de haber oíros especiales para determinada clase 
de negocios. Así existían, entre nosotros, la ley de 
Enjuiciamiento para los negocios y causas de co- 
mercio, vigente hoy soloen parle, las que estable- 
cen la manera de seguirse determinadas causas 
criminales, las que señalan los procedimientos 
en los consejos de guerra, y las que prescriben 
las formas de los negocios contenciosos de la Ad- 
ministración. En estas desviaciones de las re- 
gías generales, debe el legislador limitar la ex- 
cepción á lo que sea absolutamente necesario. 
Hacer otra cosa complicarla innecesariamente el 
derecho nacional, haría difícil su estudio y me- 
nos ilustrada su aplicación. Toda excepción que 
no sea indispensable, no puede ser justificada. 

Necesario es al jurisconsulto para poder llenar 
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bien la parte práctica de su profesión el estudio 
de la elocuencia forense, que, dando orecision, 
orden, claridad, fuerza y elevación á sus concep- 
tos, le capta la atención de los tribunales, y con- 
tribuye k producir en los que oyen la convicción 
á que aspira. 

CAPITULO XVI!. 

De la interpretación. 


COSTUMBRE. — DOCTRINA. — EQUIDAD. 

Por perfectas que supongamos las leyes posi- 
tivas , es imposible que de un modo decisivo ó 
terminante comprendan todas las cuestiones que 
la variedad de las necesidades, la actividad con- 
tinua de las transacciones entre los hombres, y la 
multiplicidad y extensión de sus intereses pro- 
mueven á cacla momento. Circunscritas á esta- 
blecer principios y reglas generales fecundas en 
consecuencias, y aplicables á los casos comunes, 
no pueden descender á los fortuitos y extraordi- 
narios. Aun en los que el legislador prevé, ocur- 
ren á veces pormenores que escapan á su pene- 
tración, ó que por su eventualidad ó su poca fi- 
jeza no deben ser comprendidos en su obra. Las 
mismas palabras de una ley, por precisas que 
parezcan, frecuentemente se prestan a diferentes 



sentidos, que solo el tiempo, los trabajos cientí- 
ficos, y mas que todo el interés opuesto de los 
particulares ponen en descubierto. El jurisconsul- 
to, estudiando el espíritu de la ley, y el magis- 
trado en la necesidad diaria que tiene de aplicar- 
la, son los que la suplen ó explican, viniendo por 
lo tanto á ocupar un lugar en el derecho los usos 
recibidos, las doctrinas generales y el prudente 
arbitrio de los juzgadores. 

Así es, que al lado de la ley vemos en todos 
los países cultos levantarse la interpretación , que 
con reglas fijas, con deducciones lógicas y con 
antecedentes reconocidos, quila la incertidumbre 


en los juicios, y sustituye á la razón y á los ins- 
tintos individuales del juez una razón general, 
una práctica constante, ó una doctrina científica- 
mente depurada. La interpretación de las leyes 
hecha dé esta manera fija lo dudoso, aclara lo 
ambiguo, suple io omitido, y á la vista misma 
deí legislador forma un depósito de tradiciones y 
de doctrinas que ilustran la conciencia del juez, 


y sirven de guia á los que litigan. En este senti- 
do ¡a interpretación es una necesidad , porque 
consiste en la recta inteligencia de las leyes. Pero 
cuando en lugar de contenerse en sus justos lí- 
mites, y de caminar en pos de la ley, algún in- 


térprete quiere sobreponerse á ella, cuando aban- 
donándose á sus propias inspiraciones pretende 
convertir en derecho sus ideas, sacando de qui- 
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ció las palabras para que sirvan á su propósito, 
cuando no busca el espíritu y la tendencia del 
legislador, sino que se envuelve en cuestiones 
sutiles, inútiles y ridiculas, entonces justifica 
por su parte los clamores que el abuso de la in- 
terpretación ha suscitado con frecuencia. 

Tres son las fuentes de que se deduce la in- 
terpretación : la costumbre, la doctrina y la 
equidad, 

La costumbre á que se dá comunmente el nom- 
bre de derecho no escrito , esto es, no promulgado, 
en lodos los países suple el silencio, la insuficien- 
cia ó la oscuridad de las leyes. Fundada en el uso, 
que es el legislador mas antiguo del mundo, ha 
precedido al derecho escrito, coexiste con él y lo 
sigue para esplicarlo, para ampliarlo, para auxi- 
liarlo , y hasta para corregirlo. Por esto general- 
mente se dice, que hay costumbre según , fuera 
y contra la ley. La primera es su gen ulna inter- 
pretación; la segunda su suplemento; la tercera 
su enmienda. 

Ei principio que da fuerza coactiva á las cos- 
tumbres según la ley ó fuera de la ley , no nece- 
sita mas explicación después de las doctrinas que 
dejamos expuestas. De esencia en iodos los países, 
si bien no tienen la voluntad expresa de la sobe- 
ranía en su apoyo, no puede cegárseles el consen- 
timiento tácito que les presta en el hecho de no 
anularlas con nuevas leyes. Mas popular, mas de- 
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moeratico es el principio en que fundaron los 
jurisconsultos romanos la fuerza de la costumbre 
contra la ley , y que el emperador Jüstiniano no 
tuvo inconveniente en tras i adar á su Di gesto. 
¿Qué importa, dice copiando al jurisconsulto 
Juliano, que el pueblo declare su voluntad con 
votos 6 con hechos (1)? Confesión importante en 
el príncipe que , en medio del desvanecimiento y 
las lisonjas de ios áulicos de Oriente, escribe en 
sus Códigos que no está obligado á cumplir las 
leyes, y eleva á esta alta esfera la voluntad del 
príncipe diciendo que el pueblo por la ley regia 
había traspasado sus poderes. 

La costumbre contra la ley tiene, pues, su 
fundamento en ser una ley tácita: y como toda ley 
posterior anula á la anterior en lo que le es con- 
traria, la costumbre contra la ley deroga la ley 
precedente, legitimando la continua repetición de 
actos, así como también la ciencia y paciencia 
del legislador que los permite, las primeras tras- 
gresiones. Esta doctrina es general en todos ios 
pueblos que tienen leyes anticuadas, no puestas 
en práctica hoy, y que la razón y los adelantos 
sociales hacen la ejecución imposible. A los que 
fundándose en argumentos especiosos, pretenden 
resucitar leyes que de hecho no existen, y des- 

(i) Quid ínter est , suffvetgió populus voluntatem suam 
declare t , an rebus ipsis el [aclis? (§ 1, lev 32, tít. Ilí, li- 
bro 1 del Díg|). 


conociendo la época en que viven , y llevando mas 
allá de los justos límites la veneración ciega á las 
leyes que pasaron , son de contraria opinión, con- 
testaremos solo abriendo nuestros códigos, ense- 
nándoles penas de sangre y fuego impuestas por 
í al tas iivianas , por delitos imaginarios, y á veces 
sin pruebas, y les preguntaremos si antes de la 
publicación del nuevo Código penal creían apli- 
cables esas leyes que solo estaban derogadas por 
la costumbre: la humanidad les arrancará la con- 
vicción que la razón en nuestro concepto es sufi- 
ciente á producir por sí sola. 

Dos son las formas diferentes bajo las cuales se 
presenta la costumbre: el uso del pueblo y la 
práctica de los tribunales. 

El uso , para llegar á formar costumbre ó de- 
recho consuetudinario, debe ser conforme á los 
principios eternos de equidad y de justicia, estar 
apoyado en el consentimiento tácito del legislador, 
contar muchos actos repetidos, y existir por él 
tiempo y forma establecidos en cada pueblo. 

Bajo el nombre de práctica de los tribunales 
comprendemos lo que suelen llamar los autores 
interpretación usual . La autoridad de la cosa juz- 
gada que constituye una ley individual en cada 
juicio, viene á convertirse en costumbre, y por 
lo lanío en ley general, cuando la repetición de 
sentencias semejantes en casos semejantes señala 
un modo unánime de entender la ley á ios que 
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están encargados ríe la administración de justicia. 
Mas difícil de fijar esta costumbre que la que di- 
mana del uso del pueblo, ha de ser formada en 
tiempos bonancibles y de justicia, no en momen- 
tos de facciones, de turbulencias y de tiranía, 
adoptada en los tribunales que sin ulterior recur- 
so conocen de las causas, porque de otro modo 
no podría decirse que tenia el carácter de gene- 
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ral idad y de ciencia del superior, y por último, 
si es antigua, debe ser examinada á la luz del 
espíritu de las leyes nuevas y de las reformas pos- 
teriores. Ya en otro lugar (1) hemos dicho que á 
esta práctica se la dá modernamente el nombre 
d e j urisp rude n cía . 

La segunda fuente de la interpretación es, se- 
gún hemos dicho, la doctrina que fija el derecho, 
examinando el espíritu de la ley cuando hay du- 
das en el modo de entenderla, suplirla y apli- 
carla. En ios tiempos en que los Césares se atri- 
buyeron el derecho exclusivo de hacer leyes, se 
reservaron también el de interpretarlas auténti- 
camente, fundados en que la aclaración del dere- 
cho en los casos dudosos correspondía al legisla- 
dor, que era el único que podía interpretar bien 
su intención. Así, al lado de las constituciones 
generales en que los emperadores establecían dis- 
posiciones extensivas á todos sus súbditos, había 


(1) En el cnpítulo IV, 
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constituciones particulares qué se limitaban á 
casos especiales pronunciando ellos misinos un 
juicio y contestando á los jueces que los consulta- 
bao. Estas contestaciones dieron origen á la ju- 
risprudencia de los rescriptos f sistema corruptor, 
manantial perenne de parcialidades é injusticias, 
inconciliable con lodos los principios, y radical- 
mente opuesto á ! a división armónica de los po- 
deres públicos en los Gobiernos representativos. 

De esto se infiere, que no podemos admitir la 
interpretación auténtica , esto es, la que dimana 
del mismo legislador. No le negamos la facultad 
de aclarar la ley que dio; creemos, por el con- 
trario, que es el único competente para hacerlo; 
pero esta declaración será una ley nueva que es- 
tablecerá principios generales, sin mezclarse en 
la decisión de mi negocio particular; será un ac- 
to de soberanía, no un acto de magistratura. 

No presenta tales inconvenientes la interpreta- 
ción doctrinal , que consiste en investigar ei ver- 
dadero sentido de las palabras de la ley, pene- 
trar en su espíritu, remontarse á las razones que 
la dictaron, examinar su relación con las demás 
leyes contemporáneas, y arrancar, por decirlo 
asi, el pensamiento del legislador de la oscuridad 
en que lo envuelven las palabras que lo expre- 
san. Esta es la tarea mas difícil, y al mismo 
tiempo la mas noble del jurisconsulto. De aquí 
se infiere que la doctrina de los jurisconsultos 
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dista lioy mucho de ia importancia que tuvo en 
Uoma, en que llegó á ser una de las fuentes del 
derecho escrito, facultad exorbitante cuyo resul- 
tado podría ser que, ideas y teorías repugnantes 
al espíritu de la ley, vinieran á sobreponerse á 
ella- Para llenar el jurisconsulto cumplidamente 
su misión, tiene que Mamar en su auxilio á la filo- 
logía y á la historia, ala legislación yá la filosofía. 

Esto ha dado lugar á la hermenéutica jurídica , 
que es la teoría de la explicación ó interpretación 
de la ley Exponiendo con método, claridad y 
precisión las reglas de la filosofía y de la lógica 
aplicables al derecho, enseña á descubrir el ver- 
dadero sentido de ías leyes, y el pensamiento 
que encierran las palabras que las forman. Dos 
distintos medios puede emplear e! jurisconsulto 
para llegar á este término: si solo aplica reglas 
gramaticales, la interpretación se llama grama- 
tical '. ; si entra en mas profundas investigaciones, 
examinando el enlace recíproco de las leyes y el 
espíritu é intención del legislador en 3a que co- 
menta, la interpretación es lógica. 

La interpretación gramatical tiene por objeto la 
apreciación del sentido accidental y variable de 
las palabras, examinándolas con relación á las 
ideas que la ley comprende y al uso del idioma en 
ese sentido. Las palabras por regla general deben 
ser consideradas mas en su acepción común que 
en su significado rigurosamente gramatical, los 


términos técnicos en la que las personas científi- 
cas ó artísticas ios usan, y las palabras ambi- 
guas y dudosas del modo que mas convenga á la 
naturaleza del asunto. En una ley ó canon que 
hable de prebendas eclesiásticas, la palabra pro- 
veer tendrá muy distinto sentido que en otra que 
hable de subsistencias; y la palabra servidumbre, 
que cuando se trata de las personas significa es- 
clavitud , representa una idea bien distinta cuan- 
do se aplica á las cargas reales que gravitan sobre 
fincas rústicas ó urbanas. 

La interpretación lógica, que conduce al juris- 
ta á la explicación de las leyes remontándose á 
sus orígenes, considerándolas á la luz de la razón 
y de la filosofía, y con relación á las demás leyes, 
á ias costumbres y á la tendencia de los siglos, 
supone un estudio preparatorio, concienzudo y 
profundo de la lógica , mas eficaz que las reglas 
fijas, que no darán nunca el fino tacto que pare- 
ce reservado á los que están acostumbrados á de- 
dicarse seriamente á la investigación de la verdad. 
Esta interpretación tan necesaria, como expuesta 
á abusos, á cuya sombra los intérpretes alguna 
vez destruyeron el espíritu de la ley, ó lo confun- 
dieron en medio de cuestiones absurdas y de su- 
tilezas, ha contribuido eficazmente al adelanta- 
miento de la ciencia, obligando á los jurisconsul- 
tos á entrar en estudios históricos y filosóficos, y 
acostumbrándolos á enlazar las doctrinas y bus- 
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car el encadenamiento de las máximas jurídicas. 
Fundándose en el principio de que el espíritu del 
legislador debe ser atendido tanto ó mas que sus 
palabras, han estudiado las ideas dominantes de 
cada época, los preámbulos de las leyes, Ja cone- 
xión que estas podían tener con las revoluciones 
morales y políticas, su mayor ó menor confor- 
midad coa los principios eternos de justicia, y han 
ampliado, restringido ó circunscrito la doctrina 
del texto legal. 

Por sentimientos de humanidad, de morali- 
dad y de justicia no se consideran extensivos á 
las leyes penales los principios que acerca de la 
interpretación doctrinal dejamos expuestos. La 
razón de analogía que en el derecho civil no ca- 
rece de peligros y de inconvenientes, es insoste- 
nible cuando se trata de delitos y de penas. Agré- 
gase á esto que el principal motivo de admitirse 
la interpretación, á saber, la imposibilidad que 
tiene ia ley de comprender todos los casos que 
bajo de diferentes formas diariamente se presen- 
tan, no es aplicable al derecho penal. En efecto, 
las acciones criminales, estando circunscritas á un 
circulo determinado, pueden ser comprendidas 
en la ley: todo lo que esta no prohíbe ó castiga 
es lícito; querer extender por inducción sus pe- 
nas, es, como dice elegantemente el célebre can- 
ciller Pacón, dar tormento á las leyes para ator- 
mentar á los hombres. Cuando se trata de la pro- 
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piedad ó de otros derechos civiles, la cuestión no 
puede quedar indecisa, porque uno debe ser el 
vencedor, otro el vencido en el juicio: si la ley, 
pues, no es suficiente , debe ser suplida; si es 
bastante, debe ser aplicada del modo mas con- 
forme á su espíritu. En las causas criminales, por 
el contrarío, no hay derechos indecisos; la socie- 
dad , representada por Ja ley, solo puede reclamar 
el castigo del que delinquió, y para que haya de- 
lito es menester que haya infracción. La induc- 
ción, pues, de un caso previsto á otro que no lo 
es, debe ser desechada. 

Con la hermenéutica está intimamente enlazada 
la crítica , porque para interpretar una ley es ne- 
cesario que su texto íntegro, y cada una de las 
palabras que lo componen, estén fuera de duda. 
Así es, que cuando por incuria ó por mala fé las 
leyes han sufrido alteraciones, lo primero que 
debe hacerse es tratar de restablecer su pureza 
primitiva: tarea tanto mas indispensable cuanto 
que proviniendo muchos documentos jurídicos de 
tiempos remotos, la ignorancia que predominaba 
en algunos siglos, intereses poderosos en otros, 
y en todos la negligencia de los copistas, ios han 
viciado frecuentemente. El conjunto de principios 
por los que se juzga de la autenticidad de estos 
textos, y que enseña el modo de restituirlos á su 
primer estado, constituye la ciencia conocida con 
el nombre de critica . 
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A veces, para apoyar el critico sus opiniones, 
se vate de conjeturas sacadas de ios mismos textos 
que examina; oiras, llama en su auxilio á la his- 
toria y á los monumentos contemporáneos. Los 
manuscritos y las impresiones antiguas son docu- 
mentos, en que con mayor provecho puede ejer- 
citarse la crítica. La antigüedad de los primeros, 
la materia en que están escritos, y los diferentes 
caracteres de sus letras contribuyen mucho á que 
pueda el crítico formar un juicio atinado en sus 
investigaciones. El estudio de la antigüedad, con- 
siderado con relación á las formas de la escritura, 
cuyo estudio se conoce bajo el nombre de paleo - 
grafía., y el de la diplomática , esto es, el de dis- 
cernir si los documentos y diplomas antiguos son 
verdaderos ó falsos, le son sino absolutamente 
necesarios, al menos muy útiles, poique no es lo 
mismo examinar las cosas con criterio propio, 
que tener que acudir al ajeno. En virtud, pues, 
de la crítica, si nosotros vemos un documento 
escrito en papel de algodón atribuido al siglo IX, 
ó en papel de hilo reputado como del siglo XI, no 
dudaremos de la bastardía de su origen, porque 
la primera clase de papel íué introducida en Es- 
paña por los árabes en el siglo X, y al segundo, 
generalizado en el siglo XVI, nadie dá mas anti- 
güedad que la del siglo XII. Las leyes nuevas no 
prestan tan ancho campo á las investigaciones de 
Va critica; sin embargo, la pureza del texto debe 
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ser siempre objeto de la diligencia del juriscon- 
sulto. 

« 

Guando la ley y la costumbre callan, cuando la 
interpretación doctrinal de los textos jurídicos no 
alcanza á suplir el silencio del legislador, es ne- 
cesario acudir á la equidad. La palabra equidad , 
de sentido poco determinado, únicamente signifi- 
ca en este lugar el recurso á los principios uni- 
versales de derecho en la insuficiencia de la ley y 
de la costumbre. A la sombra de la equidad los 
pretores extendieron en Roma de un modo extra- 
ordinario los límites de sujurisdiccion, y por me- 
dios indirectos vinieron ¿erigirse en legisladores. 
Afectando un respeto exterior á la ley, con ex- 
cepciones, con ficciones, con palabras nuevas la 
eludían y 3a ampliaban. Nosotros no podemos dar 
á la equidad una extensión incompatible con el 
respeto que se debe al derecho escrito, y que eon- 
ciuiria con virtiendo á los jueces en soberanos. Así 
solo admitimos ia equidad como la única guia que 
queda á los juzgadores para administrar justicia, 
cuando ni el texlo de la ley, ni los usos recibidos, 
ni el depósito de las doctrinas son suficientes á 
dirigirlo. 
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CAPITULO XVIII 


De los estudios auxiliares de la jurisprudencia. 


No es nuestro principal objeto hablar aquí de 
los conocimientos preparatorios y prévios al es- 
tudio de la jurisprudencia. Comprendidos entre 
nosotros bajo el nombre de segunda enseñanza 
no son considerados como peculiares al jurista, 
sino preliminares para todas las facultades llama- 
das mayores , y para las escuelas especiales, y 
complementarios de la educación general de las 
clases acomodadas. Necesarios á todas las perso- 
nas llamadas á ocupar algún lugar distinguido 
en la sociedad, contribuyen de un modo directo 
y eficaz á allanar el camino de la ciencia y á for- 
mar el jurisconsulto. Nosotros, pues, solo habla- 
remos de ellos en la parte que llaman especial- 
mente la atención de los que se dedican á la juris- 
prudencia. 

El conocimiento completo de los idiomas en 
que están redactadas las leyes es absolutamente 
indispensable para su inteligencia, y por lo tanto 
no puede el jurista dispensarse de un estudio 
profundo de las lenguas latina y castellana. Séa- 
nos licito aquí lamentarnos del triste estado de 
estas enseñanzas, y levantar nuestra voz, aunque 
con la convicción amarga de que no será bástan- 
le poderosa para vencer el interés mercenario de 
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muchos maestros, el cariño poco ilustrado de 
algunos padres, y la natural tendencia de la pri- 
mera juventud á rehuir lodo lo que le parece di- 
ficultoso. Dedicados por muchos años al magiste- 
rio público hemos visto acudir á las universida- 
des con objeto de estudiar las leyes de Roma á jó- 
venes que ignoraban el idioma en que estaban 
escritos su texto y sus doctrinas, y ser para ellos 
estériles las vigilias que una segunda enseñan- 
za bien dirigida hubiera hecho fecundísimas. Na- 
da mas diríamos, si no tuviéramos que combatir 
una preocupación común, extensiva por desgracia 
á muchos hombres instruidos, que creen perdi- 
do el tiempo que emplean los jóvenes en apren- 
der una lengua muerta, como si muchos no la 
necesitaran para profesar algunas ciencias que 
indispensablemente la requieren. Ya que por no 
ser de nuestro objeto, no nos detengamos á ha- 
blar de la influencia y necesidad del estudio 
de las lenguas sabías, considerándolas con rela- 
ción á la literatura, á la historia y á la ci- 
vilización del mundo, y á demostrar cuán per- 
nicioso abuso es empezar á estudiar las fa- 
cultades mayores en una edad en que la razón 
no está suficientemente desarrollada, causa prin- 
cipal de la mala preparación para ellas, no de- 
bemos omitir que los que creen que puede 
prescindiese del idioma latino para conocer á 
fondo el derecho romano y el canónico, igno- 
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ran su mecanismo, reniegan de la historia, 
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parecen absolutamente extraños á la inmensa li- 
teratura jurídica que enriquece al mundo, y 
olvidan que son muy pocos los escritores na- 
cionales que no han hablado en latín, aun para 
explicar nuestras leyes propias. Ya que por fa- 
talidad no existe hoy una lengua universal, vín- 
culo común que una á los sabios de todos los 
países, á lo que en gran parte debe atribuirse 
que el desarrollo científico de la jurisprudencia, 
no sea hoy entre nosotros proporcionado á sus 
trabajos prácticos, no privemos á la juventud de 
aprovechar los tesoros que los siglos han ido 
amontonando. 

Pero la lengua latina pasó por una decadencia 
sucesiva que, en los siglos medios degeneró com- 
pletamente de su pureza y elegancia, y en este 
estado de degradación del lenguaje, tenemos es- 
critas muchas leyes, especialmente en las provin- 
cias en que hay dialectos Iemosines, en las cua- 
les hasta en muy recientes tiempos se ha emplea- 
do el latín mas ó menos bárbaro, para los docu- 
mentos públicos. Solo esto basta para compren- 
der toda la importancia del conocimiento de lo 
que se llama baja latinidad. 

Aunque muy conveniente para el jurista el es- 
tudio de la lengua griega, porque en ella se escri- 
bieron originalmente las novelas de Justiniano, y 
especialmente si quiere dedicarse al estudio del 
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derecho bizantino ó greco-romano, no nos atre- 
vemos á considerarlo como necesario. Pero de 
VhIos modos nos parece que e! cultivo del latín y 
el griego, producirá en los juristas que á él se 
dediquen con esmero, la gran ventaja de herma- 
nar los estudios literarios con los jurídicos. Con- 
viene tener en cuenta que la inferioridad de la 
escuela de los glosadores, se debe en su mayo 
parte al divorcio que existia entre las bellas letras 
y el derecho, y que su armonía y amigable con- 
sorcio elevaron á tan grande altura á los juris- 
consultos del siglo XVI y mantienen los estudios 
clásicos de derecho en el apogeo á que han llega- 
do en diferentes países. 

En el mismo idioma patrio necesita el jurista 
hacer estudios mas profundos que aquellos que le 
serian suficientes para otras carreras. No le bas- 
ta, pues, ese conocimiento de la lengua castellana, 
que infiltrado en la cuna y algún tanto perfeccio- 
nado en la primera y segunda enseñanza, le seria 
suficiente para otras profesiones: debe estudiarla 
en su índole, en sus etimologías y en todo su des- 
arrollo. La falta de este estudio puede hacer caer 
al jurista en gravísimos errores, ya por no com- 
prender el texto de algunas leyes, ya por no ex- 
presarse con la claridad, precisión y propiedad 
que se requiere en ios escritos y en las alegacio- 
nes forenses. Ni le es suficiente el conocimiento 
del idioma en su estado actual, sino también en 
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el de los siglos anteriores: gran parte de nuestras 
leyes están escritas en lenguaje antiguo, difícil de 
ser comprendido por los que no lucen un estudio 
concienzudo y especial sobre él, para lo cual no 
basta aprenderlo bajo el aspecto gramatical, sino 
también bajo- el lexicográfico. 

Para el conocimiento de las legislaciones fera- 
les que en parte se hallan escritas en los dialec- 
tos de las provincias, para que se dictaron, hace 
también falta su conocimiento. 

Util, por último, es al jurista, el conocimiento 
de los idiomas de ios pueblos que hoy se distin- 
guen mas por sus trabajos cien tilicos en la legis- 
lacio'niy en la jurisprudencia, y entre los cuales 
el aleman nos parece que debe ser especialmente 
recomendado. 

El estudio general de la historia, que ponién- 
donos en relación con ló que fué, nos presenta 
las cosas bajo sus diferentes fases, dando así ex- 
tensión, libertad é imparcialidad á nuestros jui- 
cios, es sumamente provechoso al jurista, que de 
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este modo se prepara mejor para la adquisición 
de los conocimientos históricos que especialmente 
necesita. La historia es la física experimental de 
la legislación según la expresiva y oportuna frase 
de un célebre jurisconsulto (1), porque ios pro- 
gresos jurídicos délos pueblos están íntimamente 


(i) Portáis. 
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ligados con las vicisitudes por que han pasado en 
la serie de los siglos. Al estudio, pues, de la histo- 
ria del Derecho romano, canónico y español, debe 
preceder el de la historia general del pueblo ro- 
mano, de la Iglesia y de España, 

Nada hablaremos de la filosofía considerada en 
las diferentes partes que comprende: la ciencia 
sublime destinada á abrazar la existencia y e! des- 
tino del hombre, sus acciones y sus ideas, por sí 
sola manifiesta su importancia. Al hablar del de- 
recho natural y de la interpretación, hemos toca- 
do, aunque ligeramente, algunos de los puntos 
que llaman la particular atención del jurista. 

Pero viniendo á nuestro especial propósito y á 
los estudios que mas inmediatamente están liga- 
dos con el derecho , desde luego se nos presenLa 
en primer término su historia. El conocimiento 
de ella, al mismo tiempo que nos auxilia para la 
inteligencia y aplicación de los textos existentes, 
nos hace aprender las instituciones que hau pa- 
sado, y nos las presenta para la imitación, para 
ía crítica ó para el ejemplo. Bajo el primer punto 
de vista el estudio de la historia del derecho es de 
absoluta necesidad, porque el derecho en todos 
los países se ha formado históricamente, y solo á la 
luz de la historia puede ser suficientemente expli- 
cado y comprendido. El estudio, pues, de la his- 
toria del Derecho romano, español y canónico, 
es indispensable, estudio que no debe limitarse á 
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referir simplemente las instituciones que han es- 
tado en observancia, sino elevarse á sus causas, 
manifestar su necesidad y su sucesivo desenvolvi- 
miento en perfecta consonancia con el de la civi - 
zacion y con el desarrollo del espíritu humano. 

Pero la historia del derecho no será por sí tan 
eficaz como su importancia exige, si no va prece- 
dida ó acompañada al menos, de la general del 
pueblo á que se refiere; porque no basta fijar la 
atención en los hechos particulares que mas ó 
menos inmediatamente han influido en las rela- 
ciones jurídicas, sino también examinar el carác- 
ter general de la nación y de la época, sus cos- 
tumbres y revoluciones religiosas, civiles y socia- 
les, que tanto han contribuido al cambio ya rápi- 
do, ya lento, de las leyes. Así, la historia gene- 
ral de Roma, de España y de la Iglesia serán un 
auxiliar poderoso para las del derecho romano, 
español y canónico. 

La historia del Derecho puede ser externa ó in- 
terna : división que, mas que para significar dos 
partes diferentes de la misma ciencia, sirve para 
señalar dos aspectos distintos en el modo de tra- 
tarla. La historia externa se refiere principalmente 
á las causas que han producido los cambios en las 
instituciones de los pueblos, y comprende la his- 
toria del poder legislativo, la de la literatura ju- 
rídica, y la de las instituciones que han contri- 
buido á la perfección del derecho. La historia in- 
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terna hace relación á los mismos cambios, esto es, 
á la alteración que las reglas del derecho han su- 
frido, y al efecto que esto ha producido en las 
teorías jurídicas. Al estudio de la historia interna 
se da frecuentemente el nombre de antigüedades . 
Nosotros aconsejamos á los jóvenes que procuren 
que el estudio de la historia externa preceda al 
del derecho, y se dediquen con especial diligen- 
cia á unir el de la interna á cada una de las di- 
ferentes teorías que la forman. 

No hay persona, por privilegiada que sea su in- 
teligencia , que abandonada á sí misma pueda con 
solo los textos de la ley llegar á comprenderla en 
todas sus relaciones. Para conseguir esto, nece- 
sario es tener conocimiento de los jurisconsultos 
mas célebres que nos han precedido, no para leer- 
los y estudiarlos en todas sus obras, lo que seria 
imposible, sino para consultarlos, cuando la ne- 
cesidad ó la conveniencia lo aconsejen. De aquí 
dimana la utilidad de la literatura jurídica. A sn 
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falla de conocimiento se debe que algunos juris- 
tas caigan á veces en el ridículo pudiéndose decir 
de ellos lo que decía Dionisio Gothofredo, que 
hay quienes si en una reunión de doctores oyen 
el nombre de un jurisconsulto antiguo, creen que 
se refiere á algún pez ó á algún manjar. En la his- 
toria literaria del derecho se aprende ei desenvol- 
vimiento de la ciencia y la influencia que en ella 
han ejercido los escritos de los jurisconsultos, sus 
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doctrinas y sus escuelas. Intimamente unida está 
á la historia literaria 6 por mejor decir es una 
parte de ella la biografiado los jurisconsultos, en 
que se hace mención de su vida pública y priva- 
da, de la escuela á que pertenecieron, de sus es- 
critos, de la impulsión que sus libros dieron ala 
ciencia, de su mérito relativo y del camino que 
recorrieron para trasmitir su nombre á la poste- 
ridad. 

Pero no bastan los conocimientos positivos al 
jurista para todas las necesidades que debe satis- 
facer, Llamado comunmente á participar del ele- 
vado cargo de hacer leyes, es menester que ad- 
quiera la instrucción necesaria para ello. Estos 
conocimientos están comprendidos bajo el nom- 
bre de ciencia de la legislación ó de la política , si 
bien debemos añadir que estas dos palabras no 
son siempre sinónimas, sino que frecuentemente 
se emplean, ia política para designar la parte de 
la ciencia legislativa que hace relación á los prin- 
cipios fundamentales de ios pueblos, y la legisla- 
ción para designar la que se refiere á los de dere- 
cho privado. El fin de esta ciencia, de que hemos 
hablado sucintamente en el capítulo IV, es ense- 
ñar cómo deben formarse las leyes para proteger 
de la manera mas eficaz los derechos civiles de 
los ciudadanos y proveer al bien público. Desar- 
rollada extraordinariamente en los últimos tiem- 
pos, ha dado lugar á diferentes teorías, de las que 
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muchas no tienen aun el apoyo de la experiencia, 
y que exigen por lo tanto el mayor cuidado en sn 
aplicación. 

Bajo la palabra genérica de ciencia de la legis- 
lación hemos comprendido también la que con el 
nombre de economía política ó social ha venido á 
constituir una ciencia separada. Esta tiene por 
objeto examinar los medios de desarrollar la ri- 
queza pública y ia particular, considerando bajo 
este aspecto los principios, las leyes y las relacio- 
nes de los individuos y de ios pueblos. Nacida, 
puede decirse, en el siglo último, ha hecho ya 
considerables progresos, y ha contribuido a des- 
terrar errores funestos á los pueblos, porque se- 
caban en su origen la producción de la riqueza. 

Auxiliar poderoso cleí estudio de la ciencia de 
la legislación es el derecho comparado ó la legis- 
lación comparada, porque la observancia de las 
leyes de las diferentes épocas y de ios diversos 
países nos eleva á considerar con mas imparciali- 
dad y amplitud las de nuestra propia patria. Ma- 
nantial f 3 cundo de investigaciones históricas, nos 
hace conocer que generalmente los pueblos han 
seguido un mismo camino en su desarrollo jurí- 
dico, y que las mismas causas, por lo común, han 
producido en todas partes efectos semejantes. Asi 
vemos que dó quiera la jurisprudencia se presen- 
ta primitivamente envuelta en símbo os y misie- 
rios; que á los privilegios de razas y de castas su- 




cede lentamente la igualdad; que la influencia de 
los vínculos de familia es menor, conforme va lo- 
mando fuerza el poder público; que en los con- 
tratos, el principios de la voluntad sustituye al de 
las sutilezas; que á las venganzas particulares 
reemplaza la acción solemne de la justicia; y que 
el derecho penal, espiritualizándose cada vez mas, 
va perdiendo con la civilización el carácter de ru- 
deza y de barbarie que primitivamente le dislingia. 


Entre los estudios auxiliares del derecho, 
cuentan muchos á la medicina legal. Fundan su 
opinión en que es necesario al juez fijar la exac- 
titud de los hechos antes de proceder á juzgar- 
los, y que ya que otros conocimientos, por su 
vaguedad ó incoherencia no puedan constituir por 
si un cuerpo de doctrina, no debe omitirse el es- 
tudio de la medicina y de la química en la parte 
quemas inmediata relación tiene con la adminis- 
tración de justicia. Nosotros, que conocemos su 
utilidad no solo bajo este aspecto, sino aun mas 
bajo el que. afecta á la Administración y al Go- 
bierno, no creemos que es tan necesario como los 
demás de que hemos hecho mención. Fuera de 
que la parte mas esencial de él puede aprenderse 
incidentalmente en los diversos tratados deí dere- 
cho, la necesidad que tiene el juez y los que de- 
ducen en juicio sus pretensiones de arreglarse á 
los reconocimientos y declaraciones de los peri- 
tos en las ciencias médico-quirúrgicas, viene & 
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hacer en gran parte inútiles sus propias observa- 
ciones. 

CAPITULO X!$. 

De la progresión científica del derecho. 


Los principios, las teorías que hasta aquí he- 
mos indicado, trazan, aunque sucintamente, la 
progresión lenta y sucesiva de la jurisprudencia. 
Para completar el cuadro que nos propusimos, 
creemos conveniente añadir acerca de sus adelan- 
tamientos en los diferentes siglos bajo el aspecto 
puramente científico, algunas indicaciones que 
puedan servir de introducción al estudio de a his- 
toria general del derecho al mismo tiempo que al 
de su bibliografía y al de la biografía de ios ju- 
risconsultos. 

De las doctrinas que dejamos fijadas al hablar 
del derecho natural, de las costumbres y de las 
leyes, aparece suficientemente que ei derecho exis- 
te primero en la naturaleza, porque hay ciertas 
relaciones jurídicas universales aconsejadas por el 
sentimiento interior que en lodos los países, en 
todas las épocas, en todos los grados de civiliza- 
ción, y bajo todas las formas de gobierno, se pre- 
sentan con un mismo carácter de justicia y de in- 
terés general; se infiere también que las costum- 
bres y las leyes de los diferentes pueblos vienen 
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sucesivamente á modificar, explicar, extender 6 
restringir estas relaciones generales; y por últi- 
mo, que la observación, la experiencia y la com- 
paración de lo que ha sido, de lo que existe, de 
lo que es conveniente y de lo que debe evi- 
tarse, de lo que es justo y de lo que no lo es, vi- 
nieron á crear la ciencia, que utilizando los pre- 
ceptos de la razón y los ejemplos de la historia, 
ha sido el objeto de las tareas de tantos varones 
esclarecidos. Asi podemos decir, que el derecho 
tiene su base en la naturaleza, su aplicación y 
desenvolvimiento en la historia, y su esplritua- 
lismo y su filosofía en la ciencia; y por lo tanto, 
que al lado de su principio racional, tenemos el 
elemento histórico y el elemento científico. 

No es nuestro propósito entrar en investiga- 
ciones minuciosas acerca del aspecto primitivo de 
la sociedad y de las leyes; bástenos ahora traer á 
la memoria, que en otro lugar hemos conside- 
rado á la sociedad como hija de la familia, reci- 
biendo de ella sus inspiraciones , sus hábitos y 
sus tradiciones. Mas ajeno aun á nuestro objeto 
seria tratar de seguir la cronología de los legisla- 
dores de los diferentes países, y tomar parte en 

las contiendas en que el amor propio de los pue- 

«• 

blos los lanzara, disputándose la prioridad. Nos- 
otros para considerar el origen de los progresos 
de la ciencia, acudiremos solo al punto de par- 
tida del derecho en las naciones modernas, al De- 


recho romano (t), planta criada, crecida y ma- 
durada en Italia, y no importada de otras legis- 
laciones extrañas , como muchos historiadores 

han pretendido al tratar oe las leyes de las Doce 
Tablas. 

En Roma , como en todos los pueblos antiguos, 
el derecho, al reflejar de la Familia en la socie- 
dad, ¿e pj esenta bajo el modesto aspecto de creen- 
cias j de costumbres, tomadas de los Latinos, 
Sabinos, y principalmente de los Etruscos, pue- 
blo el mas rico, floreciente é ilustrado de cuantos 
contribuyeron á la fundación de la ciudad. Deja- 
das, pues, las fábulas que con las galas de la 
poesía han venido á incrustrarse en la historia, 
encontramos muy pocos vestigios de las leyes de 
la primitiva monarquía, y estas relativas general- 
mente á los cambios políticos motivados por el 
acrecentamiento del pueblo, y á escasos puntos 
de derecho privado. Dividido el Estado en dos 
grandes órdenes, tan separados, que hasta eran 
imposibles los vínculos entre ellos, todo lo mo- 
nopolizaba el patricio, que, ejerciendo exclusiva- 
mente e! ministerio sacerdotal, tenia en sus ma- 
nos también la administración de justicia ligada 
entonces intimamente á la religión y á las cere- 
monias del culto. Los jurisconsultos en aquel 

(1) No nos proponemos trazar la historia de] Derecho re- 
mano, y así solo hablaremos do algunos puntos cardinales que 
son necesarios para indicar el aspecto científico del derecho» 
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tiempo eran anos meros custodios de los actos 
simbólicos y de las fórmulas rigurosas y austeras, 
cuyo conocimiento y práctica constituían su pro- 
fesión. 

Las leyes de las Doce Tablas, publicadas las diez 
primeras en el año 303 de la fundación de Roma, 
vinieron á alterar este orden de cosas. En ia ma- 
nía o ue hoy tenemos de querer presentar los acon- 
tecimientos de los pasados siglos á la luz de las 
ideas dominantes, se lia querido atribuir su forma- 
ción á la falta de un código completo que diera sa- 
tisfacción á las exigencias de aquella época; pero 
á los ojos de ia historia y de la crítica, la publica- 
ción délas Doce Tablas significa una revolución 
política, la fusión de dos castas diferentes y de 
opuestos intereses en un solo pueblo, la procla- 
mación del principio de igualdad legal, y la des- 
trucción del monopolio de la administración de 
justicia, que quedó desde entonces emancipada de 
las funciones sacerdotales y de los ritos religiosos. 
Esta es la fuente venerable del derecho público y 
privado de los romanos, que hoy no poseemos 
mas que por algunas citas de los antiguos escri- 
tores, á pesar de los esfuerzos que han hecho 
muchos sabios para restaurarlas. 

Mas por avanzado que fuera este paso, aun 
conservó el Derecho romano por largo tiempo ei 
carácter sombrío de su rudeza y rigor primitivo, 
sin embargo de que muchas de sus leyes y el 
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edicto del pretor vinieron á modificarlo y á pre- 
parar el camino que la jurisprudencia y ei Impe- 
rio debían recorrer hasta su termino. Pero el ca- 
rácter de universalidad á que se elevó el Derecho 
romano, tuvo su inauguración en ei estableci- 
miento del pretor para los extranjeros. El pue- 
blo, que antes solo tenia con los que no eran ro- 
manos las relaciones que producían i a guerra y 
el cautiverio, después de haber vencido á los ha- 
bitantes del Lacio, y extendido á este país su do- 
minación, tuvo que otorgarles algunos derechos 
y administrarles justicia, aplicando á sus relacio- 
nes otras reglas que las que estaban en observan- 
cia entre los ciudadanos. De aquí provino entrar 
en investigaciones acerca de los principios adop- 
tados en otros pueblos, que sucesivamente debían 
filtrar en el Derecho romano, y darle una exten- 
sión y una generalidad de que antes carecía. El 
derecho de gentes, que, en su nomenclatura 
significaba las relaciones jurídicas universales 
reconocidas en todos ios pueblos, vino á mez- 


clarse con el derecho civil, esto es, con las rela- 
ciones peculiares entre los ciudadanos romanos, y 
los preceptos de uno y otro derecho empezaron á 
confundirse. A la propagación de estos principios 
contribuyeron eficazmente los pretores, mitigan- 
do con la equidad ei rigor de la ley escrita, al 
mismo tiempo que los jurisconsultos procuraban 
■que no desapareciese ei derecho antiguo. Así el 
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Derecho romano, ya guardando, ya abandonan- 
do, aunque lentamente su primitivo carácter na* 
cional, y pasando á principios mas altos y gene- 
rales, se preparo para ser trasportado á otros 
pueblos y dominar al mundo. 

Antes de Cicerón, escasa y casi impercepti- 
ble es la literatura jurídica de los romanos: las 
obras de Flavio y de Eíio correspondientes á 
los siglos Y y Yí de la fundación de Roma, no de- 
bieron ser mas que una especie de formularios 
desprovistos del carácter científico que basta los 
últimos tiempos de la República no se asoció 
á la jurisprudencia. Entonces la cultura griega y 
la filosofía estoica, que era ia que profesaba la 
mayor parte de los jurisconsultos, contribuyeron 
de un modo eficaz á purificar y moralizar los prin- 
cipios é infundir en el derecho el espiritualismo 
que siempre le distinguió. Servio Sulpicio Rufo, 
discípulo de Quinto Mudo Seévola, que según 
Cicerón era el primer orador entre los juriscon- 
sultos, y el primer jurisconsulto entre los orado- 
res, dió un grande impulso á la ciencia, y contri- 
buyó en primer término á que fuera el estudio fa- 
vorito de la época. 

Nuestro propósito nos impide recorrer el ancho 
campo que se abre á la vista, en el que se pre- 
sentan tantos hombres ilustres por su talento y 
por su doctrina, que desde- esta época ilustran Ios- 
anales de la ciencia. Cultivada con grande ardor 
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en los primeros siglos de la era cristiana, y per- 
feccionada por las investigaciones filosóficas y por 
la oposición de las escuelas de Próculo y de Sabi- 
no, fue sucesivamente progresando hasta el impe- 
rio de Alejandro Severo. A esta época tan glorio- 
sa paia la ciencia pertenecen los nombres de Ga- 
yo, de Papiniano, de Ufpiano, de Paulo y de Mo- 
destino, que, por método diferente del que des- 
pués lian seguido los jurisconsultos, enseñaban á 
aplicar principios generales á casos particulares, 
siendo para ellos la ley escrita mas que origen de 
derecho, el camino que los conducía á investigar- 
nones científicas. Rindamos un tributo de admi— 

► ación y gratitud á la memoria de los grandes 
hombies, cuyas doctrinas, á pesar del trascurso 
ce los siglos y de la barbarie de la edad media, 
enlazan nuestra época con la remota en que vivie- 
ron, y lamentemos la fatalidad de que los eminen- 
tes jurisconsultos de los días de Caracalla y de 
Alejandro Severo no tuvieran imitadores. 

En el siglo III empezó ya Ja decadencia de los 
estudios jurídicos, y aunque se erigieron escue- 
las públicas para enseñar el derecho, callaron los 
oráculos que por tantos años habían ilustrado la 
ciencia, dejándonos en legado los monumentos de 
su genio, de su saber y de su experiencia. Ni la 
última parte de este siglo ni los dos siguientes 
eran á propósito para los progresos científicos: 
así vemos que, limitados los juristas á hacer uso 
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de la antigua literatura, daban en la práctica á 
las máximas de los jurisconsnltos de la edad clá- 
sica la misma fuerza que, viviendo ellos, habían 
obtenido sus respuestas. Poco dispuesto el siglo á 
investigar profundamente la autoridad racional de 
las encontradas opiniones de los jurisconsultos, 
recibió en una constitución imperial de Valen ti- 
niano III la regla del valor y la preferencia res- 
pectiva que debia dar á sus opiniones. 

Infecunda esta época para el adelantamiento 
del derecho bajo su aspecto puramente cien- 
tífico, vio grandes acontecimientos que influ- 
yeron de un modo considerable en la legislación, 
y que han dejado huellas permanentes. La adop- 
ción del Cristianismo por el emperador Constan- 
tino á principios del siglo IV, la traslación de la 
silla del imperio á la antigua Bizancio, las colec- 
ciones de las constituciones- imperiales publicadas 
sucesivamente con los nombres de Códigos Grego- 
riano , Hermogeniano y Teodosiano, y la invasión 
de los bárbaros en las provincias del Imperio, son 
hechos de grande importancia para la legislación, 
pero en que no nos detendremos, porque no afec- 
tan inmediatamente al aspecto puramente cien- 
tífico, que es el de que tratamos. Solo si obser- 
varemos que de esta época arrancan las compila- 
ciones de las leyes romanas arregladas por los 
bárbaros en sus establecimientos europeos: el 
edicto de Teodor ico , rey de los Ostrogodos, pu- 



blicado en Italia en el ano 500, el Breviario de 
Aladeo, ó la Ley romana de los Visigodos en 506, 
y el Código Papiano ó Ley romana de los Borgo- 
nones en 517, están compuestos de las leyes de 
los antiguos jurisconsultos y de constituciones dei 
Código Teodosiano. 

A Jusíiniano I estaba reservada la gloria de 
publicar una obra legal completa para e! Imperio 
de Oriente en tos años 533 y 534, por enyo me- 
dio se introdujeron después en Europa el derecho 
y la civilización romana. Sin entrar en el exárnen 
de esta célebre compilación, cumple á nuestro 
propositó manifestar aquí, que por su carácter 
científico es el primer monumento que se presenta 
en la historia jurídica de! mundo. 

Si trazáramos en este lugar la historia general 
del derecho siguiendo el orden cronológico, de- 
beríamos demostrar que, á pesar de la invasión 
y dominación de los bárbaros, y de que muchas 
de sus costumbres vinieron á incorporarse en las 
leyes de los pueblos subyugados, el Derecho ro- 
mano, ya proscrito terminantemente, ya tolerado, 
ya ejerciendo una influencia saludable, nunca pe- 
reció del todo, si bien se conservaba únicamente 
con el carácter de la ley de los vencidos: convie- 
ne, sin embargo, que dejemos sentado este hecho 
que tanto contribuyó después á sn renacimiento. 

El siglo XII debia presentar un fenómeno úni- 
co en la historia, tal era la resurrección de las 
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leyes de un pueblo borrado ya del mapa político, 
que se elevaba, no solo para dominar de nue- 
vo al mundo, sino piara constituir una ciencia 
social. Nosotros sin detenernos en el mayor ó 
menor valor de los documentos históricos en que 
se funda el hallazgo de las Pandectas de Amalíi, 
' ni en la influencia que pudo tener eu el entusias- 
■ mo científico con que renació el estudio del De- 
recho romano, seguiremos el camino que nos pa- 
rece debió conducir gradualmente á este resulta- 
do. Dejaremos aparle la literatura jurídica griega 
posterior ai I m p er i o de J u s ti n ia no, q u e m u y poca 
ó ninguna influencia tuvo en el renacimiento y 
en la dirección de los estudios de la Europa mo- 
derna. Las conquistas de Belisario y de Narses, 
la destrucción del reino de los ostrogodos en 554, 
la reducción de la Italia á la obediencia de los em- 


peradores de Oriente, y la creación del exarcado 
de Rávena, introdujeron en Occidente las leyes 
de Justiniano, que á pesar de las conquistas su- 
cesivas de los lombardos y de los francos, nunca 
llegaron á desaparecer totalmente. Estos restos 
en el siglo XI debieron preparar el camino a la 
fundación de las escuelas de Boma y de Rávena. 
que pueden ser consideradas como precursoras de 
la célebre de Bolonia, viniendo de este modo á 
renacer la cultura del derecho en el país á que 
debía su nacimiento. 

La escuela de Bolonia inauguró una nueva 
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época para la ciencia: entre sus profesores se dis- 
tingue Ir n irlo (1), que dio un grande impulso á 
la dirección de los estudios jurídicos, y que pre- 
paró la dictadura intelectual que habla de ejer- 
cer. Las circunstancias le auxiliaban en su em- 
presa: la vida activa, las necesidades nuevas, la 
extensión del comercio, la multiplicación de las 
transacciones de los pueblos lombardos, lodo ha- 
cia insuficientes las leyes de los bárbaros, mez- 
quinas en el movimiento general de la época, y 
allanaba el camino por donde debían venir las ri- 
quezas del Derecho romano. 

En esta época nació la escuela de los glosado- 
res, que á imitación de Irnerio, comenzaron con 
interliuaaciones á interpretar una palabra por otra 
y después á poner glosas, ya marginales, esto es, 
notas al margen, ya al pié de lo interpretado, las 
cuales contenían algunas cortas frases referentes 
á la doctrina ó á la gramática para explicar los 
pasajes oscuros, viniendo á ser una especie de 
comentario. Estos trabajos los alentaron á hacer 
otros mas atrevidos é importantes, que denomi- 
naron sumas, aparatos, casos, brocárdicos, ór- 

( i) Al hablar de los jurisconsultos , no nos proponemos en 
este capituló exponer su biogralía , ni examinar sos trabajos, 
ni presentar c! cuadro do los que en caifa época florecieron, 
tarea que no cabe ni en el objeto, ni en los límites do nuestra 
obra; querernos solo hacer ligeras indicaciones de los que en 
cada siglo han contribuido en primer término á los progresos 
de la ciencia y á la dirección de los estudios jurídicos. 
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dilles de Sos juicios, distinciones, cuestiones, 
disputas, ó á que dieron otros títulos seme- 
jantes (1). 

Grandes son los servicios á que les somos acree- 
dores; su amor á la ciencia, su actividad, la 
independencia desús ideas no pueden oscurecer- 
se por sus errores literarios é históricos; el De- 
recho, merced á sus desvelos, de un arte práctico 
pasó á ser una ciencia teórica, y sus estudios y 
su saber, llamando á Bolonia á una juventud 
ardiente y entusiasta, difundieron por toda Eu- 
ropa los conocimientos que mu toaban de los pri- 
meros sabios de la época. 

Las universidades por este tiempo empezaron 
á florecer y á ejercer un grande influjo en el 
movimiento intelectual: necesarias entonces, por- 
que la falla de libros hacia que casi toda la ense- 
ñanza debiera ser oral, dejaron toda la indepen- 
dencia y toda la libertad convenientes para que 

(i) Llamaban sumí? á Jas indicaciones generales sobre tí- 
tulos del Cuerpo de! Derecho; aparatos á las glosas expuestas 
en forma de comentarios; casos á las colecciones de diferen- 
tes casos prácticos ya reales, ya supuestos á que aplicaban el 
derecho; brocárdicos (breearda , Ivocardtca ó brocardi ) á 
las colecciones ele adagios jurídicos; orden de los juicios ( or - 
diñes judiciorum) á los tratados de procedimientos. 

Las distinciones, cuestiones y disputas debieron su origen 
á las discusiones y controversias orales á que se mostraban 
tan alectos y que ya se llamaban sabatinas, ya dominicales, se- 
gún el dia de la semana en que se celebraban, denominacio- 
nes que en las escuelas españolas han durado hasta nuestros 
dias. 
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el talento y el genio pudieran desarrollarse: en- 
nobleciendo el saber, igualando a los hombres 
sabios con los de alto nacimiento por la institu- 
ción de los grados académicos, contrapusieron 
el principio científico al principio feudal, la sabi- 
duría á la fuerza, la justicia á la opresión: así los 
hombres de la ciencia, nivelados con los que se 
ilustraban en las empreses guerreras, se prepara- 
ron á ser sus dominadores. 

Por espacio de mas de urt siglo (i) cada dia 
fueron mayores los progresos de la ciencia. Con- 
tribuyeron á aumentarlos la multitud de glosado- 
ras, la libertad de sus opiniones y las disputas 
que los dividían: estos trabajos nos han sido 
trasmitidos por Acursio, que los compiló y publi- 
có añadiendo los suyos propios en el siglo XH1 
con gran crédito de su nombre y admiración de 


sus contemporáneo! (2). 

Mas el derecho romano no fué el único orácu- 
lo jurídico en la época del renacimiento: á su la- 
do se elevó el canónico, que si bien no podía ha- 
cer valer iguales pretensiones científicas , las 
tenia mayores de autoridad. Conveniente creemos 


(1) trueno, fundador de la escuela de ios glosadores, murió 
en H40, y Odofredo, quefacel úl limo jurisconsulto ¡mpertan- 
te de ella, en 1207. 

(2) Algunos proferían la glosa de Acursio al texto comen- 
tado, y lo decían sin rodeos: malo pro me glosam quátn 
textum. 
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recordar aquí lo ya indicado acerca de su intro- 
ducción. El cristianismo; habiendo creado nuevas 
relaciones jurídicas, tuvo necesidad de establecer 
reglas que las definieran : perseguido en los pri- 
meros siglos de nuestra era, no podía acudir á las 
autoridades temporales para que resolviesen las 
contiendas que se elevaban entre sus miem- 
bros en ios asuntos relativos á la sociedad ecle- 
siástica; de aquí dimanó que se decidieran en el 
seno mismo de la Iglesia. Abrazado el cristianis- 
mo por Constantino, las leyes mantuvieron y fa- 
vorecieron la terminación de los litigios por me- 
dio de árbitros, con arreglo al consejo del após- 
tol San Pablo, viniendo asi ios obispos á ejercer 
muy frecuentemente Jurisdicción en ios mismos 
negocios meramente civiles. Jusiiniano después 
eximió á Sos clérigos de la autoridad de los jueces 
civiles en materias temporales, y así sucesivamen- 
te fue ensanchándose la esfera de la jurisdicción 
eclesiástica, y tomando el carácter general que 
llegó á tener en la edad media. 

A fio de que el derecho canónico se estudiara 
en Bolonia al lado del romano, un monje bene- 
dictino, llamado Graciano, hizo en 1 i 40 una com- 
pilación canónica que oscureció á las demás que 
la habían precedido: comprensiva de lodo el de- 
recho ele la Iglesia, filé lo que para el civil el 
Cuerpo de derecho de Jusiiniano; como este llegó 
á ser objeto de glosas y comentarios, y á pesar de 
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las inexactitudes y defectos que después aparecie- 
ron, obtuvo el asenso general, y mereció adop- 
tarse por baso de enseñanza. 

Entre nosotros ejerció poderosamente su influ- 
jo este movimiento general. A pesar de las obsti- 
nadas y continuas luchas en que nuestros padres 
estaban envueltos para arrojar del territorio á los 
infieles, se levantó y empezó á florecer á princi- 
pios del siglo XÍI[ la universidad de Salamanca, 
sucesora de la escuela de Palé ocia, centro de denu- 
de había de partir la luz que disipase las tinieblas 
de la ignorancia en aquellos tiempos de rudeza. 
A mitad del mismo siglo estaban tan difundidas en 
España, como en la misma Italia, las doctrinas de 
la escuela de Bolonia: así es que al formarse las 
celebradas leyes de Partidas, los principios del 
derecho de Jusiiniano y del decreto de Graciano 
fueron atendidos con exclusión casi absoluta de 
las antiguas leyes, de los fueros venerables y do 
las costumbres seculares de nuestra patria. Basta 
esto para que se conozca que al elaborarse bajo 
los auspicios del Rey Sabio el código mas cientí- 
fico de la edad media, estaban nuestros juriscon- 
sultos á la altura de los conocimientos tenidos 
como mas avanzados en la época. Los maestros 
Jacome Raiz y Roldan tan célebres en su época, 
considerados comunmente como jurisconsultos 
que tomaron parte en la formación de Jas Parti- 
das, por lo que se refiere á las coronas de Castilla 
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y León ya entonces reunidas, y en la de Aragón 
San Raimundo de Pe ña fon á quien Gregorio IX 
e ¡ ¡ co m e n d ó la compilad o n que II c v a e 1 n o m b re d e 
esto Pon li fice, y el Obispo D. Vidal de Canellas, 
que intervino en la compilación de los fueros de 
Aragón y en ia formación de los de Valencia, son 
los jurisconsultos españoles mas ilustres del si- 
glo XIII. 


Bartolo, y su discípulo, sucesor y contradictor 
Baldo, empezaron á escribir en el siglo XIV co- 
mentarios sobre las obras del Derecho romano. 
Su escuela, llamada de los BarloMstas, sucedió 
á la de los glosadores; no atreviéndose á cambiar 
la senda que habían seguido sus maestros, fueron 
menos libres y menos independientes que ellos. 
La gran autoridad de la glosa de Acursio pudo 
contribuir á esto: los jurisconsultos, arrastrados 
por ella., prefirieron á estudiar los textos de i a 
ley, seguir la opinión de ios escritores, buscan- 
do con ansia la que se consideraba corno mas ge- 
neral, ó común, que éra la frase elegida para ex- 
presarla al mismo tiempo que la dialéctica sutil y 
el método escolástico con sus divisiones y subdi- 


visiones frecuentemente innecesarias hicieron me- 
nos claro y mas casuístico el estudio del derecho. 

Aunque la escuela de los BartoÜstas tuvo gran- 
de celebridad en su época y procuró contribuir 
eficazmente al adelantamiento científico del dere- 
cho, sus libros, oscurecidos por los trabajos pos- 
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tenores, están hoy olvidados, y solo sirven para 
indicarnos el camino que la ciencia se fue trazan- 
do sucesiva y laboriosamente. Arias de Balboa en 
la corona de Castilla, y Hospital en la de Aragón, 
fueron los jurisconsultos españoles que mas se 
distinguieron en esto siglo. 

Los tres siglos, de que acabamos de hablar, 
pueden ser considerados como la infancia de la 
ciencia en su renacimiento: limitados los juris- 
consultos á una mera exégesis, no tomaban la al- 
tura á que se elevaron después; circunscritos por 
su propia voluntad á glosar ó á interpretar, ape- 
nas entraban en otras consideraciones que en las 
que fluían del texto riguroso é inflexible de la ley; 
poco versados en el estudio de la literatura y de 
la historia, que aun no había renacido, y envuel- 
tos en el escolasticismo , no podían dar la exten- 
sión que estaba reservada en los siglos siguientes 
á ios estudios jurídicos. 

Menos notable en la historia de la ciencia es el 
siglo XV que los que le procedieron: no tuvo un 
jurisconsulto que, como Irnerio ó Bartolo impri- 
miese un carácter á la dirección de los estudios, 
á pesar del mérito indisputable de Paulo de Las- 
tro, hombre eminente por su claridad y erudi- 
ción, y que merecía lau alto concepto al célebre 
Cujas, que llegó á decir, que el que no tuviera 
sus obras , debía vender la túnica para comprar- 
las. Alfonso Diaz de Montalvo, compilador del 


'i 09 

± tf ,M 

Ordenamiento Real y glosador del Fuero Real y las 
Partidas en la Corona de Castilla, y en la de Ara- 
gón el caialan .taime Calíis fCaiicius) y el valen- 
ciano Pedro Juan Belkiga , se distinguieron entre 
los demás jurisconsultos españoles del siglo XV. 
Palacios Rubios , perteneciente á la primera de 
estas Coro iü as, floreció también á fines de este 
siglo y á principios del siguiente. 

Pero si bajo el aspecto puramente jurídico fcé 
poco fecundo el siglo XV, en él empezaron á 
germinar los trabajos literarios y filosóficos que 
tanto debían contribuir después á Jos progresos 
del Derecho. El descubrimiento de la imprenta, 
la destrucción del Imperio de Oriente, tomada 
Conslanlinopla por los turcos en 1453, y la in- 
fluencia que tuvo este acontecimiento en la ilus- 
tración de la Europa por los tesoros literarios que 
vulgarizaron los griegos emigrados, fueron causas 

que prepararon la revolución que el siglo siguien- 
te debia realizar. 

Alciato es el primer jurisconsulto que, siguien- 
do la tendencia del siglo, dió distinta dirección á 
los estudios jurídicos. Muy versado en la litera- 
tura clásica griega y latina, penetró con su auxi- 
lio en el espíritu de los antiguos jurisconsultos y 
en el carácter de los tiempos en que habian sido 
escritas las diferentes leyes, sustituyendo á la os- 
curidad de las anteriores ol ras la claridad, y bue- 
nas formas literarias al estilo bárbaro hasta en— 
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tooees usado. Asociando de esta manera al estu- 
dio del Deiecho el de las bellas letras, popularizó 
con su erudición la escuela de que podemos consi- 
derarle fundador. Aunque era jurisconsulto ita- 
liano, á él debe Francia en primer término la in- 
troducción de los estudios teóricos, precediendo 
en las cátedras de Bourges á tantos ilustres pro- 
íesoies que las hicieron célebres en el mismo si- 
glo. Entre estos descuellan principalmente Cujas 
y Donneau, 

^ Pocos años después de Alciato, aparece Cujas 
(Cujacius), uno de los principales ó quizás el pri- 
mer intérprete del Derecho romano: habiendo 
leído, meditado y extractado ios trabajos de los 
escritores que le habian precedido, vino á hacer 
inútil su lectura. Separándose del sistema de los 
antiguos, y creándose el suyo propio, no vio en las 
leyes de Justiniano un todo homogéneo, sino mas 
bien confundidas y aglomeradas Jas máximas de 
diferentes sistemas, y desfigurada frecuentemen- 
te la historia: por esto, reuniendo los esparcidos 
fragmentos de cada jurisconsulto de la antigüedad, 
trató de estudiar su espíritu, y la unidad de la 
doctrina que no encontraba en la compilación de 
elementos tan heterogéneos. Filósofo, historiador, 
filólogo, crítico y de razón clara y vigorosa, pue- 
de ser considerado fundador de la escuela histó- 
rica del Derecho. 

Al mismo tiempo otro célebre jurisconsulto, 

13 
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Donneau (Donellus), por un caminó opuesto, 
contribuía eficazmente á los progresos de la cien- 
cia: considerando ai Derecho romano como un 
sistema armónico, lo tenia como regla decisiva: 
elevándose á ideas generales, y utilizando y for- 
mando un todo de los fragmentos que con tanta 
diligencia separaba Cujas, componía tratados 
dogmáticos sobre las diferentes partes del Dere- 
cho; mas fuerte que Cujas en la interpretación le 
era inferior en la filología y en la historia (1). La 
diferencia de estudios de estos dos grandes juris- 
consultos los hizo rivales; la historia sin embargo 

reúne sus nombres, y los recomienda á la grati- 
tud de la posteridad. 

Gt;o adversario de Cujas fué el célebre Bodin, 
que, afecto como Donneau á generalizar las ideas, 
miraba con poco aprecio las investigaciones exe- 
géticas é históricas del primero. Merece especial 
mención, porque debe ser considerado como el 

• (G ^ or uria singular anomalía, ai mismo tiempo que era 
profundamente respetado en Francia e! nombre de Cujas en los 
dos siglos anteriores, estaba casi completamente olvidado el de 
onelo. No sucedía esto entre nosotros, en que por el contrario 
Donneau era mas consultado que Cujas. Esto sucedía al menos 
en la Universidad de Alcalá de Henares, en cuya biblioteca era 
común que los alumnos pidieran las obras de Donneau con ob- 
jeto de prepararse para Jas academias dominicales y para los 
grados académicos, y rara vez consultaban á Cujas. Esto admi- 
te una explicación: en aquella escuela se había dado mayor im- 
portancia a la interpretación del Derecho romano que ai estu- 
dio de su historia, que estaba bastante desatendido. 
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fundador de la ciencia política entre los moder- 
nos > utilizando, dando extensión, y colocando en 
mayor altura las ideas que Maquiavelo habia con- 
signado al finalizar el siglo XV. La época natural- 
mente propendía á esta clase de estudios, por- 
que no podían pasar sin dejar lecciones útiles de 
ejemplo y de enseñanza las grandes agitaciones de 
Europa, las guerras que la despedazaban, y el fa- 
natismo é intolerancia de las sectas religiosas. 
Bodin, estableciendo principios, y deduciendo de 
ellos precisas consecuencias, dogmatiza y forma 
un sistema á que todo ¡o subyuga: sus seis libros 
de república , llenos de talento, de erudición y de 
independencia, si bien poco metódicos, le dan lu- 
gar entre los primeros jurisconsultos, publicistas 
y filósofos de su siglo. 

En el mismo siglo en que Cujas, Donneau, y 
Bodin florecían en Francia, empezaba Bacon en 
Inglaterra á granjearse un nombre inmortal. Ba- 
con es uno de los primeros jurisconsultos que su 
patria lia producido: con conocimientos en casi 
todos ios ramos del saber humano, uniendo en 
materias jurídicas las especulaciones teóricas á la 
práctica de ¡os negocios, fué de los que mas ilus- 
traron su época. Considerándolo nosotros única- 
mente como á nuestro objeto corresponde, debe* 
mos decir que trató mas bien la jurisprudencia 
bajo su aspecto práctico y político, que bajo el 
teórico y filosófico, viendo solo en e! Derecho un 


196 * 

conjunto de leyes positivas, sin elevarse á las 
ideas abstractas y de justicia universal, que bao 
sido el estudio de tantos otros jurisconsultos. La 
claridad y concisión de su estilo, su buen juicio 
y el tacto delicado que distingue todas sus pro- 
ducciones, le conservarán por mucho tiempo el 
justo homenaje que hoy le tributamos. 

Los jurisconsultos españoles mas notables de 
este siglo fueron, Gregorio López, comentador de 
ias Partidas; Antonio Gómez, el mas autorizado 
comentador de las leyes de Toro; Antonio' Agus- 
tín, en quien competían los buenos estudios de 
literatura con los de jurisprudencia; Vázquez de 
Menchaea, que con excelente criterio penetró en 
muchas cuestiones de derecho natural y de gen- 
tes antes que Groot hubiera escrito su inmortal 
obra, y los aragoneses Molino y Sesse, que ilus- 
traron con sus escritos la legislación foraí del 
país á que pertecian. 

No fué menos fecundo en grandes jurisconsul- 
tos el siglo XVII que el que le había antecedido. 
Los nombres de Groot, de Pufendorff, de Leib- 
nitz y de Vinnio, nos hacen apartar la vista do 
Italia y de Francia para fijarla en Holanda y en 
Alemania, en donde la ciencia se presenta con 
todo su vigor y lozanía. 

Groot (Grolius) es uno de los mas sábios pu- 
blicistas de la Europa: jurisconsulto y filósofo* 
imprimió un carácter especial á los estudios jurí- 
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dicos. Puede decirse que fué el primero que in- 
tento establecer una teoría general de derecho, 

distinguiendo las relaciones necesarias de los hom- 

; !'es de las que son efecto délas exigencias y ne- 
cesidades de los Estados. A él se debe la separa- 
ción del derecho natural, de la moral y déla teo- 
logía, como liemos dicho en los capítulos anterio- 
res. Su obra de jure belli et pacis, de que ya he- 
mos hablado, cuya mayor parte es un tratado de 
derecho natural, le atrajo e ] aprecio y la venera- 
ción de sus contemporáneos, y fué aceptada en 
Europa como la expresión fiel del derecho de 
gentes, viniendo á ser el libro de los publicistas 
y de los reyes. Nosotros, que ya en otros lugares 
le hemos considerado como fundador de la cien- 
cia deí derecho natural y de gentes, concluiremos 
esta ligera reseña diciendo con Leibnilz: «Groot 
era de muy grande saber y de sólido talento, más 
no tan filósofo como se requiere para tratar con 
toda la precisión necesaria las materias útiles de 
que escribía.» * 

Casi al mismo tiempo que Groot en Holanda, 
Se Lien establecía en Inglaterra la teoria del de- 
recho natural y de gentes. Siguiendo el espíritu 
de los que le habían precedido, buscó en la ley de 
los hebreos el tipo deí derecho natural : y menos 
filósofo que jurisconsulto, no atinó como Groot á 
separarlo de la teología, aunque distinguió los 
preceptos universales del derecho natural, de los 


198 

políticos qne se referían solo al pueblo ele Israel. 
Gabiiale la gloria de haber adelantado ¡la ciencia, 
si Groot en otro país no le hubiera precedido 
dando á esta mas considerable impulso. 

Para explicar las doctrinas de Groot, aunque 
discordando de él en puntos capitales, como de- 
jamos dicho, sube Pufendoríf en Heidelberg á 
la primera cátedra que se abre de derecho natu- 
ral y de gentes. Careciendo de los talentos de su 
predecesor, no hizo adelantar mucho á la ciencia, 
á pesar de sus laboriosas tareas: su fama es de- 
bida , mas á la posición en q ue le colocó su época, 
que á la excelencia de sus trabajos. 

Pocos hombres aparecen en el mundo con una 
reputación científica tan vasta como Leibnilz. La 
universalidad de sus conocimientos y de sus ta- 
lentos le hacen célebre como teólogo, como juris- 
consulto, como filósofo y como matemático, Gomo 
jurisconsulto, único aspecto bajo el que nosotros 
debemos considerarle , es uno de los maestros que 
mas han ilustrado la oiencia. Comprendiendo 

las sus principales cuestiones, de las puramente 
teóricas desciende á las de aplicación: investi- 
gando la naturaleza filosófica, esto es, la raíz del 
derecho, la deduce del Ser Supremo, justo por 
esencia; trazando un método para aprender y 
enseñar la jurisprudencia , ensancha sus límites, 
y la considera bajo los diferentes aspectos de di- 
dáctica, histórica, excgética y polémica, aplican— 
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fj oíos y desenvolviéndolos con una razón fuerte 
y vigorosa: entrando en la codificación, manifiesta 
al lado de las preciosidades del Derecho romano, 
los defectos de que adolecen sus códigos, y el 
modo de subsanarlos. En tocio lo que trata dá 
muestras del talento superior, de la inteligencia 
privilegiada que todos sin contradicción le reco- 
nocen , y que le señalan uno de los primeros lu- 
gares entre los escritores alemanes. 

Por diferente rumbo, Amoldo Yin men (Vinnio) 
en Holanda contribuyó en el mismo siglo á los 
adelantamientos de la ciencia. Siguiendo el ca- 
mino que los célebres comentadores y tratadistas 
del Derecho romano habían trazado en el si- 
glo XVI, dejó un nombre ilustre, y un libro que 
por muchos años ha tenido considerable influen. 
cia en la enseñanza, y que ha gozado de gran 
predicamento en las Universidades de nuestro 
país siendo la obra elemental, el primer maestro 
de los jurisconsultos españoles durante micho 
tiempo: así es que todos tributan á su autor el 
aprecio que merecen sus tareas , y la veneración 
que excita el magisterio. 

Menos influencia que Vinnio ha ejercido en Es- 
paña el jurisconsulto francés Domat, qne floreció 
en la última mitad deí siglo XVII. Sus notables 
y preciosos trabajos imprimieron un carácter 
especial en la dirección de los estudios en su pa- 
tria, que se dejó sentir poderosamente cuando á 
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principios de este siglo se formó e! Código civil 
bajo los auspicios del genio que presidia entonces 
I° s destinos de la Francia. De él decia el ilustre 
canciller D Aguesseau : «Nadie ha profundizado 
mejor el verdadero espirita de la legislación: des- 
ciende basta las últimas consecuencias, las des- 
cubre con ana precisión casi geométrica, y re- 
corre todas las diferentes clases de leyes, y los 
caractét es que las distinguen. So obra es el plan 
de la sociedad civil mejor acabado que se ha 
escrito; la he mirado siempre como una obra 
preciosa que be visto crecer y casi nacer entre mis 
manos.» Estas palabras hacen supérfluo lo que 
aquí pudiéramos decir de un jurisconsulto que 
por su método y por la generalización de sus 
ideas se ha distinguido tan ventajosamente. 

Menos son en numero y en importancia los ju- 
risconsultos españoles del siglo XYÍI que los del 
que le precedió, que hayan dejado nombre en 
nuestra patria. Paz, Villadiego, Salgado y Ramos 
del Manzano, son los que mas se distinguieron. 

Poíhier, cuyas doctrinas y método influyeron 
tanto ó mas que las de Domat en la formación 
del Código civil francés, es el primer jurisconsul- 
to del sigm XVIII que debemos mencionar. Los 
tí tu ios acerca de los contratos que comprende es- 
te célebre monumento, no son mas que un aná- 
lisis de los tratados que acerca de las mismas ma- 
terias escribió Pothier. Menos estudiado entre nos- 
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otros que Domat, y aun desconocido por la ma- 
yor parte de los juristas, es digno de ser leído y 
meditado. Siguiendo el orden de los libros y tí- 
tulos de las Pandectas, las explicó con buen dis- 
cernimiento, dando á los textos un orden mas 

natural y mas lógico, y utilizando los trabajos del 
siglo XVI. 

Entre los jurisconsultos del siglo XVIII debe- 
mos dar un lugar especial al célebre aleman Hei- 
neocio, que creándose un estilo propio, brillando 
por su precisión, erudición, claridad y encadena- 
miento de las ideas, y aprovechándose de todo lo 
mejor que so había escrito antes, hizo servicios 
importantes á la ciencia. Sus obras, mas popula- 
res en los últimos tiempos entre nosotros que las 
de ningún otro jurisconsulto, son y serán aun por 
largo tiempo leídas con placer y con provecho, á 
pesar ae qu§ un siglo fecundo en acontecimientos 
V en progresos nos separa del ilustre jurisconsul- 
to de Hall. Este crédito incontestable, que repu- 
tamos justo, nos induce, saliendo si se quiere del 
principal objeto de este capítulo, á advertir la 
conveniencia deque al estudiar sus obras tengan 
presentes los jóvenes los descubrimientos de nue- 
vos textos que han enriquecido á la ciencia, y los 
adelantos que esta ha hecho en sus teorías; por 
lo que seria de desear que un jurisconsulto hábil 
tomase sobre sí el cuidado de anotarlas y comen- 
tarlas como parcialmente lo han intentado con sus 



antigüedades del Derecho romano, Haubold y 
Mühlenbruch en Alemania. 

Vico, al que por una fatalidad inconcebible no 
se tributó por mucho tiempo el lugar que le 
correspondía, refleja en los estudios su carácter 
sombrío, melancólico y religioso. Historiador y 
filósofo á la vez, armoniza el elemento racional y 
el histórico, hace descender lo existente de lo 
justo, explica las acciones humanas por las leyes 
dei pensamiento, y separándose de Groot y Pu- 
fendorff, en vez de la abstracción de i a razón del 
hombre, considera como la base del derecho na- 
tural la voluntad de la Providencia, atestiguada 
por la historia y por el consentimiento de los pue- 
blos. Justo es que la generación actual dé á sus 
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profundas investigaciones toda la importancia que 
merecen. 


Pocos años después que Vico habia dejado de 
ilustrar la Italia, Montesquieu abrió en Francia 
con su Espíritu de las leyes una nueva senda que 
debió después ser seguida por otros. Derivando 
el principio deí derecho de una razón primitiva, 
lo separa de las leyes positivas, porque sin estas 
habría relaciones posibles de justicia: en su con- 
cepto decir que lo justo y lo injusto dimanan del 
precepto del legislador, equivale á suponer que 
antes de trazarse el circulo no eran iguales sus 
radios. Dotado de un talento profundo, de una 
imaginación brillante y de un tacto esquisito, entra 
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Montesquieu en la historia de . todos los pueblos, 
examina sus costumbres y sus leyes, y concluye 
que estas deben apoyarse en la historia y en la 
filosofía: todo adquiere animación y vida en su 
pluma casi siempre imparcial, y la actual gene- 
ración le tributa el homenaje de justicia que no 
le otorgaron todos sus contemporáneos. 

Después de Montesquieu, tanto por el orden 
cronológico como por las doctrinas, debemos ha- 
blar de Filangieri y de Beccaria. Guiados de su 
amor a la humanidad , dieron lecciones á sus 
coetáneos, y pidieron y esperaron reformas de los 
Gobiernos , el primero en su Ciencia de la legis- 
lación, y ei segundo en su Tratado de los delitos 
y las penas, obras en que dan muestras de su ta- 
lento superior. De grande popularidad por mucho 
tiempo, son los dos publicistas mas notables de 
su siglo en Italia, y aunque no profundos filósofos, 
llenaron el cometido que su época les señalaba. 

Pero el que en el siglo XVIII debia exceder á 
todos en influencia, ei elegido en Alemania para 
reemplazar como filósofo y jurisconsulto á Leib- 
nitz, es Iíant. Su sistema de derecho está basado 
en su filosofía. Distinguiendo Iíant la razón espe- 
culativa de la razón práctica, sienta que por esla 
el hombre viene en conocimiento de su libertad, 
y la libertad exterior es el fundamento de su me- 
tafísica del derecho. Las acciones libres del hom- 
bre caen bajo el imperio de la moralidad y de la 


legalidad: bajo la moralidad, por los motivos que 
las determinan ; bajo la legalidad, por su confor- 
midad con la ley. Por consecuencia de este prin- 
cipio, el hombre tiene el derecho de hacer res- 
petar su libertad, pero al mismo tiempo está en 
relaciones con otros hombres libres como él: de 
aquí es, que al lado de los derechos hay obliga- 
ciones, para cuya existencia deben concurrir la 
necesidad de la acción y la libertad del agente. 
Así el derecho es en su sistema ¡a reunión de con- 
diciones por las cuales la voluntad de un hombre se 
pone en relación con la de otro bajo la ley iyomun 
de ¡a libertad. Deriva el principio de la penalidad 
de la justicia misma, no de la utilidad que ai 
hombre ó á la sociedad puede resultar del castigo. 

Las doctrinas de líant fueron enseñadas en todas 
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las universidades de Alemania, y adquirieron gran- 
de autoridad, que aun no han perdido del todo. 

E! siglo XVíII termina con un gran juriscon- 
sulto que inaugura el XIX: el inglés Jeremías 
Benlham , quien , proclamando el sistema sensua- 
lista, crea una escuela célebre por sus servicios, 
por sus aciertos y por sus errores. Sus trabajos 
se extienden también á la parte externa del dere- 
cho, esto es, á los procedimientos. - materia en la 
que es menester hacer justicia á su gran superio- 
ridad, al tino y energía eon que combate el em- 
pirismo y las prácticas, que solo pueden encon- 
trar apoyo en el interés ó en la ignorancia. Pero 
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al tratar de investigar el principio del derecho, 
se olvida de la naturaleza humana, rechaza la 
historia, y arrastrado por un materialismo infle- 
xible, solo respeta á la virtud como un bien por 
los placeres que produce, y reprueba al vicio, 
como un mal por los dolores que causa: así eí 
bien y el mal moral solo lo son en su sistema por 
su tendencia á producir bienes y males físicos: 
idea algún tanto atenuada cuando dice, que por 
placeres y males físicos comprende del mismo 
modo los que afectan al alma que los puramente 
sensuales. Consecuencia de este modo de ver es, 
que el derecho solamente sea para él la creación 
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de la ley, y que considere al legislador en la 
omnipotencia de crearlo todo con independencia 
de las trabas de un derecho preexistente, que 
relega al país de las quimeras, si bien debiendo 
obedecer al principio de utilidad, del que dice 
no haber sido desarrollado ni seguido comple- 
tamente por ningún legislador, aunque ha pe- 
netrado en las leyes por su alianza ocasional 
con el principio de simpatía y antipatía. No es de 
nuestro propósito combatir aquí su sistema: de- 
jando esto á quienes propiamente incumbe, nos 
ceñimos á señalar el lugar que le corresponde en 
los fastos de la ciencia, y prevenimos el ánimo 
de los jóvenes para que estudien con cautela sus 
doctrinas, ya que sus obras son apreciadas justa- 
mente en nuestra patria. 
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Varios son los jurisconsultos españoles que se 
distinguieron notablemente en el siglo XVIII. 
Los que mas han sobresalido son Mayaros y Sis- 
ear, que nos ha dejado testimonios de sus pro- 
fundos conocimientos en derecho romano y pá- 
trio; Finestres, cuyas obras sobre el derecho ro- 
mano gozan de justísima reputación aun en nues- 
tros dias; Macanaz y Campomanes que con celo- 
so afan procuraron fijar los límites entre el poder 
temporal y la Iglesia, y Ásso y de Manuel que 
asociaron sus nombres para importantísimos tra- 
bajos histérico-jurídicos que nos legaron, y para 
unas Instituciones del Derecho civil de Castilla y 
de Aragón, obra la mas importante de su clase 
que habia visto la luz pública al comenzar el siglo 
en que vivimos. Al mismo siglo XVIII y primer 
tercio del actual corresponden Jovellanos, que tan- 
to acreditó sus conocimientos jurídicos y econó- 
micos, especialmente en su célebre Informe sobre 
la Ley Agraria; Sala, cuyas obras hasta hace pocos 
años han guiado los primeros pasos de la juventud 
española en el estudio del Derecho; Martínez Ma- 
rina y Sempere y Guarinos que tanto han adelan- 
tado los estudios históricos del Derecho español; y 
Llamas y Molina que en su Comentario á las leyes 
de Toro dio pruebas de su constancia en el estu- 
dio, y que puede considerarse como el último juris- 
consulto de una escuela que habia dejado de exis- 
tir muchos años antes de que publicara su obra. 
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Hemos llegado a una época célebre por las in- 
vestigaciones históricas y por los estudios filosó- 
ficos: el siglo en que vivimos dejará grandes re- 
cuerdos en la historia de ios progresos de la cien- 
cia. No es nuestio ánimo entrar en una enume- 
ración de los escritos jurídicos y jurisconsultos 
con tempot aneos. muchos de estos, que aun viven, 
Sb han granjeado ya un nombre distinguido; pero 
no ha llegado todavía para ellos labora imparcial 
en que deben ser juzgados. La posteridad, mas 
competente, mas ilustrada sin duda que nosotros, 
pronunciará su juicio, que hoy se.ria anticipado! 
Limitémonos, pues, á dar una ligera idea de ia 
tendencia de estos estudios. 

. a 

La escuela histórica alemana puede decirse que 
ha nacido con el siglo. Deudora en parte á los 
trabajos que al fin del anterior hizo Hugo, reco- 
noce por jefes á Savigny y á Niebuhr, cuyos ta- 
lentos brillantes y profundos le han dado princi- 
palmente dirección y colorido. Una cuestión á la 
vez científica y política promovió discusiones mas 
animadas que imparcíales, pero que en último 
término debían ser fecundas en resultados. Thi- 
baut, jurisconsulto erudito, y que con criterio y 
buen juicio habia escrito algunos tratados, inten- 
tó persuadir que era conveniente á toda la Ale- 
mania tener un código común, que, recogiendo 
las lecciones ele lo pasado, y aglomerando las ri- 
quezas y progresos de la ciencia, proporcionase 
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al país una justicia uniforme y constante, dejan- 
do á ia erudición ia mas absoluta independencia. 
Esta proposición fué la señal de una guerra cien- 
tífica y literaria en que se empeñaron muchos ta- 
lentos de los mas distinguidos de la época. Sa- 
vigny fue el primer adaliz que Gombatio á Ihi- 
baut: conocido ya antes por un tratado sobre la 
posesión, que es quizás ei mejor libro exegético 
y dogmático del Derecho romano que se ha escri- 
to en las dos últimas centurias, dió entonces á 
luz su Vocación del siglo á la legislación y á la 
jurisprudencia , que puede considerarse como el 
programa de su escuela. Sentando desde luego que 
á las doctrinas de perfección indefinida y univer- 
sal de la última mitad del siglo XVIII, y á los 
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deseos de códigos nuevos, precisos y abstractos 
había reemplazado el sentimiento de la historia y 
de la realidad , impugna la estrecha teoría de los 
que opinan, que sin un código completo y uni- 
forme, un país está abandonado á las costumbres. 
Remontándose á la historia primitiva de los pue- 
blos encuentra que su Derecho civil tiene un ca- 
rácter propio y determinado , como lo tienen tam- 
bién su idioma, sus costumbres y su constitución 
política, y que sin libros y tratados, los vínculos 
de familia y las relaciones de propiedad se mani- 
fiestan con energía por actos simbólicos, drama 
en que se presea tan la conciencia y las ideas na- 
cionales, hasta que creándose el elemento técnico 


Ja lag ar á que i 08 jurisconsultos comenten lo qL 

«os son en 6 ? 3 UDaexiStencia Positiva. Los códi- 

el Estado trata do abolir todo lo que no es^l: 

, „ 1 . es menester bus- 

car la época, que no es la que alcanza, en que la 

ciencm este en el mas alto grado de desarrollo, 
porque un código rio debe contener mas que prin- 
cipios de los cuales se deriven las decisiones, vi- 
len o a ser asi el Derecho como la geometría, 
que subsiste por puntos fundamentales que debe’ 
espues desenvolver el jurisconsulto. Así soloen 
e apogeo de la ciencia deben formarse ios códi- 
gos ; mas entonces no se conoce su necesidad 
porque los siglos poderosos preven rara vez que 
una generación débil puede sucederles. Después 
de haber manifestado que en ia juventud de ? un 
pueblo, aunque hay conciencia del derecho, la 
lengua es pobre y ruda, y que las formas lógicas 
y artificiales no existen aun, como aparece de las 
Doce Tablas, fijándose en la historia del Derecho 
romano, atribuye el estado brillante de la juris- 
piudencia en el siglo III de nuestra era á los tra- 
bajos que le precedieron. Los romanos respetaron 
á la vez la antigüedad, y admitieron reformas 
impoi tanles : ios cambios esuín siempre al lado 
de ias costumbres de sus mayores; nada destru- 
yen violentamente; nunca hacen escisión con io 
pasado, son á un tiempo innovadores ilustrados 


210 

y religiosos amantes de la antigüedad. En esta 
época floreciente no se pensaba en códigos, á 
pesar de que dos siglos antes, esto es, en la in- 
fancia de la ciencia, había tenido este pensa- 
miento Julio César, pensamiento que se realizó 
en el siglo VI cuando todo era corrupción y de- 
cadencia: entonces se publicaron casi en tropel 
los códigos de Teodorico, Alarico, el Papiano y 
los libros de Justiniano. Asi Savigny inauguró 
la escuela, que primero en una animada lucha, y 
después con tareas mas pacificas, había de adqui- 
rir tanta importancia y ser seguida por muchos 
jurisconsultos. El descubrimiento de monumen- 
tos científicos que se habían perdido en los siglos 
medios, finieron á auxiliar oportunamente sus 

trabajos. 

Al mismo tiempo la jurisprudencia criminal 
presenta eseelentes escritores que han seguido el 
camino racional y científico en que Rant buscó el 
fundamento de ias penas: otros han ideado dife- 
rentes sistemas, y así se han multiplicado las 
teorías, no faltando quien se haya adherido al 
sensualismo. La Francia también nos está ofre- 
ciendo hoy progresos importantes en este ramo 

de la ciencia. 

En los estudios castos y profundos de la Ale* 
manía, en el inagotable número de sus concien- 
zudos escritores, no hay parte de la ciencia que 
quede sin examen, no hay teoría que no se des- 
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envuelva, que no se discuta, que no se contradi- 
ga. Al lado de la escuela histórica se presenta la 
escuela filosófica, que con maestría y vigor recla- 
ma los derechos y el lugar que le corresponde en 
la jurisprudencia. Largo fuera, y poco conforme 
á nuestro propósito y aun menos adecuado á los 
estudios previos de los que empiezan el del dere- 
cho, entrar á examinar los sistemas y la influen- 
cia de Fichlf, de Scheliing, de Hegel y de Ivrausse; 
de aquí dimanan las teorías de la filosofía del de- 
recho, que ha venido á ser una ciencia particu- 
lar, de que hemos hablado por incidencia al tra- 
tar del derecho natural. 

Lejos nosotros de estas contiendas, conocemos 
la necesidad de unir los estudios históricos y Jos 
filosóficos en la jurisprudencia; deseamos que 
unos y otros sean objeto de los trabajos de los que 
en España dedican á ellas sus vigilias, y que al- 
gunos de nuestros escritores, saliendo del cír- 
culo de los estudios prácticos, den á la ciencia el 
culto que se le debe, y nos hagan entrar en un 
campo de que, con poca gloria nuestra, hemos si- 
do meros espectadores. 

Nuestra época puede jactarse con fundamento 
citando los nombres de ilustres jurisconsultos que 
en los países extranjeros y en el nuestro la enal- 
tecen. Repetimos que aun no es tiempo de juzgar- 
los, y que la posteridad imparciaí y severa cali- 
ficará los servicios que hayan hecho á la ciencia. 



CONCLUSION. 


Hemos recorrido sucintamente ía nomenclatu- 
ra, divisiones y progresos del Derecho, y este 
examen rápido habrá persuadido á los jóvenes de 
la gravedad, de la importancia y de ía extensión 
de la ciencia á que se dedican. No pretendemos 
aterrarlos en el vestíbulo; por el contrario, les 
animamos enseñándoles un camino, que, si bien 
es largo, no presenta obstáculos invencibles para 
la aplicación, la constancia y el talento. Pero les 
debemos decir toda la verdad; si no lo hiciéramos 
faltaríamos al deber que nos impone el cargo que 
voluntariamente liemos tomado: estudiar las leyes 
superficialmente, es no estudiarlas, es engañar á 
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la sociedad, que suponiendo en nosotros conoci- 
mientos profundos, nos reviste de la alia digni- 
dad de jueces; es burlar á los particulares, que 
confiados en nuestra pericia nos vienen á poner 
en las manos su libertad, su honor, sus bienes y 
hasta su vida. Profesión noble, grande y altamen- 
te humanitaria y moral es la del jurisconsulto; 
pero por lo mismo requiere mas sólidos, mas filo- 
sóbeos y mas profundos conocimientos, que ele- 
vando su alma, les inspira amor á la justicia y 
respeto á iodos los derechos. Sigan, pues, los jó- 
venes el camino que les han trazado tantos ilus- 
tres jurisconsultos que han honrado el magisterio, 
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Ja magistratura y el foro; para que asi, como dice 
el orador romano, sean útiles á si mismos y á 
sos amigos, y correspondan á las esperanzas de 

Pero no basta la ciencia: tanto ó mas esencia- 

f s f l ue ella son Para el jurisconsulto la probi- 
dad y el valor. El hombre que está llamado á eri- 
girse en juez de sus iguales, el que tiene el su- 
blime cargo de ser la voz viva de la sociedad re- 
clamando el cumplimiento de las leyes, el que ha 
recibido ía investidura de defender los derechos 
de sus conciudadanos, debe sostener con el ejem- 
plo la dignidad de sus funciones. La justicia era 
representada entre los antiguos bajo la forma de 
una deidad, y sacerdotes de la justicia son aun 
llamados los jurisconsultos. Gomo sacerdotes, 
pues, démosle un culto interno, y arraiguemos 
en nuestras almas la grande abnegación que ne- 
cesita su ministerio; hagámonos superiores á las 
sugestiones de la ambición y á los estímulos de 
la avaricia: no olvidemos que, según decian los 
jurisconsultos romanos en su estoicismo, la jus- 
ticia también es una virtud moral; porque esto 
os, y ya lo dejamos indicado, o que quiere decir 
la constante y perpetua voluntad de dar á cada 
uno lo que le pertenece. Tengamos, pues, e! valor 
civil que es necesario en los dias turbulentos que 
alcanzamos, ese valor que hace á los hombres su- 
periores á ios gritos de los partidos, á los alari- 
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dos de las facciones, y á los halagos y á las per- 
secuciones del poder. Dejemos aumentados para 
la imitación de nuestros sucesores los ejemplos 
de ilustración, de probidad y de virtud que nos 
legaron nuestros antepasados. A los que no ten- 
gan para ello la necesaria elevación de alma, di- 
remos: 

¡Procul, i ¡ procul este, profani! 
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